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    por Graciela Fernández Meijide


     


     


     


     


    La particular situación alcanzada por la Argentina ha dado material para muchas y buenas reflexiones. Sin embargo, es difícil encontrar que en un mismo texto se conjuguen la síntesis de un aprendizaje político y profesional, la crítica a las instituciones tal y como han llegado a ser hoy y una visión enriquecedora de alternativas para el país.


    Este libro de Fabio Quetglas, a pesar de su título, no es solo un posicionamiento frente al populismo, sino que es un verdadero manifiesto, una carta de intención de un político en actividad y responsabilidades, que pretende interpelar al lector invitándolo a transitar el camino de la complejidad.


    No elude ninguna de las grandes restricciones nacionales, desde nuestras limitaciones al diálogo hasta la falta de moneda, desde el decepcionante desempeño de la administración pública hasta la macrocefalia territorial. Por eso mismo, estamos ante un texto profundo que es al mismo tiempo ameno. Que nos lleva por todos y cada uno de los temas que explican y fundamentan nuestras desalentadoras noticias de cada día.


    Con todo, y a pesar de las minuciosas descripciones de las trampas del fracaso, Quetglas es optimista. No se trata de un optimismo impostado, sino del que nace de la confianza en su propuesta. El libro mira en el pasado reciente, transita el presente difícil y sobre el cierre no renuncia al futuro, como visión, proyecto y mandato.


    Desde esa mirada destacan sus propuestas de reformas territoriales, el particular lugar asignado a la empresarialidad y el sentido contemporáneo de sus ofertas en materia de bioeconomía y economía del conocimiento en general.


    Con los pies en la crisis de hoy, Fabio Quetglas se aferra a recrear la política como propuesta, factor de movilización personal y generadora de sentido.


    Para quienes hemos transitado tantos años de vida pública, la lectura de libros que superen la crítica quejosa, se comprometan con valores, renuncien a la trivialidad, es siempre una buena noticia.


    Estamos frente al desafío de leer un texto humano, sencillo y sentido de alguien para quien las ideas y las prácticas deben combinarse con coherencia. Que sistemáticamente repite como un mantra que la política, si no es causa, es apenas burocracia.


    Este libro es una carta de presentación de muchas buenas propuestas que nos desafían a trabajar en ellas.
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    50M 
 Introducción


    Hace algunos años un grupo de amigos, con los que desde nuestra lejana adolescencia compartíamos conversaciones políticas, decidió “mover” la marca 50M. Gonzalo Berra jugaba un rol instigador. Nos impulsaba a que pensemos sobre ese país de 50M en el que podríamos ocupar lugares de responsabilidad en distintos ámbitos.


    50M era un número que nos evocaba el futuro, pero no cualquier futuro, sino el que nos tocaría vivir y sobre el cual deberíamos incidir y en la medida de lo posible construir, adelantarnos, atrevernos a soñarlo. Se sucedieron algunos encuentros, presentaciones, debates compartidos, y como pasa tantas veces en la vida, la fuerza inicial se fue diluyendo en el contexto de nuestras obligaciones cotidianas.


    Sin embargo, en mis conversaciones con Gonzalo, los 50M siempre permanecieron vigentes y constituían un punto de referencia de nuestros idas y vueltas, a veces más intensos, a veces más esporádicos.


    Cuando el debate político se vuelve febril o cuando las estructuras de una sociedad muestran debilidades, pensar el futuro puede ser una evasión o un punto de encuentro. El futuro puede ser de procrastinación o de visión.


    Aquel grupo de amigos siempre concibió al futuro como “tarea”. Si algo me hacía sentir cómodo frente a aquel impulso era que los problemas nunca nos llevaban a la inmovilidad o la indignación, sino a la búsqueda de alternativas.


    Han pasado más de una década y dos censos, entre ayer y hoy.


    Estamos legítimamente indignados. Sentimos que hemos fracasado, y a veces, que carecemos de la energía necesaria para revertir ese fracaso. La indignación nos vuelve hostiles. Buscamos culpables. Leemos los presagios que sobre el país se hacían hace cien años y no lo podemos creer. No es un fracaso coyuntural, no es que estemos en recesión o que un gobierno en particular haya desacertado en sus respuestas. Los fundamentos de nuestra vida social están erosionados, por eso es tan difícil conformar referencias.


    La indignación es una muestra saludable de que el país nos importa. Pero también de que no hemos encontrado las respuestas que necesitábamos, o no hemos calibrado nuestras expectativas, o no hemos tenido capacidad de revisar y ajustar conductas a tiempo, o sencillamente no hemos estado a la altura en algunos aspectos.


    En este punto es donde quiero abrir la conversación con usted, lector.


    La indignación es una energía estéril para construir, y la Argentina necesita mucho más construir que impugnar.


    No se trata de negar nada, ni de no ser estricto. La política y los políticos argentinos debemos dar cuenta. Pero si no pasamos de la indignación a otro tipo de situación es probable que vayamos a peor.


    Esta sensación de desasosiego, de ahogo, no se resuelve con un consuelo impostado, ni corriendo la agenda de los problemas o negándolos. No se soluciona invocando autores, recitando frases épicas. Ni con acuerdos estructurales, ni con planes mágicos.


    Me causan algo de gracia (y de dolor) los representantes públicos que le dan la razón a la indignación, y no se esfuerzan por ofrecer respuestas, explicaciones u organización. Parecen acompañantes terapéuticos de baja profesionalidad.


    No es necesario ni siquiera tener todas las respuestas, pero sí ofrecer explicaciones, ponderar posibilidades, construir sentido, y sobre todo expresar un modo de hacer política que alinee lo que se dice con las prácticas.


    No quiero decir que no sirvan la teoría, los acuerdos o la motivación que pueda instalar un candidato. Me refiero a que, si enfrentamos esta crisis de modo superficial, tendremos paliativos superficiales.


    Ya casi somos 50M, los problemas que en 2009/2010 parecían lejanos se hicieron presentes. Llegamos acá con el sistema previsional maltrecho, sin infraestructura adecuada para refederalizar el país, con una base económica excesivamente dependiente de muy pocas fuentes de divisas, etc. La agenda está clara.


    No hay una fórmula para salir, o al menos yo no la tengo; y permítanme descreer de todo aquel que apele a una simplificación. Lo que sí está en nuestras manos es abandonar toda complacencia y evitar entrar en un bucle infinito: por estar indignados, perder la capacidad de organizarnos, reflexionar, valorar lo que tenemos y sobre todo visualizar lo que podemos conquistar.


    Un aspecto particularmente negativo de la indignación es que nos facilita la lista de nuestras debilidades, y además nos hace dejar de lado la lista (que también existe y es muy importante) de nuestras fortalezas.


    La Argentina no es solo un país con enormes problemas, es también un lugar que alberga sueños, expectativas y posibilidades. Transformar esas potencialidades en un programa político nos obliga a reconciliar la política con la ética y la trascendencia. La política no es exclusivamente un trasiego de negociaciones. Llegar a esa conclusión es abrir la puerta de la indignación al hartazgo. Pero, por otro lado, la política que nos convoca y nos moviliza es la expresión de los deseos colectivos; son ideas, es compromiso, es sentido.


    Por eso, a los motivos político-institucionales y económicos que explican nuestra situación, no hay que dejar de sumarles los aspectos éticos que enmarcan esta crisis. La persistente actitud de tolerancia hacia la manipulación electoral, la frivolización de los debates, la aceptación resignada de los cambios de posicionamiento inexplicables e inexplicados, etc. Todos esos procesos tuvieron y tienen una baja resistencia en la sociedad. El poder público y las corporaciones han gozado en la Argentina de un marco de funcionamiento excesivamente tolerante con sus comportamientos más cuestionables.


    Si bien no quiero cargar las tintas excesivamente sobre la cuestión ética, es para mí una verdad evidente que en la Argentina la crisis excede la política. Obviamente hay que pensar programas y alinear intereses, pero antes de eso hay que fundar un consenso de mínimos sobre el sentido de la actividad pública, las reglas de juego y las buenas prácticas del poder. De lo contrario, estamos condenados a experimentar ideas, creyendo que se autoejecutan y que la calidad de la ejecución y su responsabilidad no tienen importancia alguna.


    Ningún ideario puede servir en una sociedad predatoria.


    La Argentina tiene más un problema de prácticas que de ideas, y como cualquiera sabe cambiar los hábitos es más difícil que modificar enunciaciones.


    En medio de todo el dolor que nos genera vivir en una sociedad agrietada, en una economía desquiciada, con instituciones públicas desenfocadas, millones de argentinos luchamos cada día de manera denodada y honesta por mantener a salvo nuestros proyectos de vida.


    Por nosotros, estamos obligados a superar la indignación. Desde la comprensión, no desde la negación. Desde la necesaria introspección que nos merecemos.


    No hemos sido tan buenos como creíamos, y seguramente no somos tan malos como pensamos ahora. Nada indica que no podamos mejorar. El primer reflejo de eso es resistir el canto de sirena de los que una y otra vez vuelven con que “somos excepcionales”, “lo mejor que tenemos es el pueblo” y toda una larga sarta de lugares comunes rastreros. Por supuesto que hay argentinos excepcionales y muchísimos muy buenos, pero o bien no somos tan buenos (a juzgar por los resultados), o bien no hay que poner el foco allí.


    Superar la indignación nos obliga a reflexionar sobre cómo llegamos hasta acá y cómo debemos prepararnos y cambiar para no repetirnos. También sobre qué cosas son prioritarias y por lo tanto urgentes y cuáles pueden esperar.


    Las reflexiones que propongo no son una llamada a la calma, sino a la acción.


    La indignación nos lleva al espasmo, la respuesta automática, la descalificación y la competencia excluyente.


    La reflexión nos debe conducir a la acción coordinada, el trabajo silencioso y la combinación de esfuerzos, competencia y cooperación.


    La construcción o la reconfiguración de un país necesita de muchos instantes de valentía, gestos decididos y momentos épicos; pero si una visión no atraviesa a la sociedad y la convence de que del otro lado del intento hay una vida mejor, la valentía se vuelve temeridad, los gestos son ademanes huecos y la épica se reduce a una provocación.


    Este libro quiere ser un humilde aporte a esa visión, que nos dé fuerza para ir más allá de la indignación y hacernos cargo de nuestro futuro.

  


  
    1. 25 millones


    A mis siete años, a fines de 1972, mi madre decidió que nos mudáramos del caserón de mi abuela, ubicado en la calle Corvalán al 600, al centro de Wilde. El cambio fue decididamente traumático. Pasar de un barrio obrero donde jugábamos a la pelota en la calle a una zona comercial transitada, del silencio al ruido, de la presencia permanente de tíos y primos a la rutina de la soledad, fueron apenas las primeras y más perceptibles mutaciones de un mundo que se me abrió de manera inesperada.


    Para ella era la realización de su permanente deseo de vivir sola, disponer de su tiempo, enfrentar las cosas a su modo. Inusual para la época y su procedencia social. Camila —mi mamá— luchaba por su independencia y transitaba la vida entre el esfuerzo, el desafío y la rebeldía.


    La resistencia de mi abuela y del resto de la familia se quebró con su determinación. Sin embargo, debió pasar un tiempo para que hermanos, hermanas y cuñadas comprendieran cabalmente que esa búsqueda no estaba asociada con ninguna relación de pareja oculta. En los cánones de una familia árabe, las mujeres no deben vivir solas, un hijo varón es una bendición, el respeto a los mayores es absoluto.


    Al desoír a mi abuela, irse a vivir sola y enfrentar la vida haciéndose cargo de mí en un contexto de fragilidad, Camila transgredió toda una arquitectura cultural con un solo movimiento.


    Aun así, en un mundo de trabajo estable y buenos salarios (industriales) era posible enfrentar esas resistencias. Una suma de casualidades se alineó, y el generoso ofrecimiento de don José Yebne (un reconocido industrial de la zona, paisano de mis abuelos), al facilitar un alquiler que de otro modo hubiera resultado inaccesible, en muy poco tiempo le permitió a mi vieja poner en condiciones un modesto departamento en la calle Las Flores, y concretar lo que tanto había soñado. Acomodó lo mínimo y pintó cada uno de los ambientes. Cuando finalmente un fin de semana se llevó adelante la mudanza, mi madre ensayó un gesto de fastidio al ver en la puerta recién pintada del nuevo hogar una visible leyenda estampada en aerosol: “Perón vuelve”. Que yo recuerde, esa es mi primera aproximación a una consideración política expresa. Le pregunté a mi madre por la pintada, y trató de explicarme que próximamente habría elecciones y que los partidos usaban habitualmente las paredes para comunicar sus consignas.


    Era demasiado chico para comprender ciertas explicaciones, pero al final de cuentas mi madre contaba conmigo, y yo con ella. En un punto esa relación nos llevaba a buscar la complacencia del otro. Éramos madre e hijo, pero también compañeros en la aventura de ganarnos la vida.


    A mí la mudanza me había dolido, incluso por un tiempo seguí frecuentando el “Huracán de Wilde”, el club de barrio de la calle Corvalán. Recorría en bici, casi a diario, las doce cuadras que separaban mi nuevo hogar de aquel punto de encuentro de amigos y primos.


    Mi mamá fue clara conmigo desde el primer momento, justamente en sentido inverso a ese deseo mío de atarme a la casa de mi abuela. Ella creía que la mudanza era no solo necesaria sino esencial. Me dejó claro que, si bien ella quería con todo su corazón a su madre y a sus hermanos y no tenía ninguna cuestión “de fondo” por la que irse de aquel hogar, quería “otra vida” para mí, y por ahí venía la cosa. Con la mudanza, aparecieron nuevas obligaciones respecto de mi casa y un seguimiento mucho más estricto de mi evolución escolar.


    Tardé algún tiempo en decodificar esa frase. ¿Qué quería decir “otra vida”? Lo sentía raro porque nuestra vida era dura, pero interesante.


    Al comienzo esa definición no significaba nada, pero con el correr de los días se hizo palpable que a mi mamá le interesaba algo que hoy puedo definir como “movilidad social”, y en ese momento no se traducía en otra cosa que en machacarme una y otra vez sobre la importancia del estudio (más allá de las notas), sumado a un estímulo permanente para mantenerme atento a cuanta oferta formativa se me pusiese delante, y por supuesto cultivar buenos hábitos, los que algunas veces me eran impuestos de modo excesivamente autoritario. Para esas pretensiones, la casa de mi abuela era más un refugio, un espacio donde siempre había un tío o un primo condescendiente con mis faltas, y donde las exigencias eran suaves.


    La casa de la calle Corvalán era un lugar de encuentros enormes, conversaciones largas, comida árabe y juegos de mesa. Los paisanos pasaban los fines de semana entre lecturas de café, dados y sonrisas. Tengo recuerdos de todo tipo de aquellas veladas entre café a la turca y dulces orientales.


    Fui abruptamente consciente de todo lo que perdía en la mudanza, pero poco a poco empecé también a advertir lo que ganaba. En Corvalán se quedaban los anocheceres en el club de barrio, las cenas de verano bajo la parra del patio, los postres de mi tía Delia. Una vez instalado en la nueva casa de la calle Las Flores, la de mi abuela me parecía una especie de isla remota de una cultura lejana. Poco a poco aparecían frente a mí otro escenario, otros personajes, otras oportunidades.


    El estado de ebullición social de la década de los setenta se sentía a flor de piel en el Gran Buenos Aires. En retrospectiva pude identificar aquellos años como momentos dorados de un modelo económico que pronto colapsaría, pero sin duda me considero tributario del país del aguinaldo, las vacaciones masivas, el consumo exagerado de carne y los loteos populares. Por supuesto, para mí todo eso era menos importante que la extraordinaria racha ganadora de Copas Libertadores que Independiente protagonizaba.


    En esa nueva casa viví entre los siete y los veintitrés años con mi mamá, una mujer de mucho carácter, sencilla, sociable, emprendedora e incansable. Sus extensísimas jornadas laborales (era obrera industrial y hacía horas extras siempre que podía o se procuraba un segundo ingreso en changas) eran la contracara de la libertad prematura de la que dispuse.


    Cada mañana, a las cinco y veinte, antes de cruzar a tomar el colectivo para ir a la fábrica (La Bernalesa), me levantaba con un beso y un abrazo que eran al mismo tiempo un hola, un adiós y un recordatorio detallado de las tareas que quedaban a mi cargo (compras específicas, pagos de servicios en el banco, etc.). Desde las cinco y media y hasta las siete y media cada mañana, mataba el tiempo entre la radio y la lectura de los tomos de la enciclopedia Lo sé todo y otros textos que se les compraba a esa especie ya extinta: los libreros a domicilio.


    El día empezaba temprano, porque también terminaba muy temprano, cenábamos sin televisión a las veinte y a más tardar a las veintidós ya estábamos durmiendo; muchas veces (sobre todo en invierno) juntos, contándonos en la oscuridad de la noche nimiedades del día a día. Como consecuencia de esas conversaciones, sabía cosas que generalmente un niño de esa edad no conoce: cuánto ganaba mi madre, dónde guardaba sus ahorros y qué proyectos tenía. Una sola cosa pesaba sobre mí de modo intolerable: disponía de una hoja de ruta minuciosa, dictada recurrentemente por ella, sobre qué hacer si mi madre moría. No solo, cada tanto, repasábamos el paso a paso en caso de muerte, sino que el sinfín de decisiones que corresponde tomar en ese momento estaba preestablecido. En cada una de ellas, se escondían las angustias de una mujer abandonada y el inmenso amor a su hijo; el miedo por su futuro y las ganas infinitas y estériles de que ese futuro fuese de determinado modo. Desde los ocho años sabía (o al menos tenía la información) sobre qué hacer con el cuerpo de mi madre en caso de muerte, con quién ir a vivir y cómo encarar (supuestamente) mi defensa ante la vida. Ahora que tiene ochenta y seis años y goza de muy buena salud para su edad, pienso en toda la energía que invertimos para atender nuestros fantasmas.


    Una cuadra separaba mi casa de la Escuela N.° 8; llegaba muy temprano y valoraba que me reconocieran ese rasgo obsesivo. Tempranero y además constante, porque tampoco me gustaba faltar. La escuela les ponía fin a esas mañanas eternas en soledad en la cocina del departamento. Había un momento en que no aguantaba más y salía disparado a la escuela dejando todo atrás de cualquier modo (luces prendidas, basura abierta, etc.). Con el tiempo, me fui aplacando, adaptándome a esa soledad brumosa, la radio de fondo, yo tomando mate (desde muy chico), los libros abiertos sobre la mesa.


    A pesar de ser un lector empedernido, era apenas un buen alumno. Mis intereses estaban muy alejados de los contenidos escolares.


    La cosa cambiaba y se ponía emocionante al salir del colegio. De regreso a casa, en la esquina había un puesto de diarios, que a partir de las doce del mediodía era atendido por un señor mayor silencioso que influyó definitivamente en mí. El Gallego Castelao (tal su apodo) era en realidad un asturiano que había llegado al país en los años de la posguerra española, siendo un joven comunista que escapaba de la dictadura franquista y, sobre todo, de la vida sin horizonte.


    Ese puesto de diarios era un oasis. El Gallego me fue tomando cariño, de la mano de ínfimos favores recíprocos que nos brindábamos. Me prestaba las revistas deportivas para que las leyera sin comprar, y yo le cuidaba algunos minutos el puesto para que pudiera cruzar al baño o tomar un café.


    La relación entre nosotros fue creciendo en reconocimiento, complicidad y cariño. A él le interesaba mucho que mi rendimiento escolar fuera bueno (el castigo en caso de defraudación se traducía en la limitación de acceso a las revistas El Gráfico o Goles), y ese interés se fue transformando en compromiso y diálogo entre nosotros.


    De repente, un hombre solo de unos cuarenta o cincuenta años, lejos de su patria, cruzado por el dolor del destierro, se encariña con un niño, quien la mayor parte del tiempo también está solo, fue abandonado por su padre antes de su nacimiento, y con poco tiempo cotidiano con su madre, comprometida prioritariamente en garantizar las cuestiones esenciales y la asistencia material.


    Dos soledades tan distintas nos fueron acercando y transformando a ambos. Yo, enfocado en el futuro; él, atado un poco al pasado; yo, muy consciente del valor del dinero; él, absolutamente consciente de la inutilidad del dinero frente a ciertas circunstancias; yo, crédulo y él, cultor de un escepticismo reflexivo.


    El puesto de diarios era la fuente inagotable de todas las conversaciones: Ricardo Bochini, Carlos Reutemann, Carlos Monzón, Guillermo Vilas; pero también Jorge Porcel, Alberto Olmedo, Susana Giménez, Sandro y poco a poco Ricardo Balbín, Juan Domingo Perón, los Montoneros, Richard Nixon, Leonid Brézhnev, el petróleo, etc. Allí, en ese mundo pequeño, entre él y yo, no había censuras, mentiras, ni tabúes. Solo mis preguntas ingenuas, sus respuestas cortas y sencillas, y cada vez más frecuentemente un lacónico “leé esto”. Ese puesto de lata era biblioteca, confesionario, café, depósito, referencia.


    Colgadas del puesto, las noticias y las vaguedades de cada semana. Debajo de la caja algunos libros y recortes que constituían la lectura seleccionada de una muy pequeña logia de amigos que nos reuníamos cada tarde a conversar. “Leé esto” era la puerta de entrada a temas que nadie en ese grupo dominaba y respecto de los cuales todos suponían que me estaban iniciando.


    Profundicé el rasgo de lector obsesivo y muy poco selectivo. Lo mismo valían una crónica deportiva, un artículo de política internacional, una dieta de moda o una crítica cinematográfica. La lectura era un sitial seguro frente a mis fracasos a la hora de practicar deportes o desarrollar habilidades relacionales. El preadolescente de pocos amigos de su edad, corto para hablar con chicas y torpe alimentaba cada día con lecturas diversas a un polemista de tertulia, cuidado y valorado por sus amigos mayores.


    A pocos metros del puesto se ubicaba, sobre la calle Las Flores, una parada de taxis cuyas esperas, además de seguir el ritmo del día, marcaban también la evolución de la economía. Una decena de taxistas se turnaban para estirar las piernas y combatir las várices que sus largas esperas sentados les generarían, compartiendo un café o fumando un cigarrillo en el puesto de diarios. Entre todos, Héctor era el más atento con ese pibe inquieto, curioso, charlatán, entrometido, que venía a completar el paisaje urbano.


    Héctor era el menos excéntrico de quienes me rodeaban y por lo tanto gozaba para mí del prestigio del sentido común, pero también carecía del glamur de una biografía intensa. Me transmitía cariño con una enorme sencillez, pero al mismo tiempo era quien ponía una mirada crítica a ese mundo callejero, tan atractivo para mí. Con él construí una relación paradojal, de confianza, pero carente de todo horizonte. Fuera del trabajo de taxista él tenía su vida. En cambio, yo siempre sentí que el Gallego, al no tener familia, me brindaba un lugar de otro tipo en su corazón.


    Para mi madre, mi presencia constante en el puesto de diarios era una garantía ante la posibilidad de que anduviera vagando sin destino durante sus largas horas de ausencia. Para el Gallego y para Héctor era una compañía agradable. Para mí era un espacio seguro donde cada día aprendía algo nuevo, muchas veces algo raro, desconocido o intrigante.


    Además, esa madeja de hombres de la calle, casi todos jugadores, fumadores, embusteros (en distinto grado), practicantes sistemáticos de la arrogancia suburbial, coincidían en indicarme que los juegos de azar son un veneno, que no se debe fumar, que hay que honrar la palabra y que la humildad es una virtud que siempre paga. Parece gracioso o inventado, pero fue estrictamente real. Mi dedicación a la lectura y mi apego al cumplimiento de lo debido les generaban una expectativa rara. Como mi madre, me impulsaban a diferenciarme de ellos.


    Muchos no dejaban de monitorearme, y si bien gocé de la ventaja de no tener una madre todo el tiempo “arriba de mí, controlándome”, resultaba ser que mis amigotes arrancaban cada conversación con un: “¿Ya estudiaste?”. El pacto implícito de nuestra relación era ese, ninguna de las partes del sistema proyectaba para mí un futuro como prolongación de ese presente.


    Mucho antes del 50M de los años 2000, para mí el futuro siempre fue una oportunidad y un desafío que signaban mi día a día.


    Por aquellos tiempos no tardé mucho en darme cuenta de tres cosas: a) había vasos comunicantes entre el Gallego, los taxistas y mi madre. En concreto, la supervisión colegiada de mi proceso educativo era real; b) los riesgos que me señalaban mis amigos mayores también eran reales, sobre todo el cigarrillo y el juego para mi madre. Pero fue el Gallego quien me advirtió que el peor de todos los males contemporáneos era la carencia de sentido. De eso debía cuidarme. Según él, andar sin rumbo erosionaba el cuerpo y el alma de las personas, hacía estragos en quienes ni se proponían superarse ni disfrutar la vida tal como les era dada. Los síntomas de aquel “mal mayor” para él eran el ejercicio de la crítica mezquina, la viveza de bajo vuelo; c) tal vez lo más duro para mí: darme cuenta de que el Gallego leía con mucha dificultad y que su insistencia para que yo estudiase con más dedicación no era solo una cuestión “normativa”, tenía que ver con su propia historia.


    Aquellas “máximas” sobre el sentido de las cosas, expresadas de manera magníficamente sencilla por el Gallego, fueron haciendo mella en mí. Empecé a preguntarme ¿para qué?, algo que no existía en la máquina de la vida cotidiana que era mi casa.


    Los días transcurrían, mis intereses y perspectivas cambiaban y nuestro vínculo se hacía al mismo tiempo más estrecho, sólido y equilibrado. A los catorce o quince años, el deporte empezaba a declinar como motivo de conversación, y emergía el culto a Les Luthiers, que oíamos cada tarde en un pasacasete y desde ese humor proyectábamos una mirada ácida hacia distintos temas de actualidad. Por supuesto aparecían las cuestiones de sexualidad, el deseo, lo prohibido, el miedo, las modas, las preocupaciones económicas, la vocación y sobre todo nuestras angustias reprimidas frente a terceros: de parte de él: la guerra, el hambre, la desilusión ideológica, los amores perdidos; de parte mía: el futuro amenazante, la búsqueda de mi identidad, el enigma de mi padre.


    Sabía que no podría deambular por las opciones de estudio que decidiese, lo que me fue volviendo extremadamente conservador. Como la mayoría de los adolescentes no me sentía a gusto con mi cuerpo y tampoco con mi desempeño social, lo que me retraía más de la cuenta, y por supuesto que, aunque no era un tema de cada instante, me alteraba saber que el esposo de mi madre un día decidió abandonarla y nunca (nunca es nunca) se preocupó por mi situación, se acercó, ni nada. Hubo dos momentos de mi vida en los cuales sentí esa ausencia: en aquella lejana adolescencia y, mucho tiempo después, cuando yo mismo fui padre.


    Frente a eso lo que tenía era una madre muy atenta a mí, una familia materna de una calidez inestimable, unos amigos muy mayores que me hacían sentir su afecto y la desgastante cotidianeidad del colegio secundario.


    La cantinela del mundial decía “25 millones de argentinos jugaremos el mundial”. Un repiquetear constante y pegadizo, que en mi caso no significaba nada.


    A mí ya me interesaba la política y cursé el secundario durante la dictadura (1978-1982). Fue una pobre experiencia, a pesar de que conté con algunos profesores estimulantes. Pero me sentía raro. La ausencia de padre en el hogar era toda una sombra en aquellos años, y además era el único alumno en mi clase que trabajaba.


    Para mi madre el compromiso con el trabajo era “no negociable”. En su cosmovisión, el trabajo es un compromiso, una identidad, una proyección de lo que sos como persona. Por lo tanto, no solo trabajaba mientras estudiaba, sino que debía hacerlo bien.


    Trabajar no solo me acercaba ingresos; junto con la lectura fue una apertura a otros mundos. Aprendía cosas que mis compañeros desconocían y poco a poco adquiría una seguridad personal mayor. Trabajar me ayudaba a ampliar mi capacidad de observación y facilitaba mis conversaciones con el Gallego y, por último, pero para nada menos importante, me integraba al mítico colectivo cuyo destino era cambiar la humanidad y gestar un “mundo de hermanos, sin explotadores ni explotados”.


    Tuve la suerte de tener jefes laborales muy buenos, muy cuidadores, muy próximos. A los catorce años, toda observación o reto duele y la verdad es que mi memoria compila muchas más sonrisas cómplices que dolores (todos pasajeros).


    Si bien la política siempre estaba presente entre el Gallego y yo, su tratamiento comenzó a ser frecuente y cotidiano a partir del shock que significó la enorme caravana de autos que constituían el cortejo fúnebre de Balbín. Parados sobre la avenida Mitre, ambos quedamos absortos y en silencio ante ese homenaje. Fueron varios minutos.


    Años antes, cuando en 1974 murió Perón, los días de asueto por el duelo fueron para mí una sorpresa agradable. Apenas tenía nueve años. Pero la muerte de Balbín me tomó con dieciséis años, y las expresiones partidarias en medio de la avenida, desafiando el silencio de la dictadura, fueron un estruendo sobre mi psiquis.


    Desde esa circunstancia y desde las preguntas de un adolescente inquieto, fui enhebrando la madeja que configuró mi modo de ver el mundo en esos tempranos años de la década de los ochenta.


    Siempre volvían a nosotros la República española y por qué los “buenos” muchas veces pierden, la magnificencia del Quijote (que ninguno de los dos habíamos leído completo), la ejemplaridad europea de posguerra, el cariño a Joan Manuel Serrat, la superioridad de la cocina española, Fidel Castro y la Revolución cubana, Salvador Allende, Mafalda, el tango, las pizzerías de Buenos Aires, la voz de Hugo Guerrero Marthineitz, la admiración del Gallego por Franklin D. Roosevelt, el peso de la religión en la vida cotidiana y un muy largo etcétera. Conversábamos, nos reíamos, aprendíamos juntos, yo leía y releía en voz alta las notas periodísticas que me impactaban, aunque él insistía en instalarme la duda. Para el Gallego, la duda era la compañera indispensable de la persona prudente. Cansado de creer, dudaba de todo, como defensa y como exigencia. A pesar de ser un hombre simple, nunca daba lugar a las reflexiones simples. Había llegado a la conclusión de que el mundo es más complicado de cómo lo presentan.


    De toda la inabarcable cantidad de gestos, temas y rituales que construimos, uno de ellos quebró para siempre mi forma de ver las cosas. Fue él quien me hizo saber que no en cualquier lugar del planeta el hijo de una mujer sola, humilde y sin demasiado apoyo familiar podía soñar con ir a la universidad, formarse profesionalmente y desde ese lugar enfrentar la vida con mejores herramientas. Fue él quien me dio esa perspectiva.


    El Gallego era un enamorado de la Argentina, era capaz de ver y poner en palabras una admiración infinita hacia el país que le abrió los brazos. Sufría con los desasosiegos cotidianos y por supuesto era consciente de que no vivía en el paraíso terrenal; pero nada de eso le impedía valorar un lugar donde el progreso social era una realidad palpable y cotidiana. Posiblemente el contraste con sus carencias anteriores y sus broncas contenidas afectaba esa perspectiva del país haciéndola más benévola, incluso algo indulgente.


    Con él aprendí que el juicio sobre los hechos, los lugares o las personas están siempre influenciados por nuestra propia historia.


    Por eso creo probable que el escepticismo que hoy cargamos lo hayamos construido nosotros mismos con la larga saga de frustraciones, promesas insustanciales y recetas simplonas. Nuestra credulidad, la pereza intelectual de ciertos círculos, el descompromiso, la irresponsabilidad en las propuestas y la necesidad de tener razón han sido los alimentos de este momento tan pesimista.


    A mí me llega hasta el fondo del corazón, me duele cuando siento que estamos bajando los brazos, que estamos renunciando no ya al futuro, sino al intento. Porque si había algo que decididamente el Gallego odiaba era esa pose tan porteña que vincula el escepticismo con la inteligencia. De hecho, él creía muy poco inteligente no confiar en un país que en tan breve tiempo había hecho tanto.


    Cada vez que nos doblegamos aceptando como buena una simplificación, una sonrisa falsa o una mentira, estamos renunciando al intento de hacer lo correcto: mirarnos hacia dentro y construir desde la base sólida de la vocación por la verdad.


    El proceso que se abre en la Argentina tiene más que ver con el sentido de responsabilidad que con cualquier otro tema; y por supuesto responsabilidad en sentido extendido, no solo de los dirigentes.


    En aquella década de los ochenta, antes de la afiebrada decisión de embarcarnos en una guerra y el posterior auge masivo de la esperanza en el proceso democratizador, nuestros diálogos eran erráticos entre la desazón del país autoritario, la queja por la marcha de las cosas, pero también la conciencia del milagro social que para él era la Argentina de entonces. Tal vez como un símbolo de nuestras propias vidas, yo ponía mayor énfasis en la ausencia de libertades, el Gallego insistía con que en la Argentina no sabíamos valorar lo que teníamos.


    A pesar de tratar de ocultarlo sistemáticamente, había algo de suficiencia en los análisis sociopolíticos del Gallego. Se desprendía de él algo así como una incomprensión por aquellos que siempre defienden enérgicamente sus posicionamientos. Para él la pasión política ejercida a tiempo completo era una demostración de inmadurez. Esa distancia de la polémica afiebrada, esa especie de desapego antifanático no lo transformaba en un incrédulo, sencillamente le gustaba poner distancia en sus análisis y no consumir más de la cuenta las bajadas de línea. En el mismo puesto de diarios contábamos con la antítesis de este planteamiento; por las mañanas atendía el local Eduardo, su propietario, un personaje hiperquinético, vociferante, exagerado. Eduardo combinaba bondad con credulidad, defendía la URSS a pie juntillas, leía cada semana el Qué Pasa y constituía la versión “en vivo” de la mitad de la grieta que atravesaba el mundo por aquel entonces. Para Eduardo cualquier manifestación de la vida cotidiana era por supuesto un posicionamiento político y de allí se derivaban desde sus gustos musicales, sus lugares de paseo, sus preferencias estéticas, sus lecturas, e incluso sus rectificaciones.


    Una conversación con el Gallego era perderte en un laberinto de posibilidades, una conversación con Eduardo era una autopista recta de dos manos entre el socialismo real y el capitalismo.


    Entre agosto de 1979 y octubre de 1981 trabajé como cadete en una farmacia de barrio que quedaba al lado de mi casa. Ese trabajo (el primero que tuve de manera formal), si bien satisfacía mis modestas pretensiones económicas, era muy desgastante. Llegaba del colegio a casa a las trece y quince, y de dieciséis a veinte tenía que estar en la farmacia (los sábados de ocho y media a trece y treinta). Cuando lo oí a Eduardo decir que necesitaba alguien para atender el puesto de diarios los fines de semana no dejé pasar la oportunidad. Trabajando sábados y domingos ganaría un 80% de lo que ganaba en la farmacia y atender el puesto “oficialmente” era para mí ascender a primera. El Gallego pasaba a ser mi compañero de trabajo.


    Terminé cuarto año ya siendo canillita (la tarea que recuerdo con más cariño) y viví la irreproducible experiencia de atender un puesto de diarios en los días de la guerra de Malvinas y en todo el proceso político posterior a ella.


    Solo para dimensionar qué quiero significar con eso (sobre todo a los lectores que frecuentan internet desde niños), diré que más de un sábado o domingo a las cuatro y media de la madrugada abrí el puesto tratando de ordenar una larga fila de personas que hacía varios minutos habían decidido combatir la ansiedad por las noticias esperando en las calles frías del Gran Buenos Aires.


    Todo era frenético, las noticias se amontonaban y creaban el clima que daba lugar al rostro adusto de quienes se permitían pensar más allá de la propaganda oficial, conviviendo con quienes no podían superar la actitud festiva que la dictadura propiciaba.


    A las ocho de la mañana las noticias eran viejas, y a más tardar a las nueve no había más diarios. Las personas reservaban revistas con una pulsión indescriptible. La calle se transformó en un ágora sin reglas. Los debates eran a voz en cuello.


    La guerra agudizó la manipulación y la censura, pero también el deseo de participar. Fueron dos caras de la misma moneda. Quedaba claro que la toma de decisiones concentrada y sin controles podía tener (y tuvo) consecuencias trágicas. Esa lección, junto a otras, cimentó la democracia futura.


    La guerra fue una de las grandes desilusiones del Gallego con la sociedad argentina. No hablaba con nadie, no podía creer el clima festivo y altanero que se vivía. Me rumiaba en voz baja planteos que me parecían fuera de libreto (y que luego se verificaron). Fue un verdadero desgarro para él, que creía que la Argentina aún con sus tumbos estaría librada de ese tipo de pesares.


    Así fue como la década de los setenta, el deporte y las tareas escolares forjaron nuestra relación inicial. Fueron la guerra y la apertura democrática el escenario de una amistad entre hombres adultos que se tomaban sus conversaciones con toda seriedad.


    El año 1982, después de la guerra, fue durísimo para mí. Tenía que combinar trabajo, quinto año de la escuela y la preparación para el ingreso universitario (viaje al “centro” incluido). Finalmente, a inicios de 1983 ingresé a la universidad, colmada de banderas partidarias, pancartas, volantes, etc.


    Me invadía la excitación por ser parte y el miedo de quedar fuera de lugar.


    El Gallego vio con buenos ojos mi afiliación al radicalismo y mi acercamiento a la figura de Raúl Alfonsín. Era para él una elección “por default”. Entendía que era bueno que un joven se involucrara en la vida social de su país y luchara por causas nobles, no confiaba en el peronismo, por supuesto que no era “de derechas” y luego de una larga permanencia en organizaciones de izquierda había tomado mucha distancia de ese pensamiento. Al Gallego, Alfonsín le parecía una persona lógica. A mí lo que me atraía de Alfonsín, además de su locuacidad tan atrapante, era justamente lo contrario, la vocación por romper con la lógica del acuerdo desgastante y de la política condicionada por el poder militar.


    Visto desde hoy, el Gallego era “existencialmente liberal”, creía en el potencial de las personas y no esperaba mucho de las instituciones, solo que cumplieran austera y estrictamente su rol. Era tolerante con lo diverso, y en una época donde la crueldad con lo diferente era moneda corriente, siempre tenía una mirada respetuosa.


    Empecé a definir mi filiación alfonsinista en una circunstancia aislada, graciosa y memorable. Era la inmediata posguerra, habían pasado pocos días de la rendición argentina, cuando un amigo del barrio, Rubén Duarte, me dice que Alfonsín hablaría en la casa de un conocido suyo, obviamente radical, en Zárate (o en Campana o en Lima, no recuerdo con precisión). Salimos una tarde de viernes desde Wilde tres personas: Rubén, Guillermo Radckiewickz y yo. Ya era de noche cuando llegamos a una casa de barrio, tocamos timbre y al pasar vimos dispuesto en el garaje “de taller” un largo tablón. La presencia era exclusivamente masculina y nosotros éramos los más jóvenes. No seríamos más de treinta y cinco personas. Se sirvió un asado magnífico, y sobre el final alguien hizo sonar una copa para poner silencio. Tomó la palabra una especie de “maestro de ceremonias” improvisado, sentado y con voz moderada, trató de diagnosticar el ocaso de la dictadura en tres minutos. Luego se levantó Raúl, ya al ponerse de pie me impresionó (me preguntaba para mí mismo si siendo tan pocos no era mejor hablar sentado), saludó y giró su cuerpo suavemente a un lado y otro, hablando como si delante de él hubiera cien mil personas, no sabía si estábamos ante un loco o un adelantado. Se tomó cuarenta y cinco minutos para explicarnos punto por punto la inviabilidad de la dictadura, anunciarnos la imprescindible apertura que vendría, compararnos con los países del área y retratar la crisis moral en la que estábamos inmersos por las heridas de una década violenta. Otra cosa que recuerdo es que no cerró su presentación con el preámbulo. Al regresar a Wilde (más de una hora de viaje), los tres permanecíamos en el auto en silencio, como si no quisiéramos compartir nuestro parecer sobre lo que habíamos vivido. Circulaba en el aire una pregunta. Rubén rompió ese clima con un potente “es un fenómeno, ¿no?”.


    No hice nada relevante hasta el levantamiento de la veda política, pero una vez instalado en la vida partidaria, le dediqué muchísimo tiempo a la política. Sentía que no se podía ir a medias en esa instancia. Picoteaba política todo el día, un poquito en la facultad, otro tanto en el barrio, una visita ocasional cada tanto al Comité de Distrito en la calle Belgrano, en Avellaneda, mucho al lado de mi tío Poroto, con quien compartíamos lecturas y debates, y por último bastante en grupos juveniles intelectuales de intereses novedosos para la época. Lo cierto es que en pocas semanas estaba ciento por ciento involucrado de muchas formas en esa marea que fue el alfonsinismo.


    Para disgusto del Gallego, y en línea con mi propia experiencia, me fui haciendo un alfonsinista fanático. Le restaba horas al estudio por la militancia y cada vez mis lecturas eran más y más sesgadas. El Gallego no era el único que trataba de evitar que la política me absorbiera. En esa misma tarea estaba comprometido mi tío Poroto, un hermano de mi padre, explorador, bohemio, cuya vida era un reguero de enfermedades condicionantes, pero cuyo espíritu era un ejemplo de vitalidad.


    Poroto era un deambulador, una persona en busca de un rumbo. Según lo vieras era un adelantado o un exaltado. Sus iniciativas eran infinitas y tan diversas que al mismo tiempo lo transformaban en una persona atractiva o incomprensible. Ahora bien, para un adolescente curioso como yo, era el complemento perfecto.


    Con él o gracias a él, estudié y casi fui apicultor iniciado, tuve esporádicamente una huerta, hice yoga, me interesé en el problema del agua, conocí las medicinas alternativas a la occidental, vi teatro y cine que no hubiera visto solo, leí autores a los que seguramente me demoraría en llegar, intenté meditar, conocí sobre el movimiento “no violento”, pero sobre todo me asomé a la espiritualidad desde un lugar distinto al de mi tradición familiar.


    Mi familia materna es católica con una intensidad mínima. Son gente creyente que no cultiva las obligaciones de la burocracia religiosa. Mi madre entre sus hermanos probablemente sea la más consecuente con los rituales. A mí todo eso me aburría y me fastidiaba. En cambio, con Poroto la espiritualidad era algo atrapante, el punto de llegada de la reflexión filosófica, el hilo de Ariadna que unía la alimentación, el trabajo, el compromiso social, la sensibilidad, etc.


    La palabra más repetida por mi tío era “comprensión”, con todos los significados que uno pueda imaginar. Ese hombre de cuerpo frágil y alma inquieta fue una ventana al infinito para mí.


    Poroto era, por sus inquietudes, un iniciado de todo y un experto de nada (a excepción de su trabajo de zapatero, en el que era un artesano de primer nivel). Parecía siempre sentirse incómodo con la vida y saltar de aquí para allá, y esa incomodidad lo había llevado a plantearse las cosas desde una profundidad que me resultaba extraña, un desapego con la agenda del “día a día”, al mismo tiempo atractiva y desequilibrante para mí.


    Durante bastante tiempo respetamos el ritual de “ir al centro” una vez por semana a ver algo. Casi siempre el teatro San Martín era la referencia, y a la salida una porción de pizza antes de pegar la vuelta a Wilde. La primavera alfonsinista era un paraíso para mí.


    Cada una de las conversaciones fueron un capítulo de una gran crítica a la sociedad. Poroto no tenía las respuestas, pero formulaba las preguntas y desplegaba los razonamientos como nadie. Su sensibilidad lo acercaba más al arte que a la ciencia, pero en cualquier caso buscaba sin cesar el sentido, en un mundo que lo desilusionaba y lo abrumaba.


    Poroto y el Gallego se conocían de lejos, cuando ambos militaban en el Partido Comunista, se respetaban mutuamente y compartían la desilusión con el “mundo ideal” que la izquierda ofrecía. Uno y otro me generaban ocasiones para distraer mi militancia, que juzgaban muy absorbente. Por medio de ellos me conecté con la curiosidad, ajena a mi familia materna, mucho más tradicional y sencilla.


    Una triple tensión explica el modo en que me he vinculado con los asuntos públicos: mi madre instando a que me forme profesionalmente, que sea buen alumno, que busque lugares de entrenamiento laboral (aunque fuera gratis); yo mismo sintiendo a la universidad como un espacio necesario, pero algo superficial frente a mi idea de cambiar el mundo. Por algún tiempo dejé todo de lado por la militancia, cada día más alejado de los que fueron mis intereses hasta ese momento, ya no oía música ni miraba TV, sencillamente consumía política todo el día. El tercer vértice lo conformaban el Gallego y Poroto, a los que no les interesaba tanto mi recorrido “académico clásico” (como a mi madre), pero que entendían que no podía quedarme en lo que ellos veían como una actividad mezquina y tramposa (la política), y esperaban de mí una formación más amplia y universal. Triple tensión: deber ser profesional, pasión adolescente, vocación universal.


    Algunos meses después, una larga conversación casual en el aeropuerto de Córdoba con un periodista de Clarín, cuyo nombre no recuerdo, me acomodó en ese contexto: “No podés ser un buen militante político si no dominás al menos una disciplina y si no te vinculás con grupos e intereses sociales por fuera de tus referencias partidarias”. Probablemente la demora del vuelo de Aerolíneas fue una de las esperas más productivas de mi vida. Volví de Córdoba decidido a terminar mi carrera, a dedicarle un buen tiempo a mi desarrollo profesional sin dejar la militancia, pero tampoco sin abandonarme a la militancia.


    En eso estaba cuando en 1986 gané la beca Fundación Universitaria Río de la Plata, que me permitió conocer Europa, pero sobre todo que me puso en evidencia cuán poco sabía de tantísimos temas de interés global. La triple tensión, la conversación oportuna con el periodista y el viaje a Europa me bajaron del sitial de barro que me había construido como polemista incansable.


    La vuelta del viaje fue traumática, la militancia me atraía y me quitaba tiempo, mi madre me presionaba para que no dilatara la carrera, y el gobierno que yo defendía se desmoronaba.


    Viví los años 1988 y 1989 con una angustia creciente. Tanto es así que empecé a programar algunas cosas para irme al extranjero, en principio a terminar mi formación, pero con mucha vocación de dar vuelta la página del país que comenzaba a dolerme en primera persona.


    Hasta la última etapa del gobierno de Alfonsín mis sentimientos respecto de la evolución de las cosas en la Argentina eran de algún modo “teóricos”. Por supuesto que me molestaba que hubiesen derrocado a Arturo Illia o que se hubiese padecido la violencia setentista, pero nada de eso me había pasado a mí; eran dolores lejanos, murmullos de la historia que le daban sentido a mi quehacer político. En cambio, no ya la derrota electoral, sino la ruptura de múltiples referencias que la debacle del gobierno alfonsinista generaba me golpeaba en mi humanidad, lloraba, engordaba, dormía mal. Estaba muy triste. Muy triste. Tenía miedo a una regresión autoritaria.


    Siempre sentí que ni el radicalismo, ni el justicialismo, ni la sociedad argentina en su conjunto, hicieron una lectura adecuada de todo ese tortuoso proceso, en el que convivieron restricciones de contexto objetivas, limitaciones de los agentes, un sentimiento reformista impotente, una cultura predatoria de lo público y un diagnóstico insuficiente.


    Si bien el continente se cubrió de experiencias hiperinflacionarias, soy de los que creen que, en la Argentina, además de las altas tasas en Estados Unidos, de la crisis de deuda, de los bajos precios de lo que exportamos, etc., hubo una gran responsabilidad local. La hiperinflación debía haber marcado el punto de quiebre del voluntarismo político y el inicio de un ciclo de mayor responsabilidad. Lamentablemente no fue así.


    Pero, como en tantas historias, el dolor es vencido por el amor. Conocí en ese tiempo a Verónica, mi esposa, e iniciamos un noviazgo fugaz que terminó en casamiento acelerado, paternidad imprevista y viaje a Goya, Corrientes.


    La distancia y las nuevas relaciones me dieron aire. Aproveché el tiempo que los pueblos regalan para leer más y tratar de ir más allá del polemista pertinaz en que me había transformado. Me dije a mí mismo: la polémica agudiza el razonamiento, pero contribuir al desarrollo de una nación no es una acumulación de polémicas, hay que construir una visión que nos movilice y nos haga sentir parte, con la fuerza de la integridad, el apego a la tarea silenciosa y renunciando al engaño y la simplificación tramposa.


    Escribo este libro para honrar ese compromiso forjado a lo largo de mi vida: ayudar a construir, aunque tenga que ir a contracorriente. Llamar a una enorme tarea que por supuesto nos excede a cada uno: hacer un país mejor.

  


  
    2. Una visión, un programa: 
el futuro y sus actores


    Como tantos, viví la recuperación democrática con desmesura. El desmoronamiento moral de la dictadura posterior a la rendición en Malvinas era de tal magnitud que me impedía tener una visión clara del tipo de desafíos que enfrentábamos. Al igual que personas mucho más formadas y experimentadas creí que, con la legitimidad popular y el imperio de la ley, el país se encaminaría sin obstáculos.


    No era yo, y no éramos los argentinos, conscientes de estar frente a un mundo en cambio acelerado, con un modelo excesivamente burocrático de gestión de los asuntos públicos, un Estado agotado y una estructura económica frágil. Nuestra percepción de los riesgos asociados a sostener el statu quo, como quedó demostrado luego, era muy baja, y en sentido contrario, nuestra emergente fe democrática operaba como un diluyente de todo diagnóstico pesimista.


    La dictadura no resolvió ninguno de los problemas heredados y añadió nuevos; pero sin duda las dos principales restricciones que enfrentaba (y enfrenta) el país no eran objetivas y cuantificables, sino intangibles y al mismo tiempo rigurosas: la falta de sentido de la urgencia y la carencia de un marco de acuerdos político/institucionales para incidir en la estructura económica.


    La cuestión de la urgencia tal vez obedecía a un problema comunicacional. Por aquellos años estaba aún vigente la idea de la capacidad argentina de sortear y superar cualquier crisis. Hoy sabemos que cada crisis deja secuelas sociales y que, si bien “siempre que llovió, paró”, además del desgaste que producen los ciclos económicos tan marcados, si el rebote genera una euforia que no permite operar sobre las causas, cada recuperación incuba su próxima crisis, más corta en el tiempo, más profunda, más cruel.


    La crisis bancaria de 1981-1982 fue muy cercana al episodio Malvinas y el Rodrigazo de 1975 parecía ya lejano en el tiempo. Lo cierto es que mi sensación personal es que, así como tenía muy claro que el país requería de reformas institucionales, no había una correspondencia de idéntico volumen sobre la necesidad de una reforma económica.


    El otro intangible ausente, la “ausencia de acuerdos básicos”, generalmente es leído como una cuestión de previsibilidad (requisito esencial de cualquier sistema económico que pretenda funcionar razonablemente). Sin embargo, hay otros aspectos soslayados: sin acuerdos los costos eventuales de las reformas económicas pesan exclusivamente sobre el oficialismo de turno, lo que invita a dilatar decisiones. Además, por aquel entonces no estaba tan claro como hoy que la Argentina había construido (y luego profundizó) un modelo político basado centralmente en la construcción de ventajas corporativas y el más o menos eficaz control de las tensiones sociales, a expensas de la posibilidad de incentivar un país más abierto y competitivo.


    Las restricciones a (casi) todo cambio en la Argentina se asocian a la existencia de una trama de actores con capacidad de veto, para sostener las (cada vez menos) ventajas de un orden que desincentiva la productividad y la creatividad.


    En teoría, la distribución de costos y beneficios es lo que permitiría sostener un sendero de transformaciones complejas. Sin acuerdos, los incentivos están siempre colocados en mantener a toda costa “lo que hay”, de allí que todas las reformas importantes en la Argentina son precedidas por una crisis que las explica. La crisis reemplaza el rol que deberían jugar los acuerdos, distribuyendo responsabilidades, costos y daños de un modo mucho más perjudicial y aleatorio.


    La historia reciente de nuestros fracasos se podría sintetizar en que los gobiernos juegan a “quien le explota la bomba”, dilatando decisiones difíciles y con modelos de gestión más parecidos al equilibrio circense que a otra cosa (últimamente con la mitad de los platitos rotos en el piso).


    Las crisis no se superan hasta que no se construyen los aprendizajes que evitan su recurrencia. No hemos aprendido mucho de las últimas. El último gran aprendizaje fue la cancelación del sesgo militarista que signó gran parte del siglo XX en el país.


    Así como en la década de los ochenta nos era ajena la sensación de urgencia y construimos una democracia competitiva, carente de acuerdos de Estado (la única política de relevancia impulsada por el gobierno de Alfonsín acompañada por el Partido Justicialista fue la ley de defensa nacional que vetaba la actividad militar en la vida cívica), hoy tenemos conciencia plena de que el país necesita reformas. Seguramente muchas de ellas afectan a “elefantes blancos” de nuestra historia, elementos de la vida pública que tuvieron plena justificación en un momento y que hoy entorpecen el desenvolvimiento del país. Hay que animarse a proponerle un cambio a la sociedad. No hay más tiempo de ambigüedades. La Argentina requiere una pedagogía política que amplíe la conversación pública y se anime a cambiar sin hipocresías ni mezquindades. No se trata de cosmética, sino de recursos concretos que se deben reasignar y reglas precisas que se deben establecer.


    Es nuestra tarea conformar la mayoría social que sostenga ese sendero reformista, con rigor y calidad técnica, criterio contemporáneo y sensibilidad.


    Cuando hace más de una década impulsábamos el movimiento 50M, esas reformas podían pensarse con una cadencia temporal de la que hoy carecemos. El sentido de la urgencia no está dado por la fragilidad financiera del país, sino por el sentimiento de desapego que genera la frustración recurrente.


    Muchas de las reformas están obstaculizadas por el miedo. El miedo es una limitación poderosa. Muchas personas tienen miedo a perder lo poco que tienen (su empleo, sus ahorros, incluso sus modos de vida). Para sumar a más y más personas hacia el reformismo, necesitamos trabajar contra el miedo. No alcanzan la reacción instantánea, el gesto o ganar elecciones. Para superar el miedo y permitir que aflore la creatividad de los argentinos hay que poner propuestas en discusión, hay que salir de la trampa de la indignación. Esta es el berrinche adolescente; la reflexión política y la organización son la respuesta de una sociedad que avanza hacia la madurez.


    Se necesita rigor técnico, porque la Argentina no puede desaprovechar ninguna oportunidad más. Ya hemos pateado muchos penales a la tribuna. Por lo tanto, no hay margen para ilusiones. No hay resto para suponer que “el mundo” se va a acomodar a nuestras necesidades. Estamos fundidos. No solo no tenemos reservas adecuadas al tamaño de nuestra economía en el Banco Central de la República Argentina (BCRA), sino que el funcionamiento del sector público sigue siendo deficitario, a pesar de la enorme presión fiscal que padecen las familias y empresas que funcionan en la economía formal. Además, nuestra infraestructura pública necesita inversiones urgentes para no colapsar, y la enorme mayoría de nuestras organizaciones tiene un atraso tecnológico grave, no por razones especulativas, sino por el recorte de sus programas de inversiones debido a las condiciones de inestabilidad macro de las últimas décadas.


    Claramente, la Argentina debe encarar un largo recorrido de “recapitalización”, y hacerlo implicará por un tiempo establecer y generar condiciones para una preferencia por la inversión con relación al consumo. Es sencillamente así. Debemos destinar más recursos a obras, a consolidar el BCRA, a calificar a las personas, etc.


    Estamos descapitalizados y necesitamos rehacernos para funcionar mejor. Para generar más riqueza.


    ¿Por qué el rigor?, ¿por qué la estrictez? Porque si lo hacemos bien la propia inversión nos va a ayudar a cambiar el ánimo, a poner en discusión programas, a mirar el mediano plazo de otra manera.


    Muchas veces discutimos sobre el tiempo o el ritmo de las reformas. Pero en lo que hay que centrarse es sobre todo en el sentido de las reformas. No seremos más justos si no somos más prósperos. Construir esa prosperidad requiere inversiones, organización y esfuerzo. Pero el sentido que lo sostiene es regenerar una sociedad más abierta, más justa y con más oportunidades.


    No se trata solo de cuadrar números, debemos asumir el reto de las reformas con criterio contemporáneo. Volveremos a ser un gran país no tratando de replicar el país que fuimos, sino alineados con los desafíos de hoy: tecnológicos (cómo incluiremos la inteligencia artificial en nuestras pymes), ambientales (cómo gestionaremos nuestros recursos sin trasladarles pasivos a las generaciones futuras), territoriales (cómo reconfiguraremos nuestra geografía), sociales (cómo multiplicaremos oportunidades en plena transformación laboral), culturales (cómo gestionaremos la convivencia pacífica, en un mundo tribal), etc. Los desafíos nos deben dar aliento. La nostalgia no nos sacará de la crisis.


    Una lectura circunstanciada de la evolución de los acontecimientos políticos y sociales es un insumo más importante para movernos hacia una realidad mejor que ninguna reivindicación de hechos del pasado.


    La Argentina tiene subsistemas públicos de gestión muy atrasados, que estresan a los ciudadanos, malgastan recursos y no logran los objetivos propuestos. Del mismo modo, nuestra visión del territorio es antigua, nuestra lectura sobre las potencialidades de nuestras cadenas de valor es extremadamente sesgada, el modo en que encaramos nuestras relaciones internacionales es errático y sobre todo responde más a prejuicios que a los intereses del país, etc.


    El contexto de nuestros 50M (inminentes por otra parte) es un mundo pospandémico, viviendo una transición energética y ambiental con consecuencias sociodemográficas, mientras se reconfiguran las relaciones internacionales de un modo traumático.


    La pospandemia es un escenario al mismo tiempo difícil y de enorme oportunidad. La Argentina de los 50M vivirá una circunstancia parecida a otras del pasado, pero con especificidades que vale la pena poner en consideración y pensar.


    Al menos cuatro vectores de transformación (entre otros) se van a consolidar, luego de este terrible shock a escala planetaria que hemos padecido: la reconfiguración territorial sobre la base del teletrabajo, la transición a una economía de carbono neutro, el fortalecimiento de las cadenas de valor bioeconómicas, sobre todo la producción de alimentos trazables y con huellas ambientales bajas o nulas, y derivada de esto, la transición energética.


     


    Teletrabajo:

 un porcentaje muy alto (en comparación con la situación preexistente) del trabajo podrá localizarse con mucha más facilidad en casi cualquier sitio que cumpla con requisitos razonables. Se abre una instancia que durará algunos años de cambio de paradigma en el modo de conformar el hábitat. Vamos indudablemente a una situación “más fluida”, combinando mayores alternativas de trabajo y de lugares de residencia. Tal cuestión tiene consecuencias económicas y sociales indudables.


    No se trata sencillamente de que el paradigma de movilidad humano cambie por la modificación de la relación hábitat/trabajo o por la disminución de los costos de transporte aéreo. Se trata de todo un giro copernicano en materia de visión del mundo, muy fuerte en las clases medias occidentales, pero en un acelerado proceso de mundialización. Los fundamentos de esa transformación tienen décadas: desde reaseguros jurídicos derivados de la conformación de bloques regionales, la ampliación masiva de la condición bilingüe, la inmediatez comunicacional para sostener vínculos familiares a distancia, etc.


    Como derivación de ello, habrá necesariamente competencia por los recursos sobre la base de criterios diferenciales de calidad de vida. La Argentina tiene condiciones naturales y sociológicas ventajosas, se encuentra en una zona con larga tradición pacífica, posee una vasta estructura de ciudades medianas y pequeñas con buena infraestructura, una extensa historia receptiva y varios ítems positivos más; pero del mismo modo tenemos cuestiones decididamente negativas, empezando por la inestabilidad macroeconómica.


    La Argentina debe proponerse nuevamente ser un horizonte para el talento, un destino de emprendedores. Podemos, sin duda, serlo. Tenemos que pensarlo como solución a nuestros desequilibrios territoriales y como potenciador de nuestras posibilidades. Los teletrabajadores globales (migrantes con ingresos) son un movilizador positivo, un factor de dinamismo social.


    Un aspecto esencial de esta transformación territorial lo juega el desarrollo inmobiliario. Un país de ciudades sostenibles, bien conectadas, con estrategias energéticas adecuadas, con dispositivos logísticos eficientes, etc., requiere de una enorme inversión inmobiliaria, que debe transformarse en calidad de vida y oportunidades económicas. Siempre que un gran shock alteró la dinámica social, la humanidad reconfiguró su espacialidad para conformarlo a la necesidad de cada tiempo. El desarrollo inmobiliario bien conducido es esencial en la transformación que promovemos.


     


    Economía de carbono neutro:

 hace ya varios años se inició una transición, que primero fue parsimoniosa y se ha acelerado a partir de los datos inequívocos de la influencia humana en el cambio climático. La lógica transicional implica administrar con criterio las inversiones, redes, saberes y posibilidades tanto de la tecnología que se incorpora como de la que se abandona; mientras se impulsa la formación de conocimiento, estímulos y oportunidades para la implantación de respuestas más adecuadas al reto que se debe resolver.


    La Argentina sin duda debe ser una referencia mundial en energías renovables y en la gestión inteligente de los recursos naturales en general. Debemos dejar atrás la idea de “explotación” de los recursos para abrazar el concepto de “gestión sostenible de los recursos”. No usar adecuadamente los recursos es tan insostenible como utilizarlos con criterios predatorios o desaprensivos.


    Tenemos que aplicar la mayor tasa de inteligencia, control y sentido y transformar a nuestro país en una gran máquina productora de bienestar sostenible.


     


    Alimentos trazables:

 el proceso de occidentalización de la dieta en Asia y África avanza aceleradamente por muchos motivos. El principal de ellos es incrementar las pautas de control sanitario sobre ellos. Las experiencias recientes de gripe aviar, fiebre porcina africana, etc., dan sustento al incremento de estos mecanismos de control.


    La Argentina dispone de empresas, tradición, vínculos comerciales, profesionales capacitados, redes de productores, institutos académicos y de extensión. Absolutamente todo para ser parte de la solución de alimentarnos cuidando el planeta.


     


    Minerales para la transición energética:

 la transición energética y la generación y conservación de energía limpia requieren de más litio, más cobre, más cobalto, más níquel a corto y mediano plazo; y a largo plazo biomateriales que los sustituyan. La actividad minera es parte relevante del cambio de modelo energético, y la Argentina dispone de muchos de esos recursos, por lo general en áreas geográficas que hasta ahora han estado postergadas en términos de desarrollo. La minería, además de su valor en sí, en nuestro caso puede contribuir a financiar una reestructuración infraestructural ampliando las posibilidades de un nuevo orden territorial.


    Ahora bien, no importa cuántas posibilidades tengamos o de cuánto potencial disponga nuestro suelo si no hay agentes que transformen esas oportunidades en concreciones. La creatividad y el trabajo no pueden sustituirse. ¿Quiénes serán los héroes anónimos de esa transformación?


    Si bien nuestra tradición estatista nos tiende a sesgar y muchas veces creemos que los acuerdos, las leyes, los discursos, etc., son el centro de todo proceso, hay algo en esa visión que nos limita. Porque podemos dictar leyes, dar largos discursos, esforzarnos en agudos análisis diagnósticos, pero si no transformamos esas posibilidades y esos intangibles en más y mejores empresas, de todo tipo, que multipliquen los bienes, mejoren los procesos, perfeccionen las ofertas, exploren la vanguardia técnica, etc., sin esto, el resto es literatura.


    La empresa es la institución moderna por excelencia (ejércitos, logias, órdenes religiosas, cofradías, etc., vienen de antes); por la racionalidad de su sentido, por su flexibilidad, etc.; y es la gran transformadora de los entornos económicos. Para que haya más y mejores empresas se necesitan buenas instituciones públicas. Pero sin empresas la vida cotidiana no se transforma. Son ellas las que convierten el conocimiento en bienes y servicios útiles y accesibles.


    La Argentina tiene catorce empresas formales cada mil habitantes, Brasil más del doble, Italia ronda las ochenta. El promedio de edad de los responsables de empresas industriales pymes del país supera los sesenta años (fuente: Fundación Observatorio Pyme); nuestras empresas están falleciendo de muerte natural.


    El shock de transformación del país, al final del camino, es un shock de empresarialidad. Si logramos cambiar el rumbo, perder el miedo, asumir los retos institucionales, dotar a la conversación pública de un buen tono, hacer acuerdos, etc., lo que va a ocurrir es que el país estimulará de ese modo la existencia y el buen desempeño de las empresas, y es eso lo que modificará nuestras vidas. El resto es el detrás de la escena de múltiples proyectos, esforzados, desafiantes y creativos que llamamos empresas.


    Un país con una riquísima historia de empresas que enfrentaron todo tipo de dificultades ahora está flaqueando por el lado más sensible para una recuperación. Cada empresa que perdemos es un motor de la recuperación que se pierde. Es probable que en la ola de desánimo estemos resignando algunas que normalmente deberían seguir, por ser eficientes y rentables.


    La cuestión de la empresarialidad está en el centro del debate político en la Argentina y no lo quiero esquivar. Por supuesto, hay mejores y peores empresas y hay empresarios de todo tipo (como políticos, curas o médicos). Pero lo que no hay es una economía sofisticada sin empresas.


    El objetivo de organizar racionalmente recursos para producir bienes y servicios que alguien demanda es la síntesis de un proceso histórico muy intenso, que entre otras cosas materializa la idea de colaboración direccionada.


    Por la multiplicidad de bienes y servicios que consumimos, hay empresas más tradicionales e innovadoras, más grandes, dirigidas a públicos masivos, o pequeñas para atender cuestiones puntuales, más intensas en trabajo o capital, más o menos equipadas en tecnología, más globales o más locales. La Argentina necesita de todas.


    Como los ciudadanos, las empresas deben cumplir con las leyes, y es bueno que tengamos leyes que les den un marco de funcionamiento adecuado.


    Superar el estigma de las empresas como organizaciones problemáticas debe ser una consigna política esencial. También la empresarialidad que necesitamos es otra, más comprometida con el ambiente y más transparente.


    A diferencia de lo que se ha tratado de instalar, no solo en la Argentina, las empresas por supuesto tienen una finalidad lucrativa, pero son mucho más que eso. La analogía sería como suponer que hombres y mujeres somos máquinas de respirar. Es obvio que respiramos, que respirar es esencial y que si no lo hacemos morimos, pero somos mucho más que eso. Las empresas no son solo organizaciones en busca de lucro, son historias familiares, son desafíos personales, son espacios de innovación, son lugares de realización social, son legado transgeneracional, son respuestas a problemas irresueltos.


    Defender la empresarialidad es defender la economía, pero también un espacio de consagración del talento, de exploración de alternativas.


    Sin empresas, las bases materiales del pluralismo están socavadas.


    Es la diversidad de empresas la que genera condiciones para el aprovechamiento de los saberes desde una cadena económica a otra. Es esa ecología la que rompe con las dependencias monopólicas, activa la conversación cultural y constituye el fermento de una vida pública más vibrante, libre y cuestionadora.


    Las sociedades con pocas empresas son menos diversas, menos atractivas, menos permeables a los cambios, más rígidas. Los pocos casos que quedan de sociedades con ínfima empresarialidad son el testimonio de la economía del “día a día”.


    Tal vez sea la pandemia la que dé el mejor ejemplo de lo que quiero decir: una vez que los científicos desarrollaron las vacunas en los laboratorios, para que estas estuvieran disponibles en todo el mundo, entre esos laboratorios y el brazo de cada inmunizado ha habido decenas de empresas: de logística, de producción, estudios jurídicos internacionales, insumos químicos, envases, etc. No bastó con que la ciencia nos diera una solución, necesitábamos el saber de los científicos y la capacidad organizacional de las empresas.


    ¿A cuento de qué viene esto? El núcleo de poder que sostenga el programa de reformas que termine con esta larga pesadilla de estancamiento e inestabilidad debe promover una nueva empresarialidad. Con las empresas que existen, pero que se suman a la Argentina de las reformas, con nuevas, con ciudadanos que sin ser empresarios pueden significar y valorar el sentido de emprender, con una educación de alta calidad que nos dé herramientas para ensayar, intentar y generar empresas u otras alternativas vitales, con servidores públicos que comprendan la transcendencia de cada una de las empresas y su rol en la sociedad, con cada vez más empresarios comprometidos en ampliar su visión, explorar mercados, mejorar su inserción territorial, cuidar los recursos, vincularse a la ciencia.


    Una Argentina empresarial es mucho más que un país con muchas empresas, es una nación que pone en el centro de su proceso de inclusión y transformación social oportunidades de empleo, inversión e innovación.


    Ser más libres va a necesitar de nuestro esfuerzo, de un juego de roles, donde las instituciones públicas se comprometen con una visión, pero son los ciudadanos los que producen las transformaciones, generan, cuestionan, compiten.


    Sin empresas no hay empleos, ni recaudación, ni paz social.


    Contar con muchas empresas significa conocimiento aplicado, ciudadanía social y prosperidad. Es la posibilidad de un Estado solvente que sostenga actividades no rentables de cohesión social, sin apremios.


    El país de amplias clases medias que anhelamos necesita una lógica que combine visión institucional y energía empresarial. Ese es el sueño que merece nuestros esfuerzos y nuestro programa.

  


  
    3. Las soluciones envasadas y las dificultades del reformismo institucional


    Alguna vez oí a mi madre dar por terminada una contienda telefónica con un categórico: “A mí no me des explicaciones, dame soluciones”. El hecho se transformó en una anécdota que entretiene las reuniones familiares y naturalmente crece año a año. La cuestión es graciosa, pero lo cierto es que no tenemos soluciones para cada problema que enfrentamos o al menos no tenemos soluciones asumibles, y muchas veces una buena explicación puede ser lo mejor que disponemos para actuar colaborativamente y buscar alternativas. Creer en que siempre existen “las soluciones” o que siempre están disponibles y a mano muchas veces obtura el diálogo y la posibilidad de construir mejores escenarios.


    Además, ese modo de ver las cosas prescinde de la interrelación entre distintos aspectos de un sistema. Para decirlo sencillamente, creer que con una medida que soluciona algo nunca se afecta al resto es mentira. Es por eso por lo que a veces arreglando algo complicamos otras cosas. En los asuntos públicos este tipo de tensiones es muy usual.


    La búsqueda de soluciones directas y rápidas, de herramientas que resuelvan un desafío, es una tendencia lógica de la condición humana y además un cliché de los tiempos que corren a partir de la facilidad de acceso a la información y del registro masivo del género “llame ya”. Como mi madre, todos queremos soluciones, si es posible rápidas, sencillas y económicas.


    Es incorrecto políticamente, pero quiero que sea parte de mi acuerdo con usted, amigo lector, que este no es un libro de soluciones mágicas. No tengo la fórmula de la resolución de todos los problemas argentinos (y tampoco creo que algo así exista), ni creo que la política les deba ofrecer un paraíso terrenal a los ciudadanos. Estoy convencido de que nadie dispone de la totalidad de esas respuestas, y que cuanto más rápido aceptemos que estamos frente a un desafío de aprendizaje y superación más vamos a contribuir con el país.


    La experiencia actual (2022) de padecer una falta aguda de divisas, en momentos en que los precios internacionales de los productos más importantes de nuestra canasta exportadora vuelan (y nosotros no hemos tenido dificultades particulares para producirlos), muestra a las claras que el desafío es de aprendizaje y superación, más que cualquier otra cosa.


    En este punto es bueno distinguir entre dos grupos de propagadores de soluciones enlatadas. Por un lado, están quienes hacen uso de las posibilidades tecnológicas actuales para difundir y hacer accesibles respuestas que antes eran privativas de ciertos grupos, realizan un enorme esfuerzo por simplificar lo complejo, apelan a la imagen y el sonido, construyen guiones y nos sorprenden y estimulan con sus planteos. Por otro lado, están quienes aprovechan esa potencia para vender una solución engañosa. No hablo de una mentira abierta, de una trampa, sino más bien de algo gris. Por ejemplo, esa dieta que promete bajar diez kilos en quince días y que luego resulta que bajás tres, o aquel electrodoméstico que promete disminuir media hora de tareas en la cocina, pero no nos avisan que para lograrlo hay que ser excepcional en su uso, y así sucesivamente.


    La descontextualización, la simplificación, el quitar los matices, son formas (a veces inconscientes) de engaño. Un tipo de engaño que es doble; por un lado, oculta un aspecto de la realidad para vender una respuesta; por el otro, no nos deja entender la dificultad de lo que enfrentamos.


    Si no renunciamos a los falsos atajos no podremos reconstruirnos como sociedad. Evitar las dificultades es el primer peldaño de toda frustración.


    Tal vez el verdadero dilema del gobierno que asuma en 2023 sea ese; el país debe decidir entre el esfuerzo por evitar los desafíos o el esfuerzo por enfrentarlos.


    Las falsas soluciones, los relatos amañados, las perspectivas carentes de toda duda, las propuestas que renuncian a los datos, la insensibilidad hacia los planteos de otros, constituyen el pan de cada día del debate público argentino. En esa mixtura se cocinan las frustraciones nacionales. A excepción de Juan V. Sourrouille, a quien se le atribuye la frase “Quien pasó por la función pública —en democracia— y no pudo resolver los problemas a su cargo debe ser respetuoso de sus sucesores”, todos (y esto me incluye) levantamos el dedo sobre qué hacer y cómo hacer cuando estamos fuera de la función pública. Incluso, apurados por la necesidad de colocar títulos, damos la versión más breve posible y sobre todo la versión no problemática.


    La “dictadura de la graph” ha popularizado una versión extravagante de la conversación pública y ha acostumbrado al público a definiciones tras definiciones, sin mucha modulación, ni matices, ni referencias, ni dudas, ni posibilidades alternativas.


    La secuencia en que se presentan problemas y respuestas es la de las caricaturas. Sucede de ese modo, aunque los problemas sean de máxima complejidad (la persistencia de ellos es la medida de dicha complejidad). A cada problema se lo enfrenta con una respuesta categórica, si es posible que entre en doscientos ochenta caracteres; se usan incluso algunas que ya han fracasado recientemente (como los controles de precios, por ejemplo).


    En ese sentido, la dimensión socioeconómica de nuestra degradación pone en un lugar muy incómodo a un enorme plantel de economistas, que fuera de la función pública están llenos de soluciones. Aferrados a un libreto, no ahondan sobre las condiciones políticas que requerirían sus propuestas, los tiempos de los procesos institucionales, las condiciones internacionales o sencillamente las dificultades que añade nuestra historia reciente (e incluso la de ellos mismos). Simplifican, simplifican, simplifican y, por supuesto, luego fracasamos.


    Como aquel chiste en el que Albert Einstein es interrogado por un supuesto admirador que dice no comprender la teoría de la relatividad. Ante el esfuerzo estéril de Einstein y la incomprensión de su interlocutor, decide rematar así:


    —¿Usted oyó la frase nada es absoluto, todo es relativo?


    —Por supuesto —responde el admirador.


    —Bien, eso no es la teoría de la relatividad —cerró el diálogo Einstein.


    Como bien lo grafica este diálogo, la simplificación excesiva es una desnaturalización.


    La democracia de masas desde hace muchas décadas enfrenta el desafío de explicar y articular a públicos masivos, con distinto grado de interés por cada tema. Eso siempre fue un problema, la patología actual es un poco más marcada, porque ya no se trata solo de simplificar para que el otro entienda, sino para ocultar la gravedad de las cosas.


    A veces se añade un aspecto perverso, que consiste en distraer la atención. Visto que los problemas no se pueden resolver, busquemos un culpable. Por esa vía empeoramos, favorecemos la construcción de prejuicios, desviamos la energía. En el caso del ejemplo de los controles de precios, se insiste en afirmaciones contrarias al tejido empresarial, de modo genérico y sin datos. Ni se resuelve el problema, ni se genera un clima colaborativo, e incluso se da un paso hacia atrás poniendo el foco donde no se podrá resolver el problema.


    El fracaso no es un límite. El ser humano durante milenios fracasó una y otra vez frente a desafíos idénticos, y sin embargo persistió abrumadoramente en ellos. Los últimos siglos dominados por la ciencia no deben hacernos olvidar el peso que en nuestra cultura tienen las convicciones profundas. La reiteración está en la base de esas convicciones. Nos alivia no tener que pensar demasiado y disponer siempre de una respuesta a mano (aunque sea mala).


    Los manipuladores son los que mejor conocen la necesidad de alivio que una sociedad angustiada tiene.


    La Argentina ha probado muchas “falsas soluciones”, incluso algunas fueron útiles por un tiempo, en su contexto, aunque supiéramos de su condición provisional.


    El paso decisivo hacia un nuevo escenario es asumir que la búsqueda de “soluciones” tiene sus propios problemas. Primero, se parte del supuesto de que existe un saber oculto en algún lugar que puesto en acto nos resolverá los problemas. Esa forma de ver la agenda pública nos pone a nosotros “fuera de los problemas”. Es como si las cosas nos ocurrieran casualmente, como si hubiese una maldición universal contra la Argentina. Se trata de una visión que prescinde por completo de la responsabilidad que tenemos frente a las decisiones que hemos tomado en el pasado. Segundo, este planteo renuncia a dos elementos esenciales para cualquier reversión sostenible de los fenómenos sociales indeseados: el aprendizaje y la idea de proceso. Tercero, si bien muchos problemas tienen soluciones ya probadas en otros países, y por supuesto muchos problemas argentinos pueden ser resueltos con una razonable adaptación de aquellos, no es menos cierto que asumir los desafíos desde la perspectiva de la dificultad puede ser más útil que desde el lugar de la suficiencia.


    No quiero decir que nosotros seamos el problema, pero es claro que nosotros no somos ajenos a los problemas. Debemos partir de estos tres supuestos invertidos:


     


    1) No hay una caja de soluciones disponibles para ser aplicadas, en el mejor de los casos hay reflexiones útiles, personas inteligentes, equipos y capacidades para gestionar mejor esta sociedad.


    2) Debemos aprender y sostener un proceso. Resolver los problemas requerirá visiones ortodoxas y heterodoxas y un registro claro de qué estamos haciendo y cómo estamos avanzando. No es solo tomar buenas decisiones, es también ajustarlas, comunicarlas, compararlas y estar dispuestos a dejarnos influir por los datos del contexto.


    3) Se necesita mucha humildad, liderazgos múltiples, agendas abiertas, escucha y sensibilidad, criterio y determinación, y aceptar que el reto que parece sencillo puede ser el peor.


     


    La suficiencia, que no es otra cosa que creer de manera infundada en capacidades inexistentes, o que la voluntad política puede torcer cualquier situación, ha sido la loza que ha erosionado todos los liderazgos. La lista de ejemplos puede ser infinita, pero desde la democratización sindical con Alfonsín, la pulverización del desempleo con Carlos Menem, el sostenimiento de la convertibilidad con Fernando de la Rúa, la intangibilidad de los depósitos de Eduardo Duhalde, el desendeudamiento de Cristina Kirchner o la “sencilla” eliminación de la inflación de Mauricio Macri, en todos los casos la tozudez de la realidad es demostrativa de la necesidad de instalar otro enfoque. Hay que abandonar el supuesto del líder “omnipotente”, y construir mecanismos institucionales que nos permitan sostener y perfeccionar buenas decisiones o salir de las decisiones de otro tiempo con costos razonables y en el momento oportuno.


    Es indispensable que nos corramos de la zona de confort de todos los ciclos de frustración: promesas vacuas, capacidades impostadas, preparación débil, paciencia social cada vez menos generosa y por último un incumplimiento que se suma, como las manchas del tigre, a la lista desganada de sucesos que corroen nuestra confianza en el futuro y por lo tanto condicionan futuras iniciativas.


    La Argentina practica una especie de “decisionismo chabacano” por el cual durante una semana sigue un criterio fanáticamente para modificarlo a la semana siguiente de modo igualmente fanático. Esto ha ocurrido en infinidad de políticas públicas (aun sin evaluación de por medio). El “decisionismo”, sin importar la calidad de las decisiones (si son malas, todo es mucho peor, obviamente), cree que la sociedad funciona a botonera, como si bajando una palanca las cosas se ordenaran inmediatamente. E incluso sin menoscabar la importancia crucial de colocar los incentivos adecuados para que las cosas funcionen mejor, lo cierto es que en todo programa de transformación lo más difícil es el proceso transicional, donde las mieles del nuevo orden no se vislumbran y las certidumbres del viejo orden se pierden.


    Agotado, como sin duda está, el ciclo populista, y ante la evidencia de un Estado no jerarquizado, con prestaciones no financiables, la sociedad irritada por las frustraciones y también por las provocaciones, emergen figuras públicas dotadas de atributos políticos que construyen su posicionamiento sobre la base de la descalificación, el rechazo refractario de algunas prácticas y las denuncias (muchas muy legítimas). Alientan la desconsideración de la política y cultivan las generalizaciones. Se aprovechan de la indignación generalizada y tratan de ejercer la representación de ese estado de ánimo.


    Vayamos por partes, si hay algo que el sistema político argentino necesita son más y más voces comprometidas, que propongan, cuestionen, se involucren y tensen la competencia. El agotamiento que he identificado no se va a resolver de modo complaciente.


    Si bien personalmente no creo que el sistema institucional argentino sea un reservorio de males o una “colección de chorros” (esta frase es textual), y aunque esas afirmaciones pueden añadir popularidad en un momento, sería bueno detenernos a pensar si todos los elementos que contribuyen a la popularidad instantánea son aportes razonables al futuro.


    La Argentina necesita muchas y muy profundas reformas. Muchas de esas reformas afectan intereses y generan resistencias. Será necesario explicar, concertar, adecuar y avanzar firme y sostenidamente. Las descalificaciones de hoy son (o pueden ser) los obstáculos de mañana.


    El antiindignado


    La indignación es impaciente, beligerante, tumultuosa; no es estratégica. Salir de esta crisis sin hacer los aprendizajes que impidan volver sobre prácticas políticas desgastantes o no consoliden un cambio positivo en la confianza social puede ser el placebo que nos alivie, pero no nos cure.


    Es necesario usar la energía de cambio que está contenida en nuestra sociedad, pero canalizándola adecuadamente. Un nuevo tiempo argentino no es una construcción que pueda ocurrir en el vacío. Nuestra historia, nuestros desencuentros, nuestras impotencias, nuestros aprendizajes e incluso nuestras lejanas conquistas son parte de la mochila con la que debemos trabajar.


    Es tan absurdo e indefendible pretender sostener el modelo populista, exhausto de creatividad, realizaciones y visión, como pretender suplantarlo por una nueva perspectiva facilista, que niega las restricciones objetivas en las que la Argentina se mueve. No se trata de un borrón y cuenta nueva, sino más bien de revisar los errores cometidos y analizar prudentemente el camino recorrido.


    Soy de los que creen que el país puede iniciar un largo ciclo de crecimiento sostenido y alcanzar estándares muy altos de realización social y progreso; pero nunca sobre la idea de que se trata de una empresa sencilla, un gesto de autoridad o un momento mágico, y mucho menos de situaciones externas como podría ser un ciclo de precios internacionales favorables.


    La base de la reconstrucción serán los valores, no desde una perspectiva pomposa o moralista, sino desde algo mucho más cotidiano: una mejor gestión de las relaciones humanas; un cuidado de la palabra propia y del esfuerzo ajeno; una reivindicación del orden, la organización y la diversidad; el respeto a la ley; la estrictez en el cuidado de lo público y en la limitación del poder; el cultivo de la convivencia creativa; el apoyo constante al profesionalismo, el estudio, la preparación y la iniciativa; y un equilibrio razonable de los sentidos de competencia y colaboración.


    La Argentina no logrará objetivos relevantes y sostenibles a golpes espasmódicos del talento individual por la suerte ocasional o por la emergencia de un liderazgo excepcional. El país necesita creer en sí mismo, y esa confianza no será el resultado de la mentira, de un spot publicitario, de un eslogan, sino de una profunda toma de conciencia. Ya estamos raspando el fondo del tacho, convivimos entre el desgano de algunos, la calesita de soluciones gastadas, la emigración de los jóvenes y las novedades políticas ancladas en esas frustraciones y manipuladas desde el dolor.


    La indignación está justificada, pero es mala consejera, y los buenos argumentos para descalificar no siempre son buenos para reconstruir.


    Se necesita una visión, y creo que esa visión no es, como generalmente se cree, el horizonte solo accesible al visionario. Es un sentir compartido y convocante, un clima en el que muchos pueden percibir posibilidades. Un estado de cosas donde no es uno el que tiene la verdad, sino que podemos aumentar nuestra confianza entre nosotros y sugerirnos soluciones.


    Los argentinos creemos que estamos solos en este naufragio, pero lo cierto es que la democracia ha sido lesionada en muchos lugares, desde Rusia hasta Turquía, desde Hungría hasta Venezuela. En nombre de la nación, del pueblo, de la identidad o de lo que sea, se conculca el pluralismo, se ejerce la violencia, se descarta al adversario, etc.


    Guste o no guste, un conjunto de sucesos de impacto global, a partir de la caída del muro de Berlín en 1989 y la disolución de la URSS, el ataque a las Torres Gemelas en 2001, la crisis 2008-2009 derivada de la quiebra de Lehman Brothers, incluso la gestión de la pandemia, son demostrativos de una aceleración de los procesos de ingobernabilidad global, pero sobre todo de la ruptura de los relatos que han estructurado la sociedad occidental por casi dos siglos. No enfrentamos solo una crisis de excesos, sino un cambio de reglas del poder mundial, a partir de un nuevo marco de posibilidades técnicas y restricciones sociales y ambientales. A la democracia institucional este reto la está desbordando, aparece como débil frente a desafíos enormes y costos para los ciudadanos.


    El mundo se divide entre quienes queremos perfeccionar la democracia y quienes pretenden sustituirla. No es una idea novedosa suplantar la democracia, y los ropajes siempre han sido atractivos. Hoy el sopor burocrático, las políticas orientadas al control social, el fastidio frente a las desigualdades y otros factores han socavado la confianza democrática.


    Recrear el reformismo institucional, impulsar cambios que nos trasciendan, convocar a un largo camino de trabajo y superación que no constituya ninguna epopeya, sino que simplemente nos permita soñar con cumplir nuestras realizaciones vitales y ser parte de una sociedad tolerante, inclusiva, diversa, emprendedora y libre, dentro de un nuevo paradigma técnico-científico posindustrial.


    La democracia tal cual la conocemos no sobrevivirá, o bien se reforma, asume la globalización, incorpora la inteligencia artificial, reconfigura su modelo de vínculo entre burocracia y ciudadanos, perfecciona los mecanismos de transparencia, etc., o bien su legitimidad se verá erosionada de manera creciente.


    La paradoja argentina es que a lo largo de su historia vivió destellos de bonanza y protagonismo históricos; muchas veces nos permitimos la osadía de pensarnos ambiciosamente, generar proyectos, enriquecernos y aportar al mundo talento, belleza, sueños.


    Podemos volver a hacerlo y debemos liderar la idea de democracia 2.0. Muchas veces fuimos vanguardistas, y eso está inscripto en nuestro ADN (por ejemplo, la reforma universitaria fue un fenómeno en su momento peculiar, no la imitación de otros movimientos).


    Más de una vez superamos las dificultades creyendo en nosotros. No nos frenaban los sucesos de la aldea global, a lo sumo nos condicionaban o ralentizaban y nos alegraba la prosperidad que podíamos construir.


    Una nueva prosperidad debe tener bases más sólidas. No se trata de aprovechar una oportunidad como quien aprovecha una temporada, se trata de confiar y cultivar en nosotros los valores que necesita un mundo de transformación. Si lo hacemos, como ya ocurrió hace más de un siglo, los argentinos nos desplegaremos y produciremos más y mejor; el país se llenará de emprendedores, de gente talentosa que vendrá y nos nutrirá con sus sueños y sus pesares. La Argentina volverá a brillar con la luz constante que nace de lo profundo.

  


  
    4. Del optimismo al escepticismo


    Hasta la crisis de 1975, a la que bautizamos “Rodrigazo” y que en algún sentido fue el capítulo argentino de la crisis de petróleo a nivel global, con los aditamentos de nuestra propia convulsión interna, la sociedad argentina era existencialmente optimista. Tal circunstancia se verificaba fácilmente al advertir que una enorme mayoría de argentinos de todos los sectores sociales y geografías creían que sus hijos vivirían, en el futuro, mejor que ellos. Estaba instalada esa idea, apoyada en realizaciones, pero también en los discursos públicos. Las familias entre generaciones avanzaban en el nivel de formación, las empresas crecían, la infraestructura pública se ampliaba. Los ciclos económicos y la inestabilidad política no alteraban una convicción esencial, sentíamos que teníamos todo y que cualquier dificultad podría superarse, éramos tal vez exagerados y superficialmente optimistas. Pero lo cierto es que ese sentir colectivo nos animaba a más. El país se llenaba de historias de superación, desafíos concretados y proyectos (incluso de planes fuera de escala y desenfocados).


    La cultura popular, los modos de consumo, el refranero, los modos de integración social, se hacían receptivos a esa convicción. No estoy evocando ningún pasado glorioso; la historia argentina ha sido violenta y cruel, pero quiero centrarme en un rasgo que fue ignorado, describir un ciclo de sueños y frustraciones que debemos cerrar.


    Aquel optimismo obedecía a un contexto. En la percepción popular, haber esquivado las grandes guerras era, por supuesto, visto como un activo. Al fin y al cabo, un país constituido por personas que escaparon de guerras le garantizaba un piso de popularidad muy alto al neutralismo. Lamentablemente, eso se acompañaba con la fuerte sensación de evolucionar al margen del mundo. La distancia de los centros de decisión global era una desventaja, pero también alimentaba una idea excepcional del país. Además, la gran crisis capitalista de 1930, que en muchos lugares hizo estragos por años, en la Argentina, aun siendo profunda, fue superada con rapidez (en 1932 el país ya crecía nuevamente). Hacia 1975 el país llevaba muchas décadas de crecimiento, de reducción de la pobreza, inclusión laboral y prestaciones públicas extendidas. Los múltiples relatos públicos resaltaban aspectos recortados de una realidad que generalmente se exhibía en positivo, ya sea el nivel de cobertura social, la calidad educativa, la ausencia de conflictos raciales o religiosos, la abundante disponibilidad de alimentos, etc. Quizás el rasgo más destacable del optimismo era que los problemas se veían siempre como desafíos y no como impedimentos.


    Observado en perspectiva, se trataba de un optimismo naif, que de alguna manera pone al desnudo la baja capacidad de anticipación del sistema institucional. En los cuarenta y cinco años que van de 1930 a 1975 ya se habían producido muchos episodios económicos que demostraban con claridad la fragilidad del modelo de sustitución de importaciones. Probablemente el más marcado fue la crisis de divisas derivada de la sequía de mediados de la década de los cincuenta.


    Sin embargo, siempre se procesaron esos shocks como circunstancias pasajeras y no como un problema estructural de una economía con relativamente baja inserción internacional exportadora. Los decisores públicos abusaron de la circunstancia de que las inconsistencias del modelo económico sustitutivo no eran por entonces tan evidentes o visibles, como se mostraron luego. Hasta entonces las crisis recurrentes de escasez de divisas se sorteaban (lamentablemente) con una devaluación; el “escapismo” devaluatorio era mucho más efectivo de lo que resultaría luego. Con el tiempo y el abuso de dicho instrumento se sembró el camino del escepticismo. Afectar la moneda, expropiar ahorristas y sacudir el piso con frecuencia no es gratuito. La inestabilidad crónica no solo tiene efectos económicos, también contribuye a la pérdida de credibilidad institucional. Pero lo peor de todo es que aplicada como medicina rutinaria y carente de una mirada completa no resuelve ningún problema. Apelamos una y otra vez a un placebo que dilataba atender el verdadero conflicto, mientras este crecía: ¿cómo aumentar la productividad a partir de una mayor tasa de inversión y mejor calificación de las personas? y ¿cómo ampliar nuestra muy acotada oferta exportadora (en mayor variedad de bienes exportados y destinos)?


    Hay abundante literatura sobre la “restricción externa” y esa materia no es objeto de este libro, sino más bien tratar de comprender cómo durante más de cuatro décadas fuimos pateando hacia delante esa cuenta pendiente. El partido de la procrastinación es mayoritario en la Argentina y ha cruzado todas las experiencias. Las crisis como antesala de las reformas que hemos hecho son el certificado que avala las permanentes dilaciones de lo que genéricamente se denomina “la política”. Tal circunstancia aplica tanto para el Rodrigazo, para las nunca implementadas “reformas de segunda generación” de Menem, la “sintonía fina” de Cristina Kirchner, el gradualismo de Macri o el plan de reforma del Estado de Alfonsín/Rodolfo Terragno.


    Pero, así como es obvio señalar una decisiva responsabilidad política con la falta de determinación reformista, también hay una responsabilidad en nuestra elite económica, que se adaptó a una anomalía y gestionó sus empresas y patrimonios desde ese canon, aun a sabiendas del deterioro social que cada temblor deja. Existe responsabilidad social amplia al no sostener un curso de acción cuando resulta sinuoso o difícil.


    Volviendo a la ruptura de la condición optimista del país, digamos que la crisis de 1975 no fue atendida en sus causas con la prontitud y la profundidad que correspondían.


    Solo para exagerar una comparación (algo capciosa, por cierto), cuando con el shock de 1929 se hizo palpable que el modelo agroexportador enfrentaba un enorme problema (caída sostenida de los precios), con los datos sobre la mesa la dirigencia llevó adelante las transformaciones necesarias para combinar la exportación de los productos del agro, con un desarrollo industrial sustitutivo. No tiene sentido hacer un juicio anacrónico y extemporáneo de las decisiones tomadas, sino poner en valor el registro de la nueva situación y cómo se tomaron decisiones en función de la convicción del cambio de época que se abría y debía ser atendido estructuralmente. El país de la industrialización sustitutiva fue tributario de la existencia de unas finanzas públicas sólidas heredadas de las décadas de bonanza agroexportadora, una infraestructura de buena calidad y una población alfabetizada, pero sobre todo de una visión oportuna que supo leer con sentido contemporáneo el mundo que cambiaba.


    En el período 1973-1976, la crisis del petróleo se superpuso a la espiral de violencia política; la suma de ambas cuestiones empañó la visión necesaria. Se trató de una situación delicada que merecía una reflexión, más que una reacción. Pensar que se trataba solo de un problema derivado del no autoabastecimiento energético nos privó de ver que nuestro patrón de crecimiento mostraba limitaciones. El sesgo exageradamente “mercadointernista” daba cada vez más débiles resultados, y se necesitaban reformas para adoptar otro patrón más dinámico y sostenible (como le gusta remarcar a Pablo Gerchunoff). Esas reformas requerían una alianza política que las sostuviera. El costo de no construir una alternativa fue la radicalización persistente de las pujas distributivas y el aumento del sentido predatorio de los sectores de la vida económica nacional.


    Todo esto escrito con “el diario del lunes”. Pero es justo decir que siempre hubo voces de advertencia. La tozudez política o bien la incapacidad de construir consenso reformista impidieron las modulaciones que hubieran evitado o morigerado las crisis. Hubo alertas sobre la inviabilidad del Estado empresarial cooptado por un sindicalismo corrupto en tiempos de Alfonsín, también sobre las limitaciones del tipo de cambio fijo con Menem y De la Rúa, las hubo respecto del populismo energético con Néstor Kirchner y respecto de la necesidad de mantener razonables relaciones con el mundo financiero internacional con Cristina Kirchner, también sobre lo insostenible de la descoordinación de políticas monetarias y fiscales con Macri.


    Algo del poder produce ensimismamiento, y en cada proceso se concluye con una crisis. Las recetas que postergan las reformas para un futuro conveniente han producido un extraño fenómeno, una angustiante contrarrevolución. Han transformado a un pueblo optimista, creativo, receptivo y alegre en una sociedad de escapistas. Huimos de nuestra moneda, procrastinamos nuestras vidas y recortamos todo deseo de largo plazo.


    Hoy, como en 1929 y en 1975, también conviven una crisis “nuestra”, con situaciones que nos exceden. Analizar este momento con una óptica excluyentemente doméstica puede llevarnos a un camino errático y sin anclaje en el mundo actual.


    Desde el Rodrigazo hasta la fecha, aun con los momentos de fuerte envión económico originados en la confianza puntual en una circunstancia política, en alivios en la deuda pública o en coyunturales buenos precios de los productos que exportamos, el país fue modificando su horizonte económico y sobre todo su estructura social. En ese camino perdimos el optimismo existencial poco a poco, de la mano de otras pérdidas y se fue socavando lo más importante que debe inspirar la vida de una sociedad: la confianza en sí misma y la capacidad de generar escenarios estimulantes para una diversidad de proyectos de vida.


    No es pasajero, pero es resoluble


    Hemos construido una sociedad de “desconfianza”. Una profunda falta de expectativas positivas, un estado de sospecha generalizado. No solo desde la sociedad civil hacia los actores del sistema institucional; lamentablemente la desconfianza ha mellado las relaciones entre vecinos, amigos, entre actores de las cadenas de valor. Se desconfía del exitoso y también de quien requiere asistencia social. Sobre unos y otros hacemos aseveraciones ligeras. Se desconfía de la notoriedad y de los procesos. Es fuerte sentir en el día a día esa desconfianza, esa pérdida de sentido tolerante. La desconfianza agrega tensión y costos, disminuye la creatividad y cansa.


    Nuestra desconfianza tiene fundamentos sólidos. Hemos hecho promesas que no cumplimos y sobre todo se ha abusado del crédulo (ni vale la pena repasar frases como “el que apuesta al dólar pierde”). Para ilustrar esto recuerdo que durante la gestión de gobierno de Cambiemos se abrió una enorme expectativa en torno a la explotación de Vaca Muerta, el tema era parte de las conversaciones, aun de quienes (como yo) no sabemos nada de hidrocarburos. Lo cierto es que el fracking (la técnica de explotación que se corresponde con un yacimiento “no convencional” como es Vaca Muerta) requiere un flujo de inversiones más constante que la explotación tradicional. En ese contexto le pregunté a un funcionario cómo lograríamos que las empresas invirtieran sostenidamente dada la reputación negativa que rodea a la Argentina. El funcionario trató de ser pedagógico conmigo y me señaló dos cosas: a) a fin de cuentas los recursos de este tipo solo se pueden extraer de donde efectivamente están disponibles, ya que son actividades que no pueden elegir la locación. No hay opciones, el petróleo está donde está; b) como, aun así, podés no resultar elegible frente a las posibilidades alternativas existentes en otro lado del mundo, muchas veces se “coloca un paraguas jurídico” para el tratamiento de las inversiones, de modo de liberarlas del “riesgo argentino”. La explicación fue clara y no voy a entrar sobre el fondo de la consideración (si corresponde o no hacer excepciones a una actividad económica del marco jurídico nacional), sino en tratar de reflexionar sobre la necesidad de “liberar de la Argentina” un fenómeno económico, para que este prospere. Es la demostración más palmaria de la magnitud de nuestro fracaso. Concluimos que la Argentina puede funcionar si colocamos reglas “no argentinas” a una actividad. El cambio es tan imprescindible y urgente como difícil.


    La reconstrucción de la confianza necesita como combustible de arranque un programa económico. No cualquier programa económico, no se trata de un anclaje monetario, o una baja circunstancial del gasto público o cualquier martingala. Se necesita un programa que atienda todos los frentes: la adecuación del tamaño del Estado, la profesionalización de las administraciones públicas, un manejo muy estricto de la moneda y limitaciones definitivas al uso arbitrario de la política monetaria por parte del poder público, la simplificación tributaria y la baja de la presión fiscal a las actividades productivas, el impulso a la modernización de nuestras pymes, la ampliación de nuestro sistema financiero, la mejor inserción internacional de nuestros productos, la mejor calificación de nuestros recursos humanos, la protocolización de actividades que hagan compatible el desarrollo económico con un sendero hacia una economía de carbono neutro, un programa de infraestructura que posibilite la refederalización del país, mejores normas de tratamiento de la competencia, una mirada más aguda sobre las tareas de cuidado y el potencial de una mejor organización del tiempo, etc. Se necesita un programa económico, no un programa solo de emergencia económica.


    El programa económico de los 50M es un nuevo pacto de convivencia que rompe con la herencia antirreformista, con los bandazos, con la perspectiva reactiva de las políticas públicas centradas solo en el control de daños. Y ese es apenas el primer peldaño. Así como necesitamos reconstruir nuestro soporte de capital con una moneda sana, o la fortaleza de nuestras empresas incorporando tecnología, o alimentar el talento de las personas con más y mejor educación, o la calidad de nuestra infraestructura, necesitamos recuperar el capital social.


    La Argentina es un país profundamente descapitalizado, financiera, tecnológica, educativa y socialmente. La capitalización a la que me refiero es la construcción de instrumentos tangibles e intangibles que nos permita enfrentar retos.


    La capitalización es un camino difícil pero estimulante. Para capitalizarnos debemos invertir más y por algún tiempo significará no consumir tanto como nos gustaría. Invertir más en las empresas, en las obras públicas, en las horas de estudio, en el tiempo que les dedicamos a nuestras redes socioeducativas, empresariales, gremiales, cooperativas o cualquier especio de colaboración donde podamos recuperar la confianza, el gesto amable y las ganas.


    No tengamos miedo de invertir en nosotros. El pacto social en el que debemos apoyar nuestra nueva visión es el siguiente: todos vamos a respetar la inversión del otro, en destrezas, activos financieros, capacidades tecnológicas, opciones socioproductivas.


    Debemos hacer que cada argentino que mejora es una oportunidad de mejora colectiva.


    Para ser mejores tenemos no solo que invertir más, sino permitirnos ser más diversos. Necesitamos empresas, pero también grupos asociativos de organizaciones, grupos sociales que nos den identidad, cooperativas, movimientos vecinales donde construir bienes públicos, credos donde encontrar sosiego, grupos de realización artística, movimientos juveniles, partidos políticos donde debatir, centros académicos formales y no formales donde aprender. En todas y cada una de esas esferas debemos invertir, calificarnos, crecer. Dar lugar a organizaciones más fuertes, personas más motivadas, talento que se despliega y apoyar la realización de cada uno de nosotros, darnos esa oportunidad de valorar el esfuerzo ajeno.


    Sin deseo nada es posible. Reconstruir empieza en el deseo de reconstruir.


    No se trata de imposiciones, sino de querer ser parte de una sociedad que se hace cargo de sí misma. Que abandona el sueño mesiánico, la mentira, la impostación, la farandulización de la vida social, la degradación de la política, la economía predatoria, el chantaje, la prepotencia.


    Discutamos, pero con vocación propositiva, reflexionemos buscando salidas, no enamorándonos de las excusas, hagamos sabiendo que no se trata solo de hacer. No renunciemos a la complejidad, pero tampoco al intento.


    Así como nos deslizamos del optimismo al pesimismo con dolor, sepamos que la cuesta inversa será mucho más dura.


    Un programa de desarrollo no es un cuento de hadas, pero es menos duro que la repitencia de las frustraciones.


    Vamos a necesitar creatividad, normas estrictas y auditoría cívica, pero sobre todo cambiar el sesgo de “ajenidad” con el que se piensa y se actúa muchas veces. Somos parte del problema, podemos ser parte de la solución. Está en nosotros.


    Invertir en las personas


    Las sociedades más desarrolladas invierten mucho en capital humano, no solo porque saben que esa es la verdadera fuente de riqueza y bienestar, sino por un aspecto soslayado de la dinámica social: la educación, la cultura y la salud se demandan más a medida que se adquieren nuevos estándares que permiten la apropiación de servicios educativos, culturales y sanitarios más sofisticados. Al sentirse estimuladas, las personas leen más, estudian más, se cuidan más, etc.


    En la sociedad global, un país sin visión está condenado a formar personas que emigrarán. Un país con visión hará de los procesos de capitalización personal el centro de su estrategia de desarrollo.


    Ahora bien, no hay desarrollo sin visión, sin conflictos y sin instituciones. En síntesis, no hay desarrollo casual. No se trata de formar personas y esperar a ver qué sucede (nada más alejado de la realidad). Todo lo contrario; en primer lugar, asumir la enorme dificultad que puede constituir formar a millones de ciudadanos que en las últimas décadas recibieron una educación incompleta o deficiente, muchos de los cuales perdieron hábitos relacionados con la formación. En segundo lugar, reinstalar la idea de que será necesario un compromiso personal, un proceso de responsabilización para generar transformaciones. Pasar de la idea del Estado cuidador, que muchas veces (por exceso) parece reproducir un vínculo materno infantil, a uno facilitador, asociado a un ciudadano responsable en un vínculo maduro.


    La recuperación de la confianza de largo plazo que el país perdió va más allá de las “señales de la política o de los mercados”. Se funda en una visión respetuosa y no manipuladora de las personas.


    El énfasis en la educación, el trabajo, el civismo y la responsabilidad no es una regresión mojigata a valores conservadores, sino la puerta a una sociedad de personas libres, menos dependientes del Estado, más creativas y con mayor autoestima y posibilidades.


    Nuestra oferta educativa pública está alejada de los requerimientos necesarios de la formación para el desempeño en la sociedad del siglo XXI. Se reproducen contenidos inercialmente, se captura de manera muy pobre el interés de los niños y jóvenes, las aperturas a nuevos temas obedecen más a criterios de moda que a reflexiones consistentes, seguimos formando con ideas chauvinistas. Despreciamos las habilidades manuales, el saber hacer en el mundo, el pensamiento científico o computacional, la realidad intercultural, las necesidades de la agenda ambiental, con muy mala interacción con el diferente, con muy baja atención al arte o a los idiomas.


    Para romper de cuajo las condiciones de baja productividad, necesitamos no solo mejorar la oferta educativa futura, sino ofrecer alternativas de formación para todas las edades, que sean atractivas, excedan la generación de un saber hacer y alienten a nuestros ciudadanos a confiar en sí mismos, a proponer puntos de vista diferentes, a generar alternativas económicas, etc.


    Si bien necesitamos de un buen Estado que genere reglas adecuadas y bienes públicos de valor, no nos salvará el Estado, sino nuestro esfuerzo, nuestro talento, nuestra capacidad de colaboración, la ecología social a la que demos lugar, animándonos a formarnos y nutrirnos de nuevas experiencias, habilidades y saberes.


    Si no logramos pensar diferente, actuaremos en bucle, reproduciendo los circuitos mediocres de la promesa mentirosa, la frustración y la desconfianza. En cambio, si nos concentramos en darnos una oportunidad para que el esfuerzo sea bien encaminado, para que la confianza nazca de vínculos sanos, habremos dado el gran paso de este estado de cosas a uno mejor.

  


  
    5. La República del Tongo


    Desde el inicio de mi militancia política me interesó conocer con más detalle el funcionamiento del sector público. Al fin y al cabo, la conquista democrática del poder te ubica al mando de las instituciones estatales, y los resultados (en parte) dependerán de cuánto esa máquina pueda traducir las ideas en políticas. Pero me resultó definitoria la experiencia profesional como consultor en temas de desarrollo local, gestión urbana y gobernanza local. Los gobiernos locales argentinos en general tienen una gran precariedad profesional, registros estadísticos inexistentes, debilidad fiscal y una agenda inabarcable de demandas tanto de la sociedad como del resto del sistema institucional. Fui testigo privilegiado, en mi rol de consultor, de intendentes doblegados por la impotencia, generalmente los mejores, los más sensibles, los que se incorporaban a la política por amor a su ciudad.


    La fantasía de sentarse y tomar decisiones que luego se traducen en normas y hechos es al mismo tiempo muy extendida e indudablemente ingenua. Para representar las limitaciones de algunas oficinas públicas, solía matizar con humor al decir: “El ministro decide hacer el Palio de Siena sentado en su despacho del quinto piso, y en planta baja le arman una carrera cuadrera”.


    Recuerdo un jefe comunal que decía: “Si acomodo la administración, el tiempo que me lleva y los conflictos que me abre significarán que pierdo las elecciones, y si no acomodo la administración no puedo cumplir con mis promesas electorales”. La tarea silenciosa de generar una administración eficiente, eficaz, enfocada, austera, transparente, es muy reclamada y poco valorada en la práctica. Una derivación de ello es el “inaugurismo” como deformación de la política, un modo de mostrar que el gobierno “está activo”. Así hemos acumulado hospitales no equipados, estadios innecesarios o fuera de escala, festivales magnos en sitios donde los salarios públicos son paupérrimos o una parte de la población aún no recibe agua potable.


    La visión que desacopla la acción estatal de los mínimos criterios de oportunidad o costos se ve reflejada todo el tiempo y sobre todo cuando, agobiados por la imposibilidad de sostener adecuadas prestaciones públicas, a algún decisor o funcionario se le ocurre revisar o evaluar el modo en que se ejecutan.


    En el proceso de deslegitimación de la política que se asocia al estancamiento económico que vivimos, el Estado está en el banquillo de los acusados. Es razonable que así sea. Se lo ha usado para garantizar privilegios, desviar recursos y controlar procesos sociales con la finalidad de subordinar a la sociedad a los deseos del poder público. Pero no hay un solo caso de éxito sociopolítico contemporáneo autoadministrado. Aun los países “más liberales” necesitan un Estado que no solo garantice el cumplimiento de las normas que la sociedad tiene, sino que provea en cantidad y calidad bienes públicos que garanticen objetivos que el mercado ni se propone, ni tiene por qué hacerlo, y que de todos modos la sociedad puede considerar relevantes.


    El hecho indiscutible de que nuestro Estado se haya desenfocado no habilita a razonar que ninguna política pública tiene sentido, que no importa que se construyan o no bienes públicos, o que no corresponde debatir cómo y con qué criterio se deben ofrecer esos bienes y servicios públicos.


    Cuando se baja la lupa en las sociedades más prósperas, se advierte que una parte de ese resultado está asociada a la densidad y calidad de vínculos (positivos) entre los distintos niveles del Estado, empresas y cámaras empresariales, organizaciones de la sociedad civil, etc. Tanto es así que múltiples resultados públicos son fruto de la conjunción, el apalancamiento, la colaboración entre esferas, y sobre todo un proceso intenso que logra sortear la subordinación de la sociedad a la política o del Estado a otros poderes.


    Se suele decir que veneno y medicina dependen de la dosis, y lo que puede ser terapéutico también puede matar. A veces tendemos a creer eso con relación al Estado y su tamaño. Pero eso es solo una parte de la verdad. El veneno y la medicina también se diferencian por el cuidado en su provisión y las garantías que se toman, no solo por la cantidad o el volumen. Las deformaciones estatales no son solo de tamaño. Los estados ínfimos del centro de África no son casos de éxito.


    Por eso la calificación de los procesos estatales fue una preocupación de primer orden para todos los hombres de Estado con visión trascendente. Tal vez el caso más universalmente reconocido es el de Charles de Gaulle con la creación de la Escuela Nacional de Administración, pero desde Otto von Bismarck hasta Julio A. Roca, desde Winston Churchill hasta Manuel Bulnes, son innumerables los esfuerzos por generar una organización adecuada a las necesidades derivadas de la gestión de “lo público”.


    Willy Brandt trató de saldar una larga discusión en el seno de la socialdemocracia alemana con aquella célebre expresión mal traducida: “Tanta competencia como sea posible, tanta planificación como sea necesaria”. (Programa del Partido Socialdemócrata de Alemania, Bad Godesberg, 1958). En América Latina reemplazamos “competencia” por “mercado” y “planificación” por “Estado”. Posiblemente la síntesis oculte otros problemas, como la calidad del Estado o a partir de qué criterios consideramos que es necesario el Estado para resolver un tema. Pero lo cierto y el aporte de valor en la sentencia es añadir una visión paradojal a un debate que se presenta como excluyente. La paradoja integra los opuestos, sintetiza y supera. Hoy sabemos que los mercados que mejor funcionan lo hacen en entornos institucionales calificados, y los mejores Estados son soportados por economías decididamente mercadistas.


    Los libertarios argentinos se caerían de espaldas si vieran cómo Julio A. Roca incrementó el gasto público. Sin embargo, es probable que el zorro del desierto fuera consciente (aunque sea de modo intuitivo) de que, para construir la nación abierta, integrada al mundo y segura jurídicamente que se propuso, necesitaba gestar un Estado que lo permitiera.


    No hay democracia de calidad sin burocracia de calidad


    No existe en la actualidad ninguna democracia de calidad en la que el sector público no esté administrado por una burocracia de calidad. Es así, sin excepciones. No importa si el Estado en cuestión es amplio en prestaciones o acotado, si vive una situación de estrés bélico o un extendido tiempo de paz, si está integrado a grandes bloques económicos o permanece relativamente aislado, si su economía es tradicional o vanguardista. Todas las democracias calificadas, de Canadá a Nueva Zelanda, de Países Bajos a Portugal, de Israel a República Checa, de Suiza a Japón, disponen de un staff de personas que constituyen un capital técnico jerárquicamente organizado, con un nivel de disciplina tal que les permite atender de modo suficiente la agenda pública de esas sociedades. De este hecho se pueden extraer muchas conclusiones.


    La necesidad de una burocracia calificada para gestionar los bienes públicos da cuenta tanto de la complejidad de esos bienes como de la necesidad de sostener rutinas para perfeccionar su funcionamiento y para darles garantías a los ciudadanos con relación al resguardo de sus derechos.


    Las burocracias calificadas, más allá de tener que soportar prensa negativa y de los inocultables vicios que anidan en ellas, se han transformado sin quererlo en un factor de contrapeso en las democracias “de opinión pública”. Frente a la volatilidad de sistemas políticos en los que la competencia se desborda hasta el punto de limitar la capacidad de construir consensos, generando muchas veces un clima negativo, algunas burocracias se han reconfigurado en un elemento estabilizador técnico.


    Se trata de un rol poco pensado y no necesariamente virtuoso. Pero frente a la emergencia de fenómenos tan volátiles en la opinión pública, la circunstancia de que algunos temas de relevancia extrema obliguen al poder a considerar elementos técnicos de parte de funcionarios resguardados de los procesos electorales ha devenido en un factor (anómalo) de estabilización. En los casos de burocracias prestigiosas, tal rol se profundiza.


    Intentando ser ecuánime, parece lógico que las sociedades construyan instancias que las preserven del rigor de la coyuntura. Decidir cada cuestión pública en ausencia de perspectivas condicionantes o de escenarios de futuro, como muchas veces sucede, puede parecer muy democrático, pero (como bien lo sabemos en la Argentina) es un incentivo para que la presente generación le transfiera pasivos a la próxima.


    Es cada vez más claro que la vocación de los colectivos sociales, sus necesidades, deseos e impulsos frente a los estímulos de cada momento, para transformarse en insumos de una respuesta pública y constituirse en elementos de una política de Estado, requieren un nivel de análisis y procesamiento técnico específico.


    La tensión entre el poder democrático y los condicionantes técnicos no se resuelve ignorando estos últimos. La idea de que el poder democrático es soberano resulta engañosa cuando los límites a la actuación pública provienen de limitaciones de naturaleza ineludible.


    Tal vez la agudización de las respuestas instantáneas facilitadas por las nuevas tecnologías devenga el cuestionador implícito más fuerte que tengan las burocracias en general y las burocracias públicas en particular. Pero objetivos públicos como la calidad del aire, la disminución de la violencia urbana o la preservación de un entorno natural protegido no se resuelven con un clic.


    Una perspectiva virtuosa del vínculo entre demanda social y respuesta estatal debería derivar en el enriquecimiento del debate político; en idéntico sentido, un uso más intenso de las posibilidades tecnológicas. La paradoja es que el empleo más potente de las respuestas tecnológicas implica acceder a sus beneficios y reconocer sus límites.


    Los datos, las interacciones entre distintas esferas de la vida social, los problemas de implantación de una política, sus costos, etc., naturalmente deberían nutrir una conversación cada vez más ajustada y sofisticada, en la que el aprendizaje y la convivencia de argumentos debería ser el pan de cada día. Sin embargo, no solo no es así, sino que muchas veces la burocracia (de mala calidad) se constituye en un antagonista opaco de los agentes sociales, o un socio perverso de actores ocultos, o un obstaculizador de cualquier idea de modernización, por elemental que sea.


    El costo del burocratismo descontrolado excede en mucho su peso presupuestario (en la Argentina lo sabemos bien). La pérdida de sentido público de la burocracia es un factor de degradación democrática y de constitución de poderes casi mafiosos. Además de la pérdida de calidad en decisiones de alta relevancia pública.


    La enorme mayoría de los ciudadanos tiene claro que las decisiones públicas no pueden ser un mero ejercicio de la voluntad política. Pensemos en temas que no forman la agenda de las conversaciones cotidianas y que deberían resolverse desde el poder público, con asistencia de una burocracia competente. Por ejemplo, la velocidad máxima en una ruta, el calado autorizado en una vía navegable, la edad a partir de la cual se puede acceder a cierto contenido audiovisual, las normas de acceso a un determinado nivel educativo, el nivel máximo permitido de azúcar en un producto comestible, etc.


    Es claro que se necesita una burocracia competente y es evidente que generarla no es sencillo, ni automático, ni barato. Por lo demás, una burocracia débil también se traduce en controles débiles a las decisiones políticas.


    Entender la dimensión invalidante de un Estado corroído (como es el Estado argentino) es relevante en el desafío político futuro. Necesitamos otro Estado.


    Todas y cada una de las decisiones burocráticas (aun las nimias), que son miles, tienen consecuencias, acarrean costos, favorecen actividades económicas o las entorpecen, ayudan a crear hábitos, etc.


    Una buena burocracia pública, subordinada a la legitimidad democrática, brindando soporte a las decisiones complejas, garantizando la neutralidad en la implementación de las políticas, es condición de posibilidad de una gestión consistente.


    La Argentina de los 50M debe constituir un Estado profesional, competente, jerarquizado y asumible económicamente (en concreto, muy austero).


    Sin una buena burocracia pública, las sociedades —obviamente— no desaparecen, pero no tendrán restricciones en su búsqueda de ventajas oportunistas. Una parte de la cultura predatoria que anidó en el país obedece a la capacidad de algunos actores de convivir entrando y saliendo de la legalidad o aprovechando los huecos dejados por un burocratismo carente de profesionalidad.


    Recurrentemente este tema se presenta a la sociedad como una tensión entre privatizadores y estatizadores. Con muy pocas acotaciones sobre la calidad del Estado.


    El Estado argentino, con todo, es muy diverso en la calidad de sus prestaciones. Hay subsistemas públicos que han sido una referencia técnica reconocida (el INTA, por ejemplo), que conviven con otros cuyo desempeño es inequívocamente pobre. Por eso mismo resultaría ocioso entrar en una casuística.


    De todos los males del Estado argentino hay uno particularmente nocivo y muy poco señalado: la cooptación de las oficinas públicas por parte de los agentes organizados corporativamente en cada área de interés público.


    Es sutil, pero muy profunda, la diferencia entre un Estado que apela al conocimiento técnico y un Estado que se subordina a un colectivo (se trate de las empresas farmacéuticas en la política de salud, la opinión de los artistas o productores en la oferta cultural, los centros de investigación en la política científica, las empresas constructoras en el área de infraestructura o los pedagogos en la política educativa, etc.).


    La cooptación corporativa del Estado es la peor (y menos evidente) de las “privatizaciones”. Es en definitiva la “privatización” de las decisiones públicas que, en vez de ser asumidas a partir de un análisis de oportunidad, relevancia y sentido, se construye a partir de atender (siempre) en primer lugar los intereses de los actores organizados, frente a los intereses difusos de ciudadanos que deberían ser cuidados por el sector público.


    Son innumerables los programas públicos que parecen construidos para dar empleo a técnicos, sostener interlocutores o “comprar” legitimidad. En verdad, no es que parezca, es que se han diseñado con esos objetivos explícitos o implícitos.


    Una parte de la degradación de la política se explica en la renuncia a construir una autonomía inteligente del sector público. Un sector público dependiente de la legitimidad generada por cooptación se degrada del mismo modo que un sector público que gestiona sobre la base de imposiciones.


    La cooptación corporativa del Estado consolida los cánones del pensamiento establecido, amaña la capacidad de decisión de los funcionarios y renuncia a la idea de cambio.


    Por lo demás, se extrapolan capacidades inexistentes, al colocar a investigadores a gestionar grandes unidades administrativas o en idéntico sentido a médicos a hacer compras y contrataciones; solo por poner dos ejemplos.


    Recuerdo, hace mucho tiempo ya, que un ministro de un gobierno subnacional me pidió, en mi calidad de consultor, que “le diera una mano”. Resulta que se había designado en un área artística a un prestigioso referente de la materia y este señor (sin ningún antecedente en la burocracia estatal) desconfiaba de los expedientes que ponían a su firma. Así las cosas, en un par de meses, todo era un pandemónium de contratos sin ser renovados, proveedores ofuscados y el resto de las áreas administrativas poniendo el grito en el cielo.


    Fui a verlo con la intención de ayudarlo a destrabar las cosas; traté de ganarme su confianza y, luego de varios cafés compartidos (y el desahogo angustiado de un ciudadano que quería hacer las cosas bien, que era un número uno en lo suyo, pero que sencillamente no conocía el Estado), las cosas se fueron poco a poco enderezando. Comenzó a firmar, pero sobre todo a entender los procesos.


    Antes de dar por terminada mi misión volví a conversar con el ministro. La pregunta obvia era: “¿Por qué ponen a un señor mayor, consagrado, al borde del escándalo público a gestionar lo que no conoce?”. La respuesta (en ese entonces “no obvia”, para mí) fue: “Es el precio que pagamos para llevarnos bien con un colectivo que confía en él y que entiende que su presencia es una garantía para sus intereses”. Mayor cooptación del Estado imposible de conseguir.


    El agotamiento de la captación corporativa es que un Estado gestionado de ese modo a la larga ni siquiera es eficaz para defender los intereses corporativos.


    No es un ejercicio de valentía señalar que el Ministerio de Trabajo tiene una relación muy condicionada por el sindicalismo tradicional, el Ministerio de Acción Social por las organizaciones sociales, el Ministerio de Educación por el “statusquismo” pedagógico, y así sucesivamente, con mayor o menor intensidad.


    La consolidación de actores y la falta de perspectiva política sobre la agenda corporativa son el caldo de cultivo de lo que he denominado “la República del Tongo”, una especie de carrusel de profesionales posicionados políticamente y vinculados entre sí, que constituyen el elenco estable de un Estado al que defienden, pero el que hace ya muchas décadas ha dejado de ser agente de cambio y se ha convertido en un impedimento para el desarrollo.


    Poner sobre la mesa este tema abre la posibilidad de salir de la búsqueda de responsables y enfocarnos a las soluciones. El Estado requiere de agentes técnicos, saberes, continuidades. Lo que no necesita es una perspectiva de autoelogio y la ausencia de evaluaciones. Por ejemplo: ¿qué tienen para decir los técnicos del Ministerio de Acción Social de los resultados de las políticas implementadas? ¿Y los de educación? El silencio de los técnicos es el precio que pagamos (como sociedad) para que, en vez de añadir calidad y cuidado en las políticas, se mantengan congraciados con decisores políticos que en lugar de resolver problemas construyen consenso con el presupuesto público.


    Los que creemos en los bienes públicos somos los que debemos denunciar y combatir la República del Tongo para dar lugar a un Estado profesional, jerarquizado, que pueda ejecutar con inteligencia y cuidando el presupuesto público, que no es otra cosa que una porción significativa del resultado del esfuerzo y el trabajo de los argentinos.


    La construcción (tardía) de un Estado profesional es el anverso de su uso discrecional para construir una clientela. Oponerse al clientelismo político, y defender la equidad en la competencia política, requiere de dos acciones ineludibles: la construcción de un Estado profesional y una adecuada resolución del financiamiento de la actividad política. Ese es otro motivo por el cual la calidad de la democracia y la calidad de la burocracia no están escindidas.

  


  
    6. Representación, participación y planificación


    Tres grandes categorías, ubicadas en el lugar de conceptos sagrados, hacen aún más compleja la recuperación argentina. En la medida en que no se pueda sostener un análisis sin condicionamientos, sobre cómo accedemos al poder público, cómo establecemos vínculos entre instituciones y sociedad y cómo proyectamos el esfuerzo social, será difícil revertir lo que nos sucede. La representación, la participación y la planificación aparecen incuestionadas e incuestionables en el lenguaje político nacional, al mismo tiempo que el fracaso se nos manifiesta a cada paso, sostenemos y defendemos categorías vaciadas, sobre las que hay mucho que decir para volver a dotarlas de contenido.


    Los problemas de representación democrática vienen de lejos, no son únicamente originados en esta coyuntura signada por la hiperconexión, ni tampoco son excluyentemente argentinos.


    El más obvio de los problemas se asocia a las reglas de equidad en la competencia política. La Argentina, en ese aspecto, es un sistema político muy poco virtuoso, que casi no ha alterado las reglas de un modelo de disputa que incluye el uso abusivo del aparato público en todas sus formas, y además con una alta incidencia de los sectores corporativos, que tienen muy pocas restricciones a la hora de influir anómalamente en el proceso competitivo.


    El debate en torno a la financiación de la actividad política es una cuenta pendiente. Nunca sabremos hasta qué punto el desprestigio de la política y de la actividad empresarial se asocia a esta falta.


    Pero incluso, una vez constituida la representación legal y legítima en una democracia imperfecta (como todas), la representación tiene problemas “en sí”.


    Representar puede significar muchas cosas muy diferentes. En una primera lectura solo significa “estar en presente en lugar de otro”. Sin embargo, soy de los que creen que en términos de calidad democrática la representación debe ir más allá, y entre otras cosas implica la capacidad de defender intereses, ideas, valores, calificando las posiciones públicas.


    En casi todas las democracias contemporáneas la representación está mutando. El deterioro del prestigio de las burocracias, la ruptura del rol rector de los partidos “de ideas”, la instalación de la política como espectáculo, etc., han modificado de manera determinante los modos y el ejercicio de la representación política.


    Una de las características más marcadas de la representación contemporánea es la búsqueda de legitimidad por imitación. Los representantes públicos buscan denodadamente parecerse a sus votantes como un modo de ser genuinos. Muchos lo son, en efecto.


    Parecerse no está mal, buscar parecerse tampoco. Lo que no contribuye a consolidar un sistema político calificado es creer que la imitación puede saldar los déficits en las respuestas públicas.


    El ejercicio mimético busca exhibir los aspectos más amigables y menos disonantes con relación a los colectivos a los que se dirigen. La imitación es una fuerza altamente condicionante, que le resta a los representantes su rol referencial, y sobre todo les impide romper los marcos conceptuales para buscar soluciones. Cada intento en ese sentido es un riesgo en la lógica de la asimilación entre representantes y representados. La imitación fomenta y consolida la tribalización. Instala a cada sector hablándose a sí mismo.


    Ese esfuerzo centrado excluyentemente en la reivindicación identitaria da por resultado un modelo de interacción política amañado. La representación así construida resulta evidente en el lenguaje, la estética y las propuestas.


    La exhibición de la pluralidad sociocultural es tan esencial a una democracia como la conformación de un espacio de reconocimiento recíproco. La proyección por imitación de los colectivos sociales consolida prejuicios y le quita al sistema político capacidad de gestionar a la baja la intensidad de los conflictos sociales, siempre existentes e ineludibles, pero no por eso irresolubles.


    Si cada conflicto debe saldarse con ganadores/perdedores, la política renuncia no solo a la creatividad, sino a uno de sus roles esenciales: contribuir a la pacificación cotidiana y a la convivencia.


    A partir de esta convicción que he ido construyendo en mi rol como diputado, conviviendo con la representación imitativa y tribal, se me hace extremadamente difícil creer que la política argentina es una “casta”, cuando justamente percibo lo opuesto, que la representación se ha configurado en espejo, sin asumir cabalmente las responsabilidades diferenciales y las obligaciones que los lugares de decisión exigen.


    Las raíces de este fenómeno, aquí desprolijamente planteado, son virtuosas. La búsqueda de un sistema político abierto y accesible. Como siempre, la diferencia entre el remedio y el veneno está en la dosis. Un sistema político debe equilibrar las necesidades de representación y de gobernabilidad, para lo cual debe poder combinar apertura a las tendencias sociales y una cierta capacidad de síntesis. La tribalización es un punto de ruptura con una cultura cívica que se proponía equilibrar diálogo y confrontación y buscar soluciones alternativas abierta a las concesiones y la convivencia. En su defecto, la tribalización exacerba la confrontación, desconoce la pluralidad, niega los argumentos ajenos, erosiona las referencias compartidas.


    Participar sí, pero… ¿cómo?


    Al quiebre en el sentido referencial de la política hay que añadir un problema adicional respaldado por las tecnologías. No hay que abusar de la imaginación para suponer que, en sociedades donde las expectativas sociales no han sido satisfechas (sin llegar al extremo de los fracasos democráticos categóricos), una parte de la población reclame o se movilice en búsqueda de estándares más elevados de auditoría en la gestión pública, o aún más categóricamente rechace la idea misma de representación. En este punto, el aporte que hacen las tecnologías relacionales al bajar los costos (de todo tipo) de vinculación, rompiendo mediaciones tradicionales, constituye un desafío existencial para la representación. Así como otras “mediaciones” carentes de valor fueron borradas de un plumazo, al paso de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), la representación política como mediación entre ciudadanos e instituciones, si no incluye elementos calificadores, tenderá a verse cada vez más como un anacronismo frágil.


    ¿Qué sentido tiene la mediación política si no mejora la convivencia, la conversación, los resultados?


    En Occidente crece la convicción de que esos resultados son cada vez más pobres, más allá de lo que señalen los indicadores duros. En tiempos de crisis, de tensiones con amenazas externas (como la pandemia o la crisis financiera de 2008-2009), el reclamo hacia el sector público oscila entre dos extremos. Por un lado, la búsqueda de capacidad de anticipación y decisiones rápidas. Se les exige a los gobiernos capacidad ejecutiva, acción inmediata, prevención inteligente. Por otro lado, no nos gusta que la burocracia técnica tenga demasiado poder. Obviamente desearíamos combinar la capacidad decisional de un mando centralizado y competente con las mayores instancias participativas y de construcción de consensos posible.


    Esa tensión está irresuelta y constituye una de las debilidades de las democracias occidentales contemporáneas. Las sociedades quieren ser parte de las decisiones, pero también desean celeridad en ellas. La humorada que se suele aplicar a estos casos es simplificar esto con la imagen de “un chancho gordo, que pese poco”.


    En este sentido, y aunque resulte duro señalarlo, hay que indicar que una parte de la liturgia “participacionista” de las democracias latinoamericanas no es otra cosa que un folclore orientado a suplir el mal ejercicio de la representación pública de los actores políticos. Los ejecutivos asediados por coyunturas desfavorables, que revierten sus decisiones a una deliberación abierta (y supuestamente) legitimadora. Un ejercicio que, en un altísimo porcentaje de casos, carece de diseño adecuado y constituye un momento trabajoso orientado a eludir decisiones complejas.


    Como lo señalamos en capítulos anteriores, la tensión real parece ser siempre la misma: enfrentar los problemas (y por lo tanto explicar las decisiones) o intentar eludirlos, en el afán de no soportar el esfuerzo de sostener decisiones que a corto plazo pueden mostrar su peor rostro.


    He participado como consultor en cientos de asambleas y reuniones, de barrios en pequeñas localidades, hasta instancias muy sofisticadas de coordinación de intereses, y nunca me sucedió que los colectivos involucrados rechazaran una explicación razonable.


    Me tomaba sistemáticamente el trabajo de insistir en algo tan elemental como indispensable: ¿sabían todos los presentes de qué estábamos hablando?, ¿habían recibido información previa?, ¿podían comparar con una experiencia razonablemente similar? Si esos requisitos no estaban satisfechos, ¿los presentes habían realmente “participado” de la reunión? ¿O simplemente estaban allí, convocados para legitimar algo que los excedía (no necesariamente bueno o malo)? No es lo mismo participar que simplemente estar.


    Sé que no es políticamente correcto lo que planteo, y desde ya quiero defender la participación de calidad, genuina, informada y que fortalece el proceso decisional, pero no sería íntegro si no dijera que no es lo que he vivido en casi tres décadas de acompañar “procesos participativos”.


    La crisis de representación no es ajena a la crisis de confianza. Por lo demás, no se puede recuperar la confianza con gestos vacíos. Reunir a las personas para convalidar decisiones que no se explican es parte de esos gestos vacíos.


    La erosión de la confianza democrática está apoyada en una brutal crisis de expectativas. Es probable que identificar y resolver los problemas que tenemos sea mucho más complejo que pegar gritos en un atril.


    Si una virtud puede tener un proceso participativo es justamente acercar al ciudadano “de a pie”, para su conocimiento, el conjunto de restricciones que acompañan una decisión de Estado. Se trata de un esfuerzo que se justifica en la idea de que pueda sostenerse de manera honesta un proceso no solo cabalmente deliberativo, sino de soporte de las decisiones que se tomarán a partir de dicha deliberación.


    Una anécdota ilustra en parte lo que quiero señalar. En el marco de un plan estratégico territorial, el organismo que financiaba el proceso era (en teoría) muy riguroso en el control formal de los momentos de consulta y participación. El problema real era una tensión irresuelta entre grupos sociales claramente enfrentados, y cada asamblea no era más que una puesta en escena de dos bandos incapaces de oírse, esto sumado a la inexistencia de líderes locales que contribuyeran a construir una síntesis. Así las cosas, hice un informe indicando la situación y explicando que nuevas reuniones no resolverían los problemas hasta tanto no se impulsaran alternativas novedosas que movieran a los actores de sus posiciones, en apariencia, irreductibles. Obviamente, cada convocatoria era menos representativa porque el conflicto y la propia lógica orientada a la confrontación eran al mismo tiempo un estímulo para los extremistas y un freno para los vecinos menos alineados con posiciones preestablecidas. En una nueva y desgastante convocatoria, decidí salirme del libreto y preguntarles algunas cosas, uno a uno, a quienes se sumaban a la reunión. Fui sorprendido por un vecino que, cansado, me dijo: “Estos tipos del banco creen que nosotros queremos gobernar. Nosotros queremos que nos gobiernen bien”.


    La vocación de la ciudadanía de “ser parte” y “ser oída” no debe relacionarse necesariamente con la pulsión por gobernar. Una cosa es ser escuchado y otra articular intereses, organizar respuestas técnicas y controlar procesos administrativos. La tarea de gobernar es de representantes y funcionarios legítima y democráticamente seleccionados, y la participación debe ser concebida como una política pública, con calidad y cuidados extremos, orientada no a suplir la legitimidad de gobiernos débiles, sino a garantizar la sostenibilidad de procesos complejos.


    Por supuesto que son muy buenos el involucramiento social y las mejores prácticas de participación y construcción de ciudadanía, pero eso no invalida que muchas veces se pretende eludir la responsabilidad que acarrea gobernar. Los representantes electos para deliberar de modo calificado, buscar soluciones y ordenar prioridades se corren de ese lugar con el argumento sofisticado de “facilitar la participación”.


    Así las cosas, hay una participación trucha que pretende ubicar en un lugar de privilegio no al ciudadano común, sino al referente del gobierno, y cuya finalidad, lejos de mejorar la deliberación democrática, es más bien blindar al gobierno de las críticas que pudieran caberle.


    El triunfo cultural de los lugares comunes hace que haya una demanda de participación en un contexto donde claramente lo que está fallando son otros aspectos de la política, como la confianza en los procesos y la calidad y el sostenimiento de las respuestas públicas. Parece antipático señalarlo, pero momentos altamente participativos, como por ejemplo la resistencia a la actividad pastera en la ciudad de Gualeguaychú, hoy son vistos como errores colectivos engendrados en un clima de época y en un culto a los eslóganes y a la participación hueca. Los casos como ese recorren toda la república.


    En sentido parecido puede argumentarse contra la planificación como “entretenimiento”.


    Se ha vertido en todo el continente una mirada complaciente sobre la capacidad de incidencia estatal en procesos de construcción de bienes públicos, y así brotaron a los cuatro vientos ejercicios de planificación sin contemplar restricciones, ajenos a todo dato de contexto, cuanto menos voluntarista y en la mayoría de los casos replicando los propios problemas de la cultura política.


    Una cultura política basada en la promesa, la inconsistencia, la movilización confrontadora, ha dado lugar a procesos de planificación que no fueron más allá de ser un listado de objetivos; la mayoría de las veces sin evaluación sobre las capacidades necesarias para llevarlos adelante, sin designación de responsabilidades, asignación de plazos o presupuestos, articulación con otros niveles del Estado o incluso sin consulta a actores relevantes involucrados.


    La condición inconclusa (y por lo tanto frustrada) de más del 85% de los procesos de planificación relevados muestra que se ha tratado, como con justicia muchos lo señalaban, de una moda que dejó muy poco aprendizaje. Al final del camino no disponemos de un Estado mejor entrenado, espacios de concertación calificados, calidad estadística o crítica consistente que nos permita pasar el testigo a la próxima generación con las prevenciones señaladas.


    Vamos a necesitar mejor representación, una participación genuina y enmarcada en modos realmente útiles, y dinámicas planificadoras menos burocráticas y al mismo tiempo más ajustadas a nuestras posibilidades.


    Reconfigurar la política argentina implicará revisar cada cosa que hacemos, desde el presupuesto hasta la selección de representantes, desde el orden público hasta el modo de ocupación del territorio.


    La Argentina no padeció una catástrofe natural, construyó su actualidad sobre la base de decisiones, imaginarios, intereses mal articulados y sobre todo una cultura política anclada en la lógica de suma cero y poco afecta a revisarse a sí misma.

  


  
    7. El planeta cambia


    Este capítulo, basado en una ponencia presentada en el Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo, tiene sentido en este libro porque la Argentina debe reconfigurar su territorio, pero no hacerlo de cualquier manera. Primero hay que comprender el contexto de transformación que está viviendo el mundo en esta materia.


    Sin una comprensión mínima de las dinámicas territoriales y su fundamento, cualquier propuesta (desde trasladar la Capital hasta generar zonas económicas especiales, etc.) es puro voluntarismo.


    El orden territorial que hemos vivido hasta el advenimiento de esta globalización (algunos autores la denominan la “tercera globalización”, luego de los imperios romano y británico), con la dominancia de los Estados nacionales y el concepto de soberanía, está decididamente en crisis. Las estructuras tradicionales son impotentes para gestionar fenómenos globales de alto impacto social (pandemia, crisis financieras, cambio climático), y no emerge con la celeridad y el consenso que se requiere un nuevo orden sustitutivo.


    En esa transición la Argentina debe reconfigurar su modelo territorial y este capítulo (menos cotidiano que el resto del libro) se explica en la necesidad de dar fundamento a una propuesta incluida en esta obra: pensar nuestro espacio y adecuarlo a nuestras necesidades de modo consciente y realizable.


    Transformar el territorio, como veremos, es transformar el Estado y concebir otro modo de vincularnos con nuestros activos territoriales.


    Las prevenciones que se despliegan en el texto tienen que ver con equilibrar perspectivas, porque si bien la visión política incide en las dinámicas territoriales, hay que comprender que existen fuerzas que exceden a aquellas y deben ser consideradas para disponer de análisis precisos y cursos de acción efectivos.


    No es una particularidad argentina, pero nuestro país no está exento de comunicadores, “influencers” e intelectuales que creen que el territorio se puede modelar como una plastilina. Si bien la historia de la civilización demuestra que disponemos de capacidades suficientes para organizar nuestros hábitats, no es menos cierto que la geografía es un condicionante significativo, y la Argentina ha tenido demasiado voluntarismo en esta materia.


    Solemos pasar de largo la relación existente entre territorio y tecnología. Generalmente no vinculamos formas de producción, modos de comunicarnos e integración de mercados con las resultantes territoriales.


    Sin embargo, el hombre ha ido adaptando el mundo con instrumentos diversos, desde infraestructuras hasta instituciones. Ese proceso adaptativo puede denominarse “gestión del territorio”: un conjunto de capacidades basadas en conocimientos de orígenes pluridisciplinares, orientados a intervenir sobre el espacio a los fines de su definición y administración. Convergen elementos de la geografía, la administración pública, la teoría política, la economía, la gestión cultural, la administración de las capacidades tecnológicas, etc. Sin duda, el dominio ascendente del hombre sobre los espacios, su valoración cultural, y también las restricciones crecientes que muestran una biósfera “estresada” por usos no siempre sostenibles, han hecho de la gestión territorial una materia expansiva sobre la que hay un destacado interés académico y político; sobre todo a partir de relacionarse de modo estrecho la existencia de correlaciones entre las posibilidades tecnológicas, la organización política y las dinámicas territoriales.


    Haciendo un esfuerzo intelectual podríamos decir que hubo un planeta antes de la agricultura y otro luego de ella (pasamos del nomadismo a los asentamientos en zonas fértiles), un mundo antes de que Galileo/Copérnico nos ubicaran mejor en el espacio y en función de ello conociéramos mejor nuestro planeta, y otro posterior a ellos. Del mismo modo la mecanización (y la industrialización) cambió el mundo, y ahora estamos ante nuevas revoluciones del conocimiento que impactan de lleno en nuestras posibilidades y también en nuestra perspectiva de los espacios (como lugares de hábitat y fuentes de recursos).


    La Argentina próspera de inicios del siglo XX debe mucho de su éxito a un ensamble funcional en la dinámica político/territorial de la época, que no es objeto de este texto.


    Ahora bien, está claro que la organización política no ha sido siempre idéntica, y su evolución se ha debido (en parte) al modo en que la misma política incidió o pretendió incidir sobre el territorio. Esos procesos de transformación política, basados en el agotamiento de un modelo territorial preexistente, están ocurriendo en el mundo hoy, en tiempo real. La Argentina en su propio naufragio no ha tomado debida nota de ese mundo cambiante, que es al mismo tiempo una referencia, una oportunidad y un riesgo, según lo que nosotros hagamos con los elementos que nos son dados.


    Las transformaciones sobre la arquitectura estatal y sobre el diseño territorial ya están ocurriendo. Cualquier propuesta para el país que ignore la globalización, la sociedad red o el cambio de paradigma energético estará vacía de sentido.


    Para explicar mejor esto, en breve síntesis es recomendable describir la conformación del actual orden territorial.


    El inicio del actual orden


    La organización política es un producto histórico y tanto es así que han concurrido en la constitución del “Estado tal cual hoy y en este lugar lo conocemos” una serie de factores que justamente le otorgaron un basamento que ahora se encuentra en transformación. Y es un basamento donde lo “territorial” no estuvo en absoluto ajeno (este modelo de Estado que conocemos es sobre todo “un modelo de conformación territorial”). Los Estados nacionales son unos artificios que nos resultan cómodos para reflexionar, pero en absoluto son el único modelo de organización que podemos tener. Apenas poseen —en los más prolongados casos— tres o cuatro siglos de una hegemonía que tardaron en imponer, y para la cual contaron con la invaluable ayuda de transformaciones tecnológicas y necesidades económicas de búsqueda de escala e integración transterritorial. Las necesidades de escala y posibilidades técnicas fueron de la mano.


    El modelo de conformación territorial que es el Estado nacional (con todas las diferencias que hay entre cada uno de ellos) está basado en la idea racionalista de “un territorio, un gobierno” y en la medida de lo posible la conformación identitaria de un pueblo que se identifique con ambos. El ideal del Estado nacional tiene implícito un dilema: o bien se constituye en una fuerza homogénea o bien desde el “momento cero” debe resolver la gobernabilidad de lo diverso. Muchas veces la respuesta a tal dilema ha sido la imposición autoritaria.


    Contrariamente a lo que muchas veces se cree, no son los nacionalismos los que crearon los Estados, sino que fueron los Estados con su pulsión fundacional y diferenciadora los que crearon los nacionalismos.


    Por supuesto que hay casos muy exitosos de estados plurinacionales (Suiza, por ejemplo), lo que no impide que el modo de construcción estatal más recurrente haya sido el de asociar un lugar de pertenencia (“nuestra tierra”) con rasgos culturales comunes y una organización política que legitime esa vinculación.


    Entender la emergencia de los Estados nacionales nos puede ayudar a comprender este presente. Debemos remontarnos, aunque sea someramente, a la génesis por tres razones: a) se trata del modelo político de gestión territorial existente; b) en su conformación se conjugaron los cambios más trascendentes hasta la actualidad en materia de significación territorial a escala planetaria; c) su constitución fundó el modo de ver el mundo a través de nuevas categorías conceptuales.


    Antes de la existencia de los Estados nacionales, Europa era un continente fragmentado por miles de pequeños feudos con muy poca articulación entre sí. Las tareas de alta significación estatal (en aquel tiempo, sobre todo, la defensa de las ciudades y el control físico de la accesibilidad) estaban en manos de esos gobiernos de naturaleza local. El gobierno local era “el gobierno real”; poco o nada quedaba fuera de su alcance. En el espacio local se resolvía la vida. En ese espacio se daba un orden social de baja/nula movilidad, la mayoría de las cosas eran previsibles, eran escasas las articulaciones estatales. Como dato interesante cabe señalar que en muchos de esos lugares existía un artesanado/protoburguesía: un conjunto, por lo general pequeño, de propietarios de sus herramientas poseedores de un “saber hacer” con el cual satisfacían las necesidades de bienes y servicios en ese acotado espacio local.


    Esos feudos eran mayormente un pequeño mundo aislado, monocultural, previsible, un territorio limitado y una organización política muy simple, por lo general reducida al poder del señor, quien mantenía una lejana relación con casas reales débiles y distantes. Un Estado con casi nula organización funcional, con una fiscalidad simple y rústica, con fines vinculados a la supervivencia, con la defensa como rol central. Quizás abusando de la simplificación, podemos decir que los grandes descubrimientos geográficos de los siglos XV, XVI y XVII, y las transformaciones tecnológicas de los siglos XVII, XVIII y XIX que abrieron la puerta al industrialismo, fueron una buena combinación de situaciones para generar primero, y consolidar luego, un modelo de “agregación político-económico-cultural-territorial” que hemos denominado Estado nacional.


    Si bien es cierto que los descubrimientos geográficos fueron liderados por las potencias que ya habían logrado cierta cohesión territorial y consolidado una “pax posfeudal”, no es menos cierto que dicho proceso se reasegura con la amalgama de los recursos de origen colonial.


    Con claridad, el valor de un mundo espacialmente creciente como uno emergente, y de un mundo altamente “modificable” con las nuevas aportaciones tecnológicas, sumado al hecho concreto de los saltos de disponibilidad de recursos originados en las dos situaciones, ya sea por apropiación de recursos existentes en los territorios conquistados (colonialismo) o por el incremento de producción y productividad determinado por el uso de las (en ese momento) “nuevas tecnologías”, forzó una “ruptura generalizada de fronteras feudales o comarcales”.


    Aquellos fueron los días de la pasión por los mapas, sencillamente porque cambiaban mes a mes. Nuevos lugares, nuevos productos, nuevas posibilidades y la necesidad de adaptar la perspectiva, la visión y el sentido a un mundo verdaderamente nuevo. Se necesitó articular nuevo conocimiento y generar nuevas capacidades.


    Así el Estado aparece como una agregación “racional” que se edificó sobre territorios redefinidos y sobre identidades diversas; se trató de una nueva configuración del mundo a escala planetaria.


    El proceso demoró tres siglos, pero sin duda fue exitoso. La prueba categórica es que en algún momento naturalizamos unas fronteras, unas banderas, unos flujos de bienes agrarios e industriales, ciertas (ridículas) uniformidades culturales, e incluso naturalizamos estereotipos. Esa naturalización es la expresión más acabada del éxito del proceso de construcción política, que podemos llamar “la era de los Estados nacionales”.


    Los elementos que han caído en el olvido son de tal magnitud que pueden ayudarnos a comprender el cambio de época y poner en valor la relevancia del cambio civilizatorio que esa transformación significó. Por ejemplo, los centenares de lenguas que se hablaban en la actual Francia fueron combatidos y reemplazados por una lengua oficial, y en toda Europa el proceso fue casi idéntico. Ocurrieron cuestiones parecidas con las formas de medir, los modos de comer, las maneras de curar, con las incipientes instituciones económicas, etc.


    Los Estados nacionales fueron definiendo sus espacios, sus identidades, sus singularidades. La protoburguesía dotada de nuevas herramientas, de nuevos recursos, fue necesitando espacios (mercados), y en tal sentido se fue concibiendo la idea de “ruptura comarcal”. Se necesitaron fronteras más firmes (y ejércitos que las defiendan y eventualmente expandan), aduanas para impedir el acceso de productos que pueden realizarse fronteras adentro y sobre todo para gestionar un comercio en expansión, y una burocracia que sostenga reglas de funcionamiento económico y social más allá de la voluntad arbitraria de los monarcas. Lógicamente, también un sistema fiscal más estable y complejo que sostenga a ese ejército y a la burocracia estatal. Así la protoburguesía devino en burguesía (nacional) y contribuyó a crear una nueva organización política en reemplazo de aquel feudo comarcal: el Estado nacional de nuevos roles, vinculados a la expansión económica, a la conquista y defensa de mercados, al aseguramiento jurídico de la riqueza de nuevo cuño (patentes, marcas, derechos), al reconocimiento de derechos de comercio, etc.


    La estatidad que se construyó obviamente se dotó de la funcionalidad necesaria para responder a las necesidades sistémicas del “nuevo orden”, y la organización territorial también es un reflejo de una respuesta en idéntico sentido.


    Simplificando, descubrimientos geográficos, nuevas tecnologías, nuevos territorios, nueva organización política y un nuevo actor sociopolítico que construyó ese mundo: la burguesía nacional, artífice central del Estado nacional, un territorio que fue conformado para satisfacer sus necesidades de escala económica, organización política y hegemonía cultural.


    Las tres esferas igualmente importantes: un Estado nacional será un mercado, pero también una organización y el intento de ser una fuente de nueva pertenencia identitaria. Es sencilla y directa la asociación entre la aparición de una nueva “escala de producción y productividad” derivada de la mayor disponibilidad de insumos, sumados a la mayor capacidad tecnológica de transformarlos, con la necesidad de mercados ampliados y de una administración pública con otras prioridades y otra racionalidad. Aunque menos directa es la reflexión acerca de que esos mercados ampliados (expansión territorial, colonialismo) y el cambio de organización de la administración dan lugar a una estatidad modélica y funcional a una nueva economía de necesidades escalares, homogénea, capital-dependiente, con tendencia a la especialización (por requerimiento propio de la escala) y mayores dependencias logísticas (derivadas de la ampliación mercantil).


    El Estado nación como nuevo orden territorial terminó con la última experiencia de gobierno dominada desde “lo local” (el feudalismo).


    Frente a las transformaciones, “lo local” aparecía como pequeño, asfixiante y sobre todo disfuncional. Es clave entender esto de cara al futuro. Venimos de tres siglos donde las tareas estatales críticas le fueron quitadas al gobierno de proximidad. Ni la gestión monetaria, ni la estructura fiscal, ni las regulaciones laborales, ni la legislación penal, son atributos locales. Lo eran en el sencillo y rústico mundo feudal, lo dejaron de ser con el cambio de época. Cualquier reconfiguración en sentido contrario requiere no solo de reflexión, sino de muchas adecuaciones, a veces pasadas por alto.


    Digámoslo de nuevo: el Estado que hoy conocemos es una construcción histórica derivada de un sinnúmero de situaciones. Por supuesto que tal construcción histórica se apoyó en cuestiones preexistentes, pero es en sí una formación novedosa y diferenciada. Nunca antes la búsqueda de construcción de identidad fue tan evidente; nunca las relaciones entre la estructura técnico-económica y su correlato organizacional-estatal fueron tan notables.


    En este nuevo modelo de organización estatal obviamente el gobierno local ya no sería “todo” el gobierno, y las tareas de “alta criticidad” (sobre todo las regulaciones económicas y las relaciones internacionales) pasarían a manos de burocracias centrales crecientemente profesionales (las burguesías querían asegurarse la calidad y el control), quedando poco a poco en los espacios locales las tareas de proximidad asistencial, unas tareas que serán consideradas (injustamente) menores. Se trata de una verdadera reingeniería en materia de lo que hoy se denomina “gestión pública”; se inicia y se profundiza el camino de la “simplificación del gobierno local”.


    El gobierno local que ahora invocamos de modo mitológico, que se presenta como primer escalón de la formación estatal, no es más que un cliché en los Estados nacionales clásicos, que originalmente los han vaciado a favor de burocracias centrales, a cargo de los “grandes objetivos nacionales”, en el marco de procesos de concentración demográficos sin parangón anterior en la historia.


    A tal punto la evidencia nos pone de manifiesto esa correlación entre organización política y cambios tecnológicos que la forma de organizar las competencias estatales en sus diversos escalones territoriales (con independencia de las formas federales o no federales de gobierno) nos muestra una cierta “división del trabajo” de matriz industrial, como reflejando el verdadero cambio de época. El mundo emergente se organizaba desde la lógica industrial y nada escapaba a esos criterios.


    Cualquiera que haya gestionado un expediente en una burocracia pública tradicional comprenderá cabalmente lo expresado; básicamente el procesamiento de las decisiones públicas se fue modelando como una acumulación de decisiones parciales complementarias.


    Los Estados también se constituían como una “línea de montaje decisional”. Cada nivel jurisdiccional del Estado tomaba ciertas competencias, trasladando la complejidad hacia la cima de la pirámide, hasta el punto de que los espacios de intersección (o de competencias concurrentes) nunca son vistos como oportunidades de colaboración, sino como fuente de conflictos.


    La línea de montaje decisional explica en mucho el modo de decidir de los Estados, del mismo modo que la organización basada en la división de tareas y la especialización.


    La “línea de decisión” difiere de Estado a Estado, pero la lógica taylorista se fue instalando en todos los modos organizacionales. Así como el modelo feudal reflejaba cierto modo artesanal de organización pública, el nuevo Estado nacional emergente era industrial en su misma constitución organizativa; aun en aquellos lugares que solo copiaban los modelos de época.


    La burocracia estatal es a la organización político-institucional lo que el fordismo es a la industria.


    Hasta hace muy poco tiempo la cuestión local era una cuestión menor en la agenda de los Estados nacionales. Es justamente la aparición de temas vinculados a la gestión del territorio lo que devuelve protagonismo a los temas locales: el impacto local de grandes infraestructuras, las cuestiones ambientales, la fiscalidad en espacios conurbados de alta movilidad, la expansión de las ciudades y las deseconomías de escala, etc.


    Frente a ese escenario surge una pregunta obvia: si la Revolución Industrial contribuyó a producir semejante cambio en la organización política y en la gestión del territorio, ¿qué tipo de cambio producirá la actual revolución informacional, comparable a aquella en profundidad? ¿Podemos creer que el actual Estado podrá sobrevivir a estos cambios? ¿Y qué sucederá con el concepto de ciudadanía, tan asociado al Estado y a sus posibilidades de intervención en la asignación de recursos? ¿Qué cambios anticipatorios pueden pensarse? Por lo demás, aquella Revolución Industrial (al igual que la actual informacional) multiplicó de manera enorme los recursos económicos, generó posibilidades, aumentó las desigualdades, transformó regiones pobres en ricas y ricas en pobres, movió a la gente del campo a la ciudad, terminó con cuestiones que se creían inamovibles y abrió lugar a cuestiones impensadas. Desde su aparición se modificó la esencia de la conflictividad social, y la concepción de ciudadanía se transformó y amplió. Casi dos siglos después de la aparición de los talleres británicos, con un costo humano aún no suficientemente medido, el estado de bienestar


    (welfare state), además de lo obvio (un modelo de ampliación de beneficios sociales), no fue otra cosa que un esquema de gobernabilidad política y reasignación de esa nueva riqueza.


    La conflictividad social preindustrial tiene muy poco que ver con los nuevos actores, modelos de resolución de tensiones y agendas de la discusión industrial. En pocos años la conflictividad se trasladó a las fábricas, a la discusión de las rentas y a la conformación de lo que por mucho tiempo denominamos “conciencia social”.


    Los Estados nacionales industriales no solo superaron una crisis económica enorme luego de 1929, sino que dieron basamento a un proceso de legitimación política. Así podemos agregar un apéndice adicional a nuestra saga: “nuevos descubrimientos geográficos, nuevos territorios, nuevas tecnologías, nuevos actores sociales y sobre todo nueva ciudadanía” (en los Estados industriales avanzados), sostenida en un esquema de “control organizado de la conflictividad”.


    La arquitectura estatal que conocemos, de dominio territorial, soberanía excluyente, línea de montaje decisional, gobernabilidad del conflicto y ciudadanía social, está en jaque.


    Corresponde entonces una segunda pregunta: si desde la aparición del industrialismo a fines del siglo XVIII, con su potente reasignación de roles sociales y territoriales, con su carga de novedosa conflictividad social, los modelos de gobernabilidad sobre un fenómeno tan complejo tardaron ciento cincuenta años en construirse, ¿es posible, es deseable, construir el estado de bienestar de la economía informacional? Si se va en ese sentido, ¿cuánto tiempo nos llevará? ¿Qué organización política lo puede liderar? (Parece que el Estado nacional muestra toda su impotencia). ¿Qué actor social jugará el rol visionario/constructor de las burguesías en el advenimiento del industrialismo? De modo más pertinente, ¿reconstruiremos nuestro concepto de ciudadanía según las transformaciones en curso? ¿Qué dificultades resuelven las transformaciones tecnológicas y cuáles añaden en ese sentido?


    Con la economía informacional no solo aparecen nuevas actividades, actores sociales, formas de riqueza, modos de multiplicarla, valoraciones, también surgen y se constituyen “nuevos territorios” o territorialidades emergentes, que a la vez que reflejan la existencia de nuevos flujos y centralidades se exhiben como espacios de conflicto y de posibilidades. Se trata de un proceso aluvional, sobre el que pretendemos reflexionar en tiempo real. Son lugares en construcción por medio de definiciones infraestructurales, movimientos sociales y apropiaciones simbólicas. Unos lugares constituidos muchas veces desde lo político, otras desde lo económico y también desde lo cultural, que rompen la lógica de la contigüidad y que “estresan” las formaciones políticas preexistentes. Poco a poco cada vez son más los ejemplos que desde distintas ópticas nos muestran que el mundo está cambiando y cada lugar dentro de él: microrregiones informales, zonas monetarias no convergentes con alianzas políticas, ciudades transestatales en marcha (Malmö-Copenhague), revalorización de las ciudades nodo (Atlanta o Zaragoza, por ejemplo), potenciación de la visibilidad como fuente de valor y competitividad, organizaciones supranacionales, territorios de reserva universal, entre otros.


    Las revoluciones tecnológicas en marcha (a las TIC hay que sumarles, cuanto menos, la biotecnología y la nanotecnología) no solo cambian la forma de producir bienes y servicios, alteran modelos sociales, modifican la idea de escaso y abundante, de deseable e indeseable, y por supuesto, también alterarán (ya lo están haciendo) la organización estatal y la territorialidad.


    Las tendencias de los últimos cuarenta años en materia de rediseño de la organización empresarial clásicamente estructurada de modo vertical (cuyos orígenes están en el industrialismo de escala), el cambio relativo de los criterios de agregación de valor, y la localización de las actividades vinculadas a los segmentos críticos del proceso productivo (mayor peso del marketing, las patentes, la logística, los servicios empresariales, etc., sobre la producción en su concepción tradicional), están produciendo, de modo evidente, cambios en la organización territorial, y de modo menos evidente, necesidades adaptativas de la organización estatal.


    Hay una relación entre los cambios en las dinámicas territoriales y la competencia política por medio de adaptaciones institucionales.


    Lo primero (las dinámicas territoriales) incrementa la dependencia de transportes y logística, demanda control espacial y gobernabilidad, requiere de un gerenciamiento transcultural, reduce riesgos en la organización empresarial central, pero incrementa las necesidades de coordinación, incrementa la vulnerabilidad a los cambios en cada uno de los territorios sobreespecializados (en sus infraestructuras, en la calificación de sus recursos humanos, etc.). Lo segundo (los diferenciales de calidad de Estado, derivado de las adaptaciones institucionales) determina la localización según ventajas competitivas estrictas a una etapa del proceso productivo, tiende a profundizar la ruptura entre territorios extractivos y territorios creativos. Así se concentran trabajos descalificados, pasivos ambientales, conflictos potenciales, por un lado, y actividad creativa, gobernabilidad democrática, derechos garantizados, por otro.


    Este es el verdadero dilema que pone en tensión la reconfiguración territorial global contemporánea. Este es el ámbito en el que debería darse el debate productivo y territorial argentino de cara a los 50M.


    La Argentina, en mi modo de ver, no debería renunciar a aprovechar ningún activo. Nos corresponde a los actores institucionales colocar el marco de reflexión y las respuestas adecuadas para que tal aprovechamiento no resulte predatorio, sino calificador.


    Si el territorio siempre fue un sistema (aun las minúsculas aldeas medievales lo eran), ahora las redes lo resistematizan todavía más, con nuevas inclusiones y fragmentaciones, con nuevas dependencias, con nuevos modos de armar y desarmar vínculos, con la información como lazo invisible. Como nunca, descubriremos que heredamos la topografía, pero si logramos comprender su lógica, podemos construir el territorio. El territorio no es un atavismo ni una fatalidad, y podemos hacerlo inclusivo y sustentable o no. En tal caso estamos hablando de una lucha política por la apropiación y la gestión del territorio en un sentido racional del término. Estamos en un proceso de resistematización territorial. Cada vez más se verificará la fuerza de esta infraestructura interactiva que es Internet y su impacto en la movilidad, y cada vez más veremos cómo se transforma nuestra cultura sedentaria en esta especie de nuevo nomadismo entre lugares distintos de trabajo, contacto y relación. Se ha acelerado de manera increíble un proceso de cambio paradigmático en la movilidad humana que llevaba siglos de incubación. Pero ahora una sumatoria de factores hacen incontenible el crecimiento de este flujo (que solo una espiral bélica que transforme en extremadamente riesgosa la movilidad, un escenario de pandemia crónico o un salto exuberante del costo de los combustibles podrán detener) que construye relaciones y define territorios.


    Se mueven (de modo electrónico) las inversiones, también y en forma acelerada los migrantes y (por ahora) cada vez más los turistas. Todos esos movimientos impactan y lo hacen más intensamente porque acceden a mayor información y sus movimientos no son totalmente “a la deriva”. Tanto es así que se está conformando un estatus creciente de derechos que protegen su movilidad (protociudadanía global), porque cada vez más conocen la lengua de destino, pueden comunicarse mejor, etc. Se va construyendo una cultura que, con base en la información, ha quitado al movimiento entre territorios (ciudades o países) del lugar tabú de las decisiones in extremis y lo está colocando en el lugar de las decisiones ordinarias (informarse, prepararse, ir, volver, probar, cambiar, mantener el movimiento como parte de un nuevo modo de pertenencia, etc.). Hábitat fluido, disputa de talentos y control de la información serán términos que leeremos más a menudo.


    Qué difícil aparece la gestión del territorio en tiempos de alta movilidad. La idea misma de lo local se modifica y entra en crisis. Con todo, es una idea que se mantiene como fuente de identidad, como referencia; las relaciones primarias tienen sin duda un impacto político y no desaparecen (la lengua, el lugar de origen). La globalización ha reconfirmado el peso de los lugares en nuestras vidas.


    Lo local que emerge, a diferencia del feudalismo medieval, es lo local conectado, partícipe de una cultura global. No se trata de aislamiento, sino de modos de vinculación, basados en compartir un estatus común y un sentido diferenciado.


    Claramente emergen territorios nuevos (aunque siempre hayan existido), porque su rol y su significación son nuevos y su organización política se está transformando. Son territorios que se definen como parte de una red, y como tal prescinden de la contigüidad y de la identidad común. Quizás corresponda preguntarse si este modelo movilidad-dependiente es sostenible ambiental y socialmente, y también corresponda interrogarse, frente a tanto movimiento, qué sucederá con el ejercicio de la ciudadanía.


    Es solo parcialmente aceptable que la respuesta de adaptación estatal a este estrés que nos acarrea el cambio tecnológico sea la de crear unidades políticas globales o transnacionales. En el mejor de los casos, y es deseable que así suceda, esas nuevas arquitecturas políticas (como lo está intentando ser la Unión Europea) intentan satisfacer el rol importantísimo del Estado-representación, pero mucho menos es su adaptación sobre el rol del Estado-administración, que es el verdaderamente golpeado por las modificaciones tecnológicas. Tratamos de administrar Estados que justamente no pueden administrar una realidad tecnológica que los excede. Nuestros Estados parecen no comprender, no orientar, no controlar. Y es así porque no se trata solo de modificar la escala política; lo que está ocurriendo obliga a revisar esencialmente los conceptos de Estado y ciudadanía. Las ideas de soberanía excluyente y de gestión agregativa están en crisis.


    En un sentido parece inevitable que el cambio de escala de las unidades políticas sea una actitud adaptativa y deseable que conlleve aspectos políticos sustantivos (asignaciones territoriales de recursos, modos de resolución de conflictos, concepción infraestructural del territorio y favorecer la inevitable expansión de la cultura global). En otro sentido, puesto el Estado como aparato de representación democrática, frente a fenómenos que lo superan, ve desgranada su legitimidad por impotencia, parece que resulta necesario algo más que el cambio de escala en el Estado.


    Pongamos ejemplos. ¿Tiene derecho un grupo de resistentes islandeses a bloquear una actividad económica en Groenlandia con el argumento de que “el planeta es de todos y debemos cuidarlo”? Si así fuera, ¿tendríamos derecho los latinoamericanos a algún tipo de incidencia en la elección del presidente de los Estados Unidos porque sus decisiones nos afectarán? ¿Puede/debe el Estado controlar los flujos de información que las grandes empresas tecnológicas gestionan (o el uso de esta)?


    Nos corresponde un rediseño, sobre el que aún nos faltan elementos. En ese rediseño hay que pensar de nuevo lo local, no como rémora, sino como oportunidad.


    La Argentina vive tildada en su necesidad de conseguir un “modelo nacional”. ¿Y si en vez de eso logramos que doscientas ciudades, con más responsabilidades, más recursos y mejor visión se integren a procesos globales?


    Veamos desde dónde arrancamos. En América Latina en general, y en la Argentina en particular, los gobiernos locales que conocemos no pueden (no poseen herramientas, ni estructura discursiva, ni organización, etc.) hacer frente al fenómeno de las emergencias territoriales y la multiplicación de los flujos, de difícil gobernabilidad, geometría variable, con todas sus manifestaciones: ciudades-dormitorio, fronteras calientes, metrópolis ingobernables, conurbaciones, deslocalizaciones, etc.


    No pueden en América Latina. Con dificultad intentan cosas interesantes en contextos más favorables, pero igualmente muy difíciles, en Europa y en Estados Unidos y Canadá. Se trata de un agotamiento preocupante.


    Las propuestas más sensatas van por aprovechar y no resistir a la tecnología y construir modelos de “gobernanza multinivel”, en los que todos los niveles de gobierno deben tomar en sus manos el asunto de la creciente fragmentación territorial. Gestionar articulando niveles del Estado, evitando superposiciones, usando más intensamente la información y operando de modo más transparente, es la alternativa más alineada con las ideas de época. Pasar de la gestión agregativa a la gestión colaborativa, reconocer la posibilidad de revisar el concepto de soberanía, etc.


    Así como señalamos arriba que la organización taylorista había influido en la conformación organizacional del Estado-nación, es la calidad total la que debe influir en la conformación del sector público de la sociedad-red.


    De lo contrario, el camino de la frustración puede graficarse: para el caso argentino, la sumatoria de una organización económica centralista con las exiguas disponibilidades fiscales de los gobiernos locales (el 5% del gasto público consolidado lo ejecutan las tesorerías de los más de dos mil trescientos municipios y comunas, exceptuando la ciudad de Buenos Aires), que además ahora llevan en su mochila la carga de una agenda pública cada vez más pesada. Con un poco más de financiamiento, la situación es similar en México y Brasil. En algún sentido, parece una verdadera trampa política concebida conspirativamente, que el momento de mayor reconocimiento discursivo de los gobiernos locales conviva con posibilidades realmente exiguas.


    Junto con los libros y las posiciones a favor del desarrollo local, hay una realidad política bastante menos promisoria. Además, vuelven a aparecer tensiones territoriales que muestran la debilidad del Estado nacional para arbitrar mecanismos de cohesión territorial (los casos más notables son Santa Cruz de la Sierra en Bolivia, Guayaquil en Ecuador). Y no queremos simplificar diciendo que se trata de “regiones ricas que no quieren compartir”; más bien creemos que son “Estados débiles que no pueden coordinar”.


    Si nos atrevemos a conjugar ambas reflexiones, no podemos más que comprobar el colapso inevitable entre las nuevas tendencias territoriales crecientes y las posibilidades limitadas de intervención de gobiernos locales, testigos absortos de procesos de relocalización, urbanización anárquica y creciente, complejidad de servicios para brindar, coexistencia espacial de actividades antagónicas, etc.


    Son problemas cada vez más grandes para gobiernos cuyo lugar en la división territorial del trabajo de la era industrial fue la gestión simplificada de la proximidad asistencial (higiene urbana, servicios básicos, entre otros). Unos problemas que, resulta evidente, deben resolverse desde otra concepción del Estado. No aquel de la división territorial de tareas, sino desde una nueva visión basada en la convergencia funcional de niveles del Estado sobre un mismo problema (gobernanza multinivel).


    En América Latina no corresponde hablar solo de gobiernos locales pobres —que muchos lo son—, sino de gobiernos locales limitados en sus competencias, sus prácticas, su calidad organizativa. Tanto es así que tales limitaciones han ido instalando la idea perversa de que todo lo bueno o lo malo puede venir de afuera, sin capacidad alguna de construir poder, soluciones o respuestas locales. Nuestros “buenos” gobiernos locales parecen ser los que más cosas consiguen, no los que mejores condiciones instalan. Los casos diferentes con los que nos hinchamos el pecho (por ejemplo, Tandil) no dejan de ser la excepción a un modelo que ha limitado las posibilidades de lo local.


    Pero nuestra visión alternativa es optimista. ¿Acaso no podemos pensar que lo que se está modificando es la matriz misma del modelo de estatidad? ¿Acaso la visión piramidal del Estado-nación no podrá dar lugar a la aparición (parangonando aquel cambio, tironeado desde el industrialismo) del Estado-red y de nuevos modos de gestión territorial y de distribuciones competenciales y formas de apropiación de la agenda pública?


    En tal caso, más que “fortalecer los gobiernos locales” el desafío es repensar el Estado a la luz de los datos evidentes de una realidad cambiante: mayor movilidad, más información, posibilidades de gestión asociada en plataformas virtuales, incremento de las posibilidades de intervención mediadas tecnológicamente y, de manera paralela, incremento de las posibilidades de control, etc.


    No es estrictamente lo mismo que los gobiernos locales dispongan de más recursos o más competencias (como si eso pudiera suceder de modo mágico, sin que nadie lo resista) que pensar en el diseño articulado de políticas públicas de modo convergente, haciendo de los espacios políticos locales organizaciones de mayor funcionalidad, y también —por qué no decirlo— de mayor responsabilidad. Salir del modelo de división territorial/competencial taylorista y migrar hacia un modelo de convergencia funcional requiere de nuevas reflexiones normativas, mayor valoración de la colaboración, compartir lenguajes, aceptar estándares. Se trata de un cambio verdaderamente estratégico.


    La retícula estatal pone en juego la idea misma de frontera, lo que significa no solo borrarla administrativamente de los mapas, sino intentar borrarla de los cotos que sin duda (en algún sentido) son las administraciones públicas. No se trata de una cuestión de ingenua mirada minimalista a favor de la proximidad, sino de incrementar los niveles de gobernabilidad. No será posible gobernar los nuevos fenómenos con el viejo paradigma. ¿Es acaso la única opción de los gobiernos locales (y las sociedades civiles locales) mantener una parroquiana actitud refractaria frente a cualquier propuesta de impacto territorial que viene desde afuera? Sobre todo, en tiempos de grandes modificaciones acerca de las ideas de “adentro” y “afuera”.


    Quizás una de las pocas alternativas viables para incrementar los procesos de cohesión territorial (entendidos como las intervenciones públicas que permiten generar condiciones de reequilibrio para evitar asimetrías territoriales, con impacto decisivo en la calidad del ejercicio de la ciudadanía) sea incrementar la incidencia de esos actores locales sobre las decisiones. Lo que es mucho más que fortalecer los gobiernos locales; es cambiar el modo de decidir y pensar los territorios y sus correlaciones. El modo de gestión basado en la convergencia funcional de distintos niveles del Estado es creciente. De hecho, resulta muy común en la Europa comunitaria, donde es normal que existan programas financiados por el Viejo Continente que se gestionan a nivel de gobiernos locales en procura de unos estándares pactados y establecidos a nivel de Estados nacionales. Debe señalarse, sin embargo, que la mecánica de actuación es imposible sin la asistencia de las TIC. Sencillamente se trata de que todos los niveles de gobierno incidan sobre todos los temas de la agenda pública desde distintas funciones (financiador, diseñador, controlador, etc.). Obviamente, esta mecánica desplaza la gestión basada en las divisiones de funciones (al modo taylorista), donde cada nivel de gobierno “se especializaba” en un tramo de la agenda pública, conforme a eventuales ventajas de proximidad (especialización que redujo a los gobiernos locales a meros limpiadores).


    La evidencia de un agotamiento (el viejo modelo) y una emergencia (el nuevo) parece clara; pero ¿acaso podrá el Estado nacional sostener su rol de reequilibrador territorial? La cohesión territorial será la tarea de mayor criticidad de los Estados nacionales. Superada la etapa que lo justificaba para la protección de los mercados a las burguesías, y cada vez menos significativo como fuente de identidad cultural, el Estado nacional puede (y debe) sostener su rol de garante del ejercicio de una ciudadanía relativamente similar, a pesar de las diversidades locales.


    Al contrario de las tendencias dominantes, que nos muestran un crecimiento exuberante de modos de vida indiferenciados y una ciudadanía fragmentada, sería deseable hacer posible la existencia de modos de vida diferenciados, que reflejen la riquísima pluralidad cultural que diez mil años de vida civilizada nos han legado, y la posibilidad del ejercicio de una ciudadanía más homogénea. Y ese rol incumplido es suficiente para sostener al Estado con una tarea justificante. El sentido último de intentar modos de organización de la producción, de organización política, de rescate de valores identitarios que puedan denominarse “políticas de desarrollo local”, tiene que ver con posibilitar el ejercicio de la ciudadanía de los más diversos modos.


    Los procesos que hemos llamado de “convergencia funcional” no son una exclusividad europea (aunque allí es más usual) y crecen en muchos Estados. Se trata de fenómenos por demás interesantes, donde los niveles de gobierno cobran y pierden protagonismo a la luz de nuevos modos de concebir y diseñar las políticas públicas. La convergencia funcional opera como un modo de incrementar la eficiencia de gestión e incidir sobre las políticas locales sin desplazar el rol de los gobiernos locales, y hasta permite mejorar la comparabilidad de las acciones públicas. Además, el Estado-red para funcionar necesita tratar los espacios locales de modo diferenciado, porque no existe el gobierno local, sino una infinita pluralidad de tradiciones, posibilidades y dificultades que constituyen los gobiernos locales en su laberinto.


    Con todo, existe un problema funcional: ¿quién está jugando el rol que jugaron las burguesías nacionales en la formación de los Estados nacionales? ¿Quiénes definen hoy los nuevos territorios? ¿Quiénes presionan las formaciones políticas, produciendo rupturas y agregaciones? Sin agente no habrá modificaciones; son los agentes los que conforman y se conforman en un sistema. El agente emergente es (aparentemente) el emprendedor global que vive y trabaja conectado a Internet, que en cualquier momento y lugar (aunque tenga distinta lengua materna) lee los mismos textos (en inglés); cuya referencia en cualquier ciudad significativa son el aeropuerto y sus frecuencias (conectividad), el barrio financiero o el centro de diseño (trabajo); sus lugares de ocio relativamente similares (con los clichés urbanos); sus modos de consumo semejantes, los hábitos que se imitan. El emprendedor global reúne las condiciones de pertenencia institucional a un nuevo modo de relaciones transterritoriales, las que paradójicamente impactan fuerte sobre sus modos de actuación y de vida. Es a la vez constructor y afectado, dispone de excedente económico y organizacional para revisar aspectos de la nueva realidad emergente, y en forma anárquica lo hace (cuestiona) al tiempo que la sostiene (fundamenta). El emprendedor global está construyendo una red de información, pertenencia y decisión, con lugares, referencias y cultura nuevos. Es probable que, en poco tiempo, con espacios de arbitraje y protogobierno. Quizás, a diferencia de lo que ocurrió con la creación de los Estados nacionales (que fueron resistidos por decenas de pueblos que tenían su lengua, su identidad, su autogobierno, mejores o peores, pero propios), una sociedad civil también de escala global pueda cuestionar o contribuir a repensar el orden territorial emergente. Esa sociedad civil y ese emprendedor global, más allá de sus roles funcionales, no son universos mutuamente excluyentes. Los mismos gerentes que dan vida a territorios integrados, en torno a nuevos soportes tecnológicos y nuevos intereses, aúnan en su rol ciudadano crecientes espacios asociativos que desde algún lugar cuestionan esta transformación civilizadora de final incierto y verdaderamente sorprendente.


    La plataforma cultural sobre la que se mueven las decisiones es compleja y contradictoria. Hay, sin dudarlo, una disputa en el mejor sentido del término, ya no expresada de modo tan directo como entre dueños de medios de producción y explotados, sino entre los que conciben un mundo abierto de ciudadanos constructores de gobiernos, activos, tolerantes y receptivos a estímulos múltiples, y quienes desean un mundo más predecible y controlado, cualquiera sea el costo de ello.


    Complejidad versus simplicidad. La disyuntiva entre un mundo complejo y estimulante o la dominancia de lo simple y al mismo tiempo excluyente. No deja de ser un nuevo capítulo de la lucha entre las tendencias naturales de la historia y los que creen en la capacidad relativa del hombre de incidir en tales tendencias. En ese contexto también surgirá una nueva ciudadanía y conflictos vinculados con las nuevas asignaturas. Una ciudadanía que pondrá en cuestión temas como movilidad, relaciones con administraciones convergentes, inclusión digital, plurilingüismo, identidad, pertenencia territorial, control de los flujos de información, entre otros.


    La cuestión en juego ya poco tendrá que ver con la autonomía local y mucho más con la pertenencia a redes de decisión. La ciudadanía se vinculará mucho con la movilidad (o su imposibilidad), y los espacios de gestión pública serán crecientemente concertados caso por caso. Quizás los mapas del futuro reflejen mucho más los flujos que los stocks y cambien nuestras ideas sobre lo cercano y lo lejano. La transformación es una oportunidad y un riesgo. No se trata de mirar modelos; nos queda la tarea de no repetirnos a nosotros mismos y reconquistar el mundo para una ciudadanía inclusiva, de ejercicio pleno (y diverso) en todo lugar.


    En ese mundo que cambia es donde la Argentina tiene que hacer su reforma territorial, para transformarse en una red de ciudades innovadoras, productivas, creativas, sostenibles, justas, democráticas y abiertas.


    Nuestra identidad debe volver a vincularse a la diversidad, lo contemporáneo y lo universal. Recrear espacios locales de alta calidad no nos hace más localistas, sino más actuales y vanguardistas.

  


  
    8. Gobernar es poblar bien


    Ya vimos que los cambios territoriales son procesos históricos, no son un resultado arbitrario, y que su comprensión no es una nimiedad, a los fines de poder incidir en ellos. Así como proponemos que la Argentina mire el futuro desde allí, no es ocioso saber cómo nuestro territorio nacional se conformó hasta hoy, al menos el trazo grueso de procesos que han sido muy complejos y sinuosos.


    El origen


    Desde sus orígenes como nación nuestro país vive debatiendo su demografía y orden territorial. En algunos momentos tal cuestión ocupó el centro de la escena. Así, al elegir el modo federal de gobierno, al diseñar el trazado ferroviario, al impulsar la inmigración e, incluso en el siglo XX, al disponer específicas legislaciones de promoción fiscal en beneficio de provincias relativamente relegadas, siempre estuvo en juego una cierta idea de cómo queremos ocupar y aprovechar nuestro territorio. Hemos fracasado. Nadie sostiene como bueno que en un país relativamente despoblado como el nuestro (según el último censo —exceptuando la porción antártica del territorio— somos menos de veinte habitantes por kilómetro cuadrado) deban convivir metrópolis ingobernables con espacios casi desiertos.


    Es un fracaso y también la manifestación de otras anomalías que lo explican. No debemos olvidar que si en su momento nos dimos una organización política federal fue porque creíamos que “ese modelo” era el mejor para garantizar dos cosas: un nivel de autogobierno importante por parte de las provincias, e implícitamente niveles de desarrollo no desiguales de modo irracional. Un siglo y medio después, ante la evidencia, debemos ponernos a revisar las bases de nuestra demografía y modelo territorial.


    Es duro decirlo, pero nuestro modelo federal ha fracasado. Lo condenó una cultura política que usó abusivamente el término “federalismo” como bandera de reclamo y no convocatoria a la responsabilidad que el autogobierno supone.


    Las dos grandes oleadas demográficas constitutivas del país están profundamente enraizadas en la historia argentina. Al momento del dictado de la Constitución Nacional, el territorio nacional no estaba plenamente bajo el dominio del Estado. Algunos lugares resultaban inaccesibles, otros eran ocupados por pueblos originarios (que obviamente se autogobernaban al margen de los fenómenos que acaecían en las ciudades), e incluso existían espacios vacíos sin otra explicación, que completaban la geografía en la que resaltaban los catorce cabildos.


    Las campañas “contra los indios” (la patagónica y la del Chaco) fueron la expresión más categórica de la emergencia de un Estado que se propuso controlar el territorio, y por supuesto el modelo real de asignación del nuevo espacio conquistado resultó ser una manifestación de los valores en los que se asentaba la iniciativa. Ese proceso reconfigura la espacialidad y las posibilidades económicas del país, al tiempo que constituirá el fundamento de un modelo económico que luego se construiría. Ese primer momento se completa con el trazado ferroviario, la promoción de la inmigración y la enorme apertura comercial. La segunda oleada está vinculada al período económico de sustitución de importaciones, un modelo que surgió como respuesta a la crisis del 29, y que tuvo sus pilares en la promoción de la industria, la protección económica y una ampliación y modificación de los roles estatales


    En ambos casos, con sus diferencias, la dirigencia sociopolítica (sin caer en un relato naif) actuó con una visión marcada por la intención de dotar de un rol protagónico al país, con la comprensión de que una geografía vacía no podía ser sustento de un proyecto político consistente.


    La geografía fue la obsesión de todas las civilizaciones que han dejado una marca en la historia. Comprender, adaptar y gobernar el territorio siempre ha sido un desafío y se ha intervenido sobre este de miles de maneras, pero nunca se ha prescindido de su relevancia, ni se ha dejado su evolución librada al azar.


    Durante el primero de esos momentos (1860-1930), la decisión y la necesidad de vincular la pampa húmeda a la economía mundial impulsaron la generación de un soporte infraestructural (ferrocarriles, puertos, etc.) muy significativo, que agregó ventajas competitivas enormes (añadidas a las naturales) y rompió un frágil equilibrio preexistente a ese tiempo. Así Buenos Aires se convirtió en el centro de servicios de un hinterland de importancia global. El fin de las guerras internas, el ferrocarril, la inmigración y la alianza con Gran Bretaña signaron la transformación económica, sociodemográfica y territorial.


    En ese momento histórico el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) emerge como centro funcional a esa economía transformada, como urbe de servicios complejos, como espacio de concentración necesaria para un aparato productivo de otra complejidad (bolsas, bancos, seguros, acopios, oficinas de traducciones, sedes de tribunales, etc.).


    La concentración muestra al mismo tiempo los problemas del cambio y las ventajas de las economías de escala. Como dato de color para situarnos en un marco por ese entonces (censo de 1895), el país contaba con 4.050.000 habitantes y el AMBA con 663.000 (el 15%). Mientras tanto el mundo (en 1900) rozaba los 1500 millones.


    Cerrado el ciclo agroexportador, la Argentina vivió unos sesenta años (entre 1930 y 1990, con sus idas y vueltas) en el marco de un proceso controvertido de “industrialización sustitutiva”.


    El ciclo agroexportador se inspiró en reflexiones, ciertas o no, sobre el dominio geográfico, la integración del país al mundo, la ruptura con las visiones hispánicas tradicionalistas y regulatorias y la valorización de la Ilustración. El ciclo de industrialización sustitutiva tuvo su propio relato conceptual en la necesidad de autarquía frente a un mundo convulso, la mayor generación de empleos, una cosmovisión que asociaba la incorporación de conocimiento al proceso productivo exclusivamente con la industria y sobre todo (a partir de la Segunda Guerra Mundial y muy fuerte desde la creación de la Cepal) la idea de que la ruptura con un orden colonial preexistente requería la conformación de un tejido industrial que pudiera sortear el problema del deterioro progresivo de los términos de intercambio (el aumento del precio relativo de los productos que se importan frente al deterioro progresivo del precio de los productos que se exportan).


    Lo cierto es que, una vez modificado el modelo agroexportador, dos factores se conjugaron para profundizar la concentración metropolitana: la lógica de la “economía de aglomeración”, ahora con mayor relevancia —naturalmente— en la lógica industrial, y que el grueso de las políticas públicas promocionales (hasta la década de los setenta, casi todas) se llevaban adelante sin una “reflexión territorial explícita”. Por lo tanto, cualquier política de estímulo al consumo o a la inversión terminaba profundizando la tendencia, y requiriendo entonces mayores infraestructuras, servicios públicos, etc., en las áreas metropolitanas, sobre todo en el AMBA de Buenos Aires.


    La macrocefalia argentina nació de las ventajas competitivas de la pampa húmeda, pero se consolidó en un modelo industrialista gestionado con visión cortoplacista.


    Las políticas “proindustriales” han mostrado resultados diversos, pero es incuestionable que el AMBA manifestó su potencial no solo porque terminó de definirse como centro económico del país, sino que justamente a lo largo del tiempo se dotó de un conjunto de activos que operaron como estimulante indirecto de la inversión privada y promotor de condiciones de vida adecuadas para un porcentaje importante de la población.


    La atracción del AMBA fue la suma de las ventajas heredadas, del modelo protectorio y del costo enorme que pagaron las economías con proyección global relegadas por una cultura política que identificó a la industria como única alternativa de agregación de valor. El industrialismo argentino tiene sus claroscuros, pero sin duda relegar los servicios sofisticados y las actividades de base agraria a tareas menores ha sido una limitación conceptual y una tara que ha conspirado (y mucho) contra un mejor orden territorial.


    Hay un dato demográfico que opera de manera idéntica en ambos períodos (agroexportador e industrialista), aunque con diferente intensidad: la Argentina recepta inmigración de un modo decididamente sustancial como porcentaje de su población, y la tempranamente débil tasa de natalidad es suplida por el aporte inmigratorio.


    La actualidad


    Hoy los problemas de gobernabilidad metropolitana, el desaprovechado buen momento potencial que tendría la economía pampeana (y otros espacios rurales) y el contexto demográfico global ameritan colocar este tema en la agenda pública.


    La emergencia industrial del Sudeste Asiático desde principios de la década de los ochenta, el ingreso de China a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) en los tempranos 2000 y la enorme presión de 7500 millones de demandantes de alimentos, en un planeta que no puede seguir sacrificando entornos naturales, han sido el telón de fondo del fin de las apreciaciones de la Cepal sobre el deterioro de los términos de intercambio, y por supuesto una oportunidad inmejorable para el rediseño territorial de la Argentina.


    Pero debemos aclarar que esta cuestión poco tiene que ver con el sueño romántico antiurbano. Reconfigurar territorialmente el país de un modo exitoso es pensar la inmigración, las infraestructuras, el sistema educativo, los servicios de proximidad, el acceso al suelo urbano, etc.


    Nuestro particular desafío: un país casi vacío y una metrópolis tan “condicionante” (incluso condicionante del proceso político) coexisten con un mundo ávido de espacios.


    Hay sin duda muchas restricciones estructurales para llevar adelante un modelo de ocupación del territorio que permita lograr los objetivos que una buena distribución espacial debería proveer, y sin la comprensión de estas, las posibilidades de una intervención eficiente son nulas.


    Quizás las más importante son las limitantes conceptuales:


     


    1) La primera de ellas tiene que ver con identificar esta cuestión como una tensión entre “ciudad y campo”. Si en algún momento logramos revertir la actual macrocefalia será porque decenas o cientos de ciudades distintas a Buenos Aires, Rosario o Córdoba, y sus respectivas conurbaciones, adquieren un dinamismo marcado y logran crecer sostenida (y calificadamente) muy por encima del promedio nacional. Es decir, la alternativa a la macrocefalia no es “la vuelta al campo”, sino que nuestras ciudades medianas y pequeñas puedan resultar atractivas, retener población, brindar servicios calificados, contribuir a la competitividad de su entorno, etc.
En síntesis, para que la Argentina reequilibre su territorio deben darse un conjunto de políticas de inversión, sociales y demográficas. Para ello hay que entender y construir vínculos sinérgicos entre las ciudades y sus entornos, y por supuesto romper el mito que pregona la “ociosidad” de las ciudades. Todos los espacios bien gestionados contribuyen a ampliar nuestras cadenas de valor; incluso hasta para el crecimiento de nuestro potencial agrario se requiere de la existencia de nodos logísticos próximos, servicios profesionales, centros de provisión y reparación de máquinas, laboratorios de investigación y decenas de actividades propiamente urbanas.
Comprender la organización territorial como una red de nodos urbanos, de distintas escalas, complementarios y al mismo tiempo funcionales, parece sencillo, pero no lo es. Lo dicho no significa relegar el campo, sino resignificar la totalidad del territorio.
Sin duda que el carácter de unas ciudades cuya economía depende de su entorno agrario no es el mismo que el de una metrópolis global. Pero debemos comprender que ciudades pequeñas o medianas pueden cumplir acabada y suficientemente sus roles, siendo excelentes ciudades con servicios adecuados, vinculadas a otras ciudades mayores y menores en un sistema donde pueden dar respuesta eficiente a muchas cuestiones de la vida económica y social, y por supuesto tener una razonable integración a un sistema territorial del que forman parte. Cien, doscientas o más ciudades argentinas de entre diez mil y doscientos mil habitantes podrían retener a un altísimo porcentaje de su población y atraer migración, para el caso de darnos una política seria, consistente, sostenida en el tiempo. Una política con una decena de instrumentos (oferta de suelo, sofisticación de servicios, conectividad física, etc.) de acuerdo con los requerimientos puntuales de cada una de ellas.
No se necesitan promociones genéricas que distribuyen rentas arbitrariamente. Se requiere de una visión del mundo contemporáneo, las posibilidades globales y una respuesta ciudad por ciudad de generación de entornos normativos y bienes públicos que incrementen la productividad. Un programa de corresponsabilidades, donde no se trata de un Estado federal “bajando” cosas, sino de un gobierno multinivel generando condiciones de atracción económica.
Con las condiciones de hoy, parece impensable que un número significativo de esas ciudades crezcan al doble o triple del país y se constituyan en interesantes para retener población, convocar a otros argentinos e incluso a inmigrantes. Uno de los problemas del descalabro territorial argentino es que el AMBA (que ahora es ya el 40% de la población total del país) concentra un porcentaje desorbitado de la inmigración que el país recibe, cuando deberíamos gestionar su mejor distribución.


     


    2) La segunda restricción conceptual es la ausencia en el debate público de una más específica comprensión política de las tendencias demográficas. Conocer con precisión los correlatos entre salarios y arraigo (tanto en épocas expansivas como recesivas), y el impacto de nuevos servicios públicos sobre el afincamiento. Entender las tendencias actuales en materia de hábitat, el impacto sobre la locación que significa el teletrabajo (se calcula que para 2035, un cuarto de la fuerza laboral global podrá gestionar al menos el 75% de su tiempo de trabajo a distancia), la evolución vegetativa. Si fuera necesario ensayar puntualmente políticas de contratendencias para su evaluación (cómo impacta la oferta de vivienda pública, cómo el subsidio a los servicios públicos, cómo la facilidad de acceso al suelo, cómo los subsidios de asignación económica directa, etc.). Todo ello es clave, porque una ocupación inteligente del territorio tiene repercusiones sobre la gobernabilidad y el reequilibrio de las relaciones entre provincias, y entre las provincias y la nación, y eventualmente estimula el mejor aprovechamiento de los recursos.
Esos objetivos no pueden apoyarse en prejuicios, posiciones desinformadas o particularismos, tampoco en una visión voluntarista o en simplificaciones.
Una gestión inteligente del territorio reconoce al mercado e intenta ver más allá de este. La Argentina lo hizo muchas veces, como cuando consolidó su dominio territorial, cuando se atrevió a regar el valle del Río Negro, cuando luego de un terremoto la ciudad de Mendoza decidió modernizarse, etc. No fue el mercado, y tampoco fueron iniciativas contra el mercado. Fue una visión que amplió las posibilidades económicas del país. Una visión que supo mirar las posibilidades que el territorio brindaba.
Que la enorme mayoría de las políticas públicas federales actuales consideren al territorio como un espacio homogéneo es algo que debería abandonarse.


     


    A todo lo dicho hay que agregarle dos datos muy significativos. La emergencia inevitable de un nuevo modelo económico, no solo vinculado a la economía del conocimiento, sino a la economía de la sostenibilidad, de la movilidad responsable y de un uso razonable de la energía.


    La industria requería de la “escala” para su eficiencia (y lo sigue haciendo), que explica la “explosión urbana” asociada al industrialismo. Las ciudades del futuro serán aquellas de la calidad de vida, que asocien a sus capacidades productivas la investigación, la logística inteligente, los servicios avanzados, el cuidado del ambiente, la industrialización por repetición de base biológica aplicando los conocimientos de las denominadas “ciencias de la vida”, etc. Si lo hacemos bien podremos ir del gigantismo urbano a una red de ciudades bien conectadas, competitivas y gobernables.


    Otro dato es que el flujo migratorio global se expandirá fuertemente en las próximas tres o cuatro décadas (luego se supone que la población se mantendrá en los 10.000 millones de habitantes, y con ello la movilidad también tenderá a disminuir). Antes de pensar en términos tremendistas, señalemos que más importante que cuántos seamos, será que estemos preparados para hacer y con qué responsabilidad vamos a producir y consumir. La cantidad de gente en un territorio es poca o mucha dependiendo sobre todo de qué economía la sostiene (¿la recolección?, ¿la caza?, ¿la agricultura?, ¿la industria?, ¿el conocimiento intensivo?) y de la calidad de instituciones que garanticen su coexistencia.


    La bioeconomía, a la cual la Argentina debe constituir en experiencia de avanzada, es la respuesta inteligente que reemplaza recursos no renovables por renovables, aprovecha adecuadamente el territorio y cierra el ciclo dominado por el concepto de “explotación” de los recursos naturales, para abrir el de “gestión inteligente” de los recursos naturales.


    Si aceptamos como válido que discutir el modelo territorial y demográfico es poner en consideración tanto la economía como la organización estatal, debemos explorar soluciones que tengan en cuenta ese marco. Y así como la industria requería de aglomeración eficiente, la territorialidad de la nueva economía asoma como más compleja y asociada a una multiplicidad de factores. No pensar en la relación existente entre la base técnico-productiva y la organización territorial es enfrentar este problema con anteojeras.


    El ciclo económico largo de industrialización sustitutiva que se abrió luego de la crisis de 1929 fue acompañado por una tendencia demográfica de concentración poblacional. Claramente la abundancia de empleo y el diferencial de salarios entre los centros metropolitanos y el resto del territorio nacional está en la base de la cuestión, pero como mínimo debemos agregar otros cuatro factores:


     


    a) Uno anterior al ciclo iniciado en 1929: la ínfima incidencia de las políticas de colonización (con otorgamiento de tierras) cuando la inmigración comenzó a ser masiva, lo que determinó la radicación urbana de los inmigrantes.


    b) La atracción urbana: el fenómeno de urbanización intensivo no es exclusivamente argentino y obedece también a razones extraeconómicas determinadas por la emergencia de un modo de vida urbano crecientemente valorado.


    c) La inexistencia de una política sostenida en el tiempo de dotación de infraestructuras que habiliten alternativas económicas diversas en los territorios más rezagados económicamente (el diferencial de infraestructuras entre regiones en la Argentina es grave).


    d) El tardío reconocimiento del problema. Recién a partir de la década de los setenta, se asumió la macrocefalia como un problema, y de tal circunstancia derivan las legislaciones de promoción. Sus resultados son en general pobres y heterogéneos.


     


    Las promociones industriales clásicas fueron una respuesta mecanicista, alineada con una cultura política demasiado acostumbrada a construir legitimidad sobre la base de la asignación de recursos fiscales. Por supuesto que en general son un fracaso, no han logrado llevar a los territorios promovidos a un estatus de calidad institucional y de vida, y competitividad económica más alto. Habitualmente, por tratarse de diseños deficientes, con auditorías de mala calidad, sin obligaciones compartidas, sin metas por cumplir, sin una perspectiva decreciente para los territorios y cadenas de valor hacia su condición normal de competidor en igual condición.


    La recurrencia de la respuesta puede encontrarse en la buena aceptación que tienen los términos “promoción” e “industrial” en el país, frente a una semántica alternativa que no logra constituirse en prestigiosa.


    En el futuro debemos hablar de “territorios competitivos”, “espacios inteligentes”, porque no se trata de favorecer arbitrariamente, sino de que el esfuerzo local encuentre una receptividad adecuada en el marco de un proyecto de país, que logra leer las tendencias territoriales mundiales.


    El desafío de una nueva visión y un nuevo mensaje tiene aún limitaciones que superar. Sabemos que nuestras migraciones internas y el atractivo que las “grandes ciudades” ejercen sobre la población de los países limítrofes no son un fenómeno inexplicable. Son la manifestación del padecimiento de los sectores más pobres de las pequeñas localidades y de las regiones pobres que se mueven en busca de empleos y diferenciales salariales.


    En la década de los cincuenta y los sesenta, cuando en la Patagonia se pagaban salarios que duplicaban o triplicaban el promedio nacional (ahora apenas multiplican por 1,5), el movimiento al sur era (en números absolutos) muy exiguo: el pleno empleo en las grandes ciudades y los salarios suficientes actuaban como “desmotivadores naturales”. La Argentina de hoy es más sensible a los estímulos económicos, el mundo de hoy acortó las distancias, la economía de hoy no necesita tanta aglomeración… Y hay muchos clústeres que pueden (y lo están haciendo) operar de “atractivos poblacionales” (el turismo, la expansión agraria, etc.), pero debemos generar condiciones de hábitat y competitividad razonables para sostener y calificar esa tendencia.


    El futuro


    La Argentina debe proponerse una gran innovación de contratendencias, planificada y construida con los actores socioterritoriales. Basada en tres pilares: a) trabajar sobre las causas; b) cuantificar el costo de corto plazo de las acciones; c) apoyarlas en retener población y atraer inmigración sobre la base de una política explícita, y con un sentido de inclusión plena.


    La Argentina de los 50M está bajo riesgos demográficos serios: envejecimiento de las zonas centrales de sus ciudades, envejecimiento de sus pequeñas localidades y la emergencia de conurbaciones pobres, muy jóvenes. Si no hacemos nada corremos el riesgo de un horizonte sociodemográfico quebrado.


    Así como hay causas, hay posibilidad de respuestas. La Argentina puede y debe crear una red de ciudades donde no resulte una pérdida quedarse a vivir y que puedan ser lugares de atracción de emprendedores que buscan nuevos y mejores horizontes. Para ello debe poner en discusión al menos seis cuestiones:


     


    a) Su fiscalidad: la Argentina trata de manera muy distinta a diversas actividades económicas con impacto notable en los territorios. El caso del agro con las retenciones es muy conocido. Pero además de tratarse de una exacción irracional en su diseño y exagerada en su volumen, se lo hace sin un criterio que contribuya a reproducir o incrementar el potencial económico. Además de tender a eliminar esa carga distorsiva y perniciosa, en un país que recupere una razonable cultura presupuestaria, mientras exista debe discutirse su destino, ya sea el fortalecimiento de la propia cadena de valor, eventualmente la canalización a otras actividades agrarias incipientes que lo requieran de modo temporal, la formación de un fondo de equilibrio macroeconómico u otras alternativas, e incluso las mixturas que puedan resultar más virtuosas. Lo que no debería suceder es que en el mejor momento de los precios internacionales de nuestros productos de exportación no se logre apalancar el proceso, sin duda costoso, de cambio de modelo territorial y se use la rentabilidad agraria para financiar el clientelismo, aumentar la dotación de personal estatal o consolidar un modelo político predatorio.


     


    b) Derivado de lo anterior, la política de inversión pública (cuánta inversión, en qué rubros, en qué lugares, con qué finalidad). Lo expresado incluso va más allá del volumen de la inversión pública, abriendo el debate en torno de dónde y con qué modelo de cofinanciamiento entre niveles de gobierno, de modo de impulsar una cultura más responsable y que favorezca la inversión en todo nuestro Estado. La inversión pública debería seguir criterios estrictamente auditables y ajenos en un 95% a la discrecionalidad política (dejando alguna excepción mínima a razones de emergencia), y uno de los elementos de elegibilidad debería ser el esfuerzo local, de modo tal de estimular una conducta fiscal adecuada que pueda apalancar inversión sobre la base de compromisos entre distintos niveles jurisdiccionales. No se trata de que el Estado federal “baje” obras, sino de que frente a necesidades locales los gobiernos subnacionales se comprometen con un esfuerzo que posibilite y concrete la inversión pública.


     


    c) Por supuesto la política de subsidios, que a los efectos de cualquier consideración territorial no puede ser un término demonizado (pero sí usado con cuidado y sobre todo con conocimiento de costo y resultado). Es tan lesivo para el futuro territorial una política de subsidios que aliente la concentración territorial como carecer de reflexión de la relación servicios/ocupación territorial. La paradoja argentina es que subsidia un resultado del que después nos quejamos. ¿Cómo no ocurrirá concentración territorial en un país que castiga la producción agraria y subsidia los servicios públicos urbanos, e incluso los subsidia más en las grandes urbes que en las medianas? Eso solo contando los subsidios explícitos, sin poner en consideración que una oferta desigual de bienes públicos es también un subsidio, como veremos abajo.


     


    d) La dotación de oferta pública de bienes sofisticados, en especial la oferta universitaria pública y la salud de media y alta complejidad, opera como atractivos territoriales y subsidios encubiertos porque la atracción urbana no es una cuestión abstracta e incomprensible, sino concreta y evaluable, y sabemos que, a paridad de ingresos, las personas prefieren vivir donde los servicios públicos son más abundantes y funcionan adecuadamente. En ese sentido es un despropósito que la generación de oferta universitaria no tome en cuenta esta circunstancia (hay casos de oferta competitiva en el AMBA, con diferencia de dos kilómetros).


     


    e) La retícula del territorio y las vinculaciones interurbanas. La lógica del tiempo y de la conectividad está reemplazando a la lógica de la distancia física. No importa tanto a cuántos kilómetros estoy de un centro referencial, sino en cuánto tiempo puedo acceder de modo seguro y económico a ese centro. Esta es una clave de la territorialidad futura, y ese cambio de paradigma no implica solo mejor conectividad, sino optimizar los nodos territoriales en sí para aprovechar la tecnología. La distancia se rompe con infraestructura y también con capacidades. Si en una ciudad la población es toda bilingüe, su potencialidad de integración global es más alta frente a una ciudad parecida en su base económica, sin personas bilingües. La disponibilidad de un aeropuerto operativo y con servicios fluidos acerca más un territorio y favorece más el arraigo que muchas políticas supuestamente promocionales.


     


    f) Cierta reconfiguración del sistema financiero. En la Argentina el flujo financiero es claramente “centrípeto”, y a lo largo del tiempo se ha profundizado el comportamiento por el cual se captan recursos en toda la geografía nacional, pero se concentra el otorgamiento de préstamos en las áreas metropolitanas, a raíz de tres cuestiones: a) el Estado federal como aspiradora del ahorro nacional, permanentemente deficitario e inventando instrumentos y obligando a los bancos a prestarle; b) una mayor formalización económica en los centros de las áreas metropolitanas; c) dada nuestra inestabilidad macro se ha generado una cierta propensión a orientar la cartera hacia el préstamo al consumo (corto plazo) y no hacia la inversión (largo plazo). Estando el consumo más concentrado, donde se aglutina la población.


     


    Ahora bien, repasemos: si se concentra en subsidios en el área metropolitana, si la inversión pública territorial solo puede explicarse por el alineamiento político de los gobernadores, si la creación de universidades nacionales no toma en cuenta el factor distancia y se superponen ofertas en lugares ya atendidos, si las entidades financieras pueden (sin ninguna restricción) tomar ahorro de nuestros pueblos y ciudades pequeñas y medianas para alimentar un Estado descalabrado o el consumo de las grandes ciudades, mientras muchas actividades productivas de largo plazo encuentran cientos de limitaciones para financiarse... solo nos quedarán al mismo tiempo unas pocas ciudades en tensión permanente y al borde del colapso, conviviendo con pueblos demandantes de adecuada atención. Todos disfrutando de menor calidad de vida de la que podríamos. Y lo que es peor, si ese fuera el escenario frente a una recuperación nacional y un “boom inmigratorio”, el país se vería empujado a tensiones complejísimas.


    No se trata de un nudo problemático irresoluble, sino de un desafío que bien puede ser la plataforma para pensar en términos muy concretos el país que deseamos construir.


    Es posible evolucionar desde políticas promocionales de alto costo fiscal hasta nuevas herramientas más sofisticadas; racionalizar el funcionamiento estatal; destinar parte de los recursos fiscales a promover sectores agrarios potencialmente muy competitivos y generadores de cadenas de valor largas en zonas relativamente hoy despobladas; dejar de lado la política infraestructural “de amigos”, y así sucesivamente. Y en ese mismo camino también es posible volver a pensar el AMBA, que obviamente puede (y debe) funcionar mejor y cuyo rol en términos territoriales seguirá siendo central, pero deberá ser más virtuoso.


    Creo que la Argentina puede revivir en parte un renovado desafío fundacional. No podemos seguir transitando el siglo sin discutir sobre las bases de nuestro funcionamiento como sociedad, tanto simbólicas (la calidad de nuestras instituciones, nuestra cultura cívica, etc.) como materiales (nuestro orden territorial, nuestra matriz energética, nuestra especialización económica no restrictiva, etc.).


    Parafraseando a Juan B. Alberdi, y a modo de homenaje, considero que ha llegado el momento de entender que “gobernar es poblar… bien”.

  


  
    9. La lucha contra la pobreza


    Desde hace más de dos décadas la sociedad argentina vive una fractura que no tiene comparación alguna con otros momentos de la historia nacional. Efectivamente, desde que en 1998 las inconsistencias de la “convertibilidad” condujeron a una recesión, sobre la que se sumaron hechos externos que la colocaron en un sendero de muy difícil sostenibilidad —que culminó con la ruptura de los contratos y la discontinuidad institucional en 2001—, el país solo esporádica y fugazmente perfora la tasa del 25% de pobreza. En buen romance, hace más de dos décadas que al menos un cuarto de la población argentina se encuentra en la pobreza de manera estable, alcanzando cotas de 40% y 45% de la población cada vez que un episodio de inestabilidad macroeconómica sacude el tejido social. Son niveles alarmantes, desde una perspectiva histórica y como tensión adicional al sistema institucional, además de la muestra evidente del fracaso del modo de enfocar el tema.


    Dicho esto, es claro que estamos frente a un fenómeno estructural. No se trata de una cuestión episódica o de coyuntura, sino de un dato consolidado, que atraviesa las distintas etapas de los ciclos económicos.


    Cuando hacemos referencia a la condición estructural del fenómeno, a lo que queremos referirnos es que se trata de algo lo suficientemente complejo que no es resoluble solo con una perspectiva distribucionista-burocrática o solo con un arreglo macroeconómico. Ni una medida aislada, por eficiente que resulte, termina con la pobreza. Ni la dinámica de un mercado en expansión (absolutamente deseable) concluye automáticamente con la pobreza. Ningunear el grado de dificultad que implica caracterizar de manera adecuada cómo se produce y consolida la pobreza, y qué instrumentos resultan más útiles para una intervención inteligente, es parte del problema.


    Estos niveles de pobreza son el resultado de la persistencia en un enfoque equivocado de la economía, la organización social y la generación de capacidades suficientes para desplegar un nivel de productividad y generación de valor económico que termine con ella o quede limitada a expresiones estadísticamente ínfimas.


    Ahora bien, es evidente que, si un fenómeno social tiene tal persistencia, sus fundamentos son (lamentablemente) muy sólidos. Más allá de los elementos que nos provee la estadística pública en términos de “pobreza por ingresos”, lo que resulta más notable para quienes trabajan en el sector social es el proceso de descapitalización derivado de la degradación de condiciones de vida en períodos extremadamente largos. Este proceso condiciona aspectos esenciales de la conformación de capacidades sociales básicas. Como bien señala el saber popular, la pobreza es constructora de pobreza.


    La relación estrecha entre pobreza y desempleo abre un capítulo enorme sobre aquel error de enfoque que he señalado arriba. Es una obstinación (positiva) de muchos líderes sociales reclamar el fin de los “planes” y reivindicar la necesidad de “trabajo genuino”, del mismo modo que resaltar las bonanzas de la “economía popular” (identificando de este modo a un conjunto de actividades de baja intensidad de capital, que constituyen el modo de vida de muchísimas personas que brindan servicios sencillos o generan productos que en general comercian en su zona de influencia/hábitat, mayoritariamente de modo informal). Muchos de ellos creen que la insuficiencia de oferta de trabajo se debe a la maldad de alguien, o no relacionan adecuadamente la generación de trabajo ni con las condiciones regulatorias, ni con las capacidades disponibles, ni con el stock de capital instalado, etc. Para ellos el trabajo no es el resultado de un proceso, y en ese error de enfoque han tratado de instalar como equivalentes al trabajo a toda actividad que ocupe tiempo, con absoluto menoscabo a la finalidad última del trabajo que es producir algo útil de manera razonablemente eficaz, para alguien que lo demanda. Cuidar un espacio que no requiere de especial cuidado o pintar un cordón ya pintado no son trabajo. Si no genera una utilidad social (o sea, si nadie puede aventajarse bien de esa tarea, y por lo tanto justificarla) no es trabajo.


    Justamente son las dificultades agudas para resolver lo que bloquea la generación de trabajo en la Argentina, y por lo tanto obstaculiza la única herramienta sostenible de lucha contra la pobreza.


    Si las personas no tienen las capacidades requeridas, si no existen los instrumentos (capital) para que todos puedan aplicar esas capacidades, si nuestra organización nos impide hacerlo de modo eficaz y eficiente, si la integración de las personas a las organizaciones generadoras de bienes y servicios (empresas) está condicionada por excesivas regulaciones, si al hacerlo las detracciones estatales (impuestos) transforman nuestros productos en muy caros; si algo de todo eso pasa… no se genera empleo, y sin empleo la lucha contra la pobreza es una quimera, porque es dependiente de presionar con mayores impuestos a los que aún producen para distribuirlo, al costo de desincentivar la formación de capital y la generación de empresas futuras… poco pan para hoy, y mucho hambre para mañana.


    Las estadísticas sobre desempleo en la Argentina son truchas aun siendo serias, porque lo que es tremendo es la enorme diferencia en la tasa de actividad entre el país y las naciones del denominado primer mundo (estamos hablando de divergencias de 10 puntos). El desempleo “da relativamente bajo” porque la cantidad de personas empleadas o que busca empleo es muy baja en relación con el total de la población, lo que podría ser un indicio del mal diseño de las políticas sociales.


    Los problemas en el mercado de trabajo en la Argentina no son nuevos, y la obstinación antirreformista de los líderes sindicales tampoco. En el medio, entre el aciago 1975 y hoy, el mapa del empleo atravesó todo tipo de circunstancias, con una sola constante a lo largo de ya casi medio siglo: el aumento de la informalidad.


    Con salarios que suben o bajan, tasas de desempleo que aumentan o disminuyen, la informalidad sube casi constantemente, como una denuncia a cielo abierto: este sistema “no va más”. Su fin no está dictado por la opinión de este ensayista, sino porque la volatilidad tecnológica y el cambio de la estructura económica, con dominancia clara de las empresas de menos de veinte trabajadores, no pueden dialogar con un mecanismo regulatorio pensado para el industrialismo de grandes fábricas.


    El problema es que las dificultades de acceso al empleo formal son (a su vez) una parte de las restricciones a la generación más fluida de trabajo, ya que muchas tareas se aprenden desempeñándolas. Al regular mal el mercado de trabajo, la Argentina cerró el centro de formación más amplio y formidable que tenía abierto en cada barrio.


    Las acusaciones exageradas de los medios sobre la “cultura del trabajo” y demás yerbas no son más que exageraciones sobre una base real; sin acceso fluido al mercado de trabajo, la sociedad tiende a organizarse en torno a otros ejes (por ejemplo, la ayuda social).


    Facilitar el acceso al trabajo requiere cambios regulatorios, modificaciones en las políticas sociales y una fuerte impronta en la formación profesional, con una visión diametralmente distinta a como se gestiona hoy en la Argentina.


    En un mundo de alta volatilidad técnica, la formación profesional no puede seguir teniendo el sesgo asistencial que tiene en el país. Es muy probable que incluso todos quienes hoy estén en condiciones de ingresar adecuadamente al mercado de trabajo deban recalificarse varias veces a lo largo de su vida.


    La llave a nuevos procesos inclusivos no es la asignación de recursos paliativos, sino la generación de circuitos de pertenencia y la conformación de capacidades.


    En estos largos cuarenta años, posteriores al quiebre de 1975, la Argentina ha reconfigurado su mapa social, pasando de ser una sociedad con dinámicas incluyentes y marcados diferenciales de ingresos (características típicas de sistemas económicos de desarrollo intermedio) a ser una sociedad decididamente excluyente.


    La exclusión, además de su carácter negativo en términos morales, constituye una barrera para el ingreso de las mejores prácticas públicas. Donde hay exclusión se ha producido la consolidación de un poder paraestatal que determina pautas de convivencia diferentes a las previstas legalmente y como tal bloquea la acción pública.


    La exclusión es la síntesis de la Argentina que no deseamos, porque es el basamento material de una grieta no circunstancial. No se puede superar la exclusión con facilismos, falsos análisis, eslóganes, distribución raída, ni nada que se le parezca.


    Romper la exclusión requiere de decisiones político-institucionales en favor de políticas públicas incluyentes y constructoras de responsabilidad y capacidades. Así como las capacidades son esenciales para el ingreso al mercado de trabajo, la responsabilidad es crucial en la inclusión cívica. No hay posibilidad de terminar en serio con la pobreza sin una acción decidida y una convocatoria al esfuerzo de las personas. La irresponsabilidad construye pobreza, y a la inversa, la responsabilidad reorganiza a la sociedad de un modo cohesionado, verdaderamente solidario, y capitaliza a familias y organizaciones para producir, asistirse e integrarse de modo autónomo a los circuitos de producción, consumo y valoración.


    La búsqueda de una sociedad abierta, donde las personas pueden desarrollar su potencial, implica necesariamente no renunciar a enfrentar la pobreza como problema y la exclusión como patología extrema.


    Los límites del actual enfoque de política social


    El enfoque actual de política social, heredado de la gran crisis de 2001, está centrado en el concepto de “contención de la pobreza”, un criterio basado en garantizar la gobernabilidad y evitar los desbordes de la conflictividad potencial, con independencia de los niveles de pobreza existentes. Luego de veinte años, nadie con el más mínimo sentido común cree que el paquete de políticas sociales desarrollado en la crisis y no alterado sustancialmente durante todo este ciclo puede contribuir a sacar a las personas de la pobreza, construir ciudadanía y configurar un horizonte de derechos para los sectores con menores recursos y más vulnerables.


    Como ya se destacó antes, escuchamos afirmaciones sobre la necesidad de transformar los planes sociales en trabajo, sin tomar en debida consideración las condiciones en que se genera y desenvuelve la pobreza en la Argentina, y las enormes dificultades que tal proceso (imprescindible) implica. Por supuesto, será el trabajo el que podrá fundar mejores y más sostenibles ingresos a las familias. Pero es preciso integrar en las propuestas las condiciones necesarias para la generación de puestos de trabajo.


    Las primeras de esas condiciones no son políticas públicas, sino los fundamentos conceptuales que cualquier lucha contra la pobreza que se pretenda exitosa debe emprender:


     


    1) Reconocer a la pobreza como un problema público. Tanto si naturalizamos la pobreza como si pensamos que se trata de una casualidad, no tendremos posibilidad de superarla.


    2) Comprender que, aun tratándose de un problema público, su resolución excede a las políticas públicas (en su versión estricta, como respuestas estatales) y requiere del concurso de distintos esfuerzos.


    3) Entender que la lucha contra la pobreza incluye una perspectiva imprescindible sobre las capacidades y la incorporación de las personas a los circuitos de generación de riqueza.


     


    Las políticas sociales actuales, orientadas a la protección de ingresos y pésimamente articuladas con el mercado de trabajo, no se dirigen a incrementar dichas capacidades. Las ofertas de trabajo (escasas) solo podrán satisfacer a los grupos que ya cuenten con la dotación de habilidades y estrategias de vinculación con el trabajo, que a la luz de las experiencias ensayadas en este sentido por diversas administraciones parecen ser minoritarios.


    Cada vez más en el mundo se piensan alternativas distributivas frente a un escenario de trabajo escaso. Lo cierto es que, si de repente ensayáramos un “shock” en ese sentido, estaríamos frente a un abismo social, con un quiebre (de muy difícil gobernabilidad) entre incluidos plenos en los circuitos de producción y consumo, y personas bajo asistencia crónica.


    Si una lógica tiene la lucha contra la pobreza, más allá de la superación de las restricciones materiales, es justamente evitar la consolidación de una sociedad quebrada. La asistencia crónica puede resolver las restricciones materiales (es dudoso que pueda hacerlo de modo satisfactorio), pero es un instrumento inhábil (por sí mismo) para contribuir a la integración.


    El verdadero límite a las políticas de “ingreso universal” o “salario universal” en contextos (como el argentino) macroeconómicos débiles, sobre todo en el plano fiscal, es consolidar un mercado de trabajo pequeño, reducido a las actividades que naturalmente tienen una competitividad alta en el país, muy presionado por impuestos altos para sostener ingresos de subsistencia para una mayoría asistida que ahora ya no dispondría de posibilidades futuras de inclusión plena, frente a un abandono de todas las actividades sin ventajas naturales excepcionales. La paradoja de esta primarización forzada es que además sus impulsores supuestamente combaten el país rural, la minería, la extracción de recursos fósiles o la forestación, que serían las actividades sobrevivientes (porque no se pueden trasladar).


    Sin empleos, toda política social es una experiencia que más tarde o más temprano se encamina al control social. Evitar que la pobreza derive en violencia. Es el empleo el que incluye, iguala, distribuye el ingreso, incrementa la autonomía de las personas, permite su realización, expande el conocimiento, etc. La dignidad del trabajo es una construcción mucho más sencilla que organizar una sociedad quebrada entre incluidos/excluidos laborales. En el futuro hay mucho para pensar sobre el volumen de trabajo disponible, pero ahora es urgente que la Argentina se proponga “empleos, empleos, empleos” o “trabajos, trabajos, trabajos”.


    El verdadero límite de la actual política social es el proceso de irresponsabilidad que el kirchnerismo vinculó a la asistencia social. La lucha contra la pobreza requiere necesariamente de los pobres. Más allá de las políticas y los incentivos públicos, en este, como en otros planos de la vida, sin un involucramiento consciente es difícil revertir condiciones estructurales. No es posible superar el abismo de la pobreza solo desde la acción pública, sin un esfuerzo comprometido no hay salida de la ciénaga existencial que es la pobreza.


    Sin concurso del paciente, la salud es peor salud; sin concurso del estudiante, la educación es peor educación, y sin el concurso de los pobres, la política social desciende a la perspectiva del control. Resolver la pobreza es generar una dinámica en el marco de la cual el rol de los sujetos es creciente y las propias capacidades emergentes revierten las restricciones materiales, los déficits de organización y las limitaciones al desenvolvimiento público.


    Necesitar a los pobres para superar la pobreza no solo es renunciar a los planteos mesiánicos, las soluciones académicas y la centralidad de las instituciones. Acá lo verdaderamente importante es construir incentivos bien alineados y políticas que faciliten y aceleren los procesos de aprendizaje e ingreso al mercado de trabajo. Todo lo demás es tarea de quienes, con mejor dotación de instrumentos, lucharán por su propia realización. A nosotros nos queda pensar cuál es el horizonte, qué atractivos pueden alterar los modos de integrarse de una enorme cantidad de personas, alcanzados hoy por el control público.


    De la contención a la capacitación


    Por lo tanto, si se quiere tener verdadero impacto en la estructura de ingresos de los desocupados/subocupados de larga duración, la política social debe girar de la contención a la calificación, promoviendo el acceso a tareas de baja complejidad en unidades económicas específicas al efecto (es fácil identificar rubros económicos intensivos en trabajo que requieren un entrenamiento asumible). Esto debería contribuir a la reconstrucción de la relación de esas personas con el trabajo, facilitar el “aprender haciendo” y combinar necesariamente una estrategia de ingresos que permita sostener el proceso de reincorporación laboral con facilidades a los empleadores y una estricta formación diseñada de conformidad a las necesidades de las personas y las empresas.


    Sin un shock de empleos masivo la estrategia de lucha contra la pobreza está condenada a ser ineficaz. Esto no significa que el Estado deba renunciar a toda asistencia, sino que debe reconfigurar los incentivos premiando el esfuerzo transicional hacia un modelo de inclusión más sostenible y productivo.


    El tratamiento relativamente homogéneo que se da a las condiciones de pobreza de un público enorme y diverso —ya sea por ubicación geográfica, por condición de género o por edad— es una muestra acabada de un modelo rústico propio de una situación de emergencia y nunca revisado de manera adecuada.


    De todos los subgrupos de pobres, por múltiples motivos, es especialmente problemática la situación de los jóvenes pobres que abandonaron tempranamente la escuela y no tuvieron experiencia en el mercado de trabajo. La situación es delicada porque de hacerse crónica implica una fragilidad que se perpetúa en el tiempo (y que puede agravarse).


    La oferta de un proceso de un año de formación civil voluntaria en instituciones públicas adecuadas, con estímulo suficiente, a los fines de mejorar su situación potencial de empleabilidad, garantizar sus condiciones sanitarias mínimas, brindar información amplia y consistente sobre salud reproductiva, relaciones con la ley penal, hábitat, detección de consumos problemáticos, y generación de rutinas y habilidades potencialmente aplicables a múltiples mercados, puede ser una iniciativa que rompa con la lógica de la transferencia transgeneracional de las condiciones de pobreza. Muchos países ensayan alternativas de este tipo. El país no está para respuestas homeopáticas. Hay que poner una mirada atenta, calificada, amorosa, para que esos jóvenes puedan construir vínculos sanos, creer en sí mismos y recibir del Estado un contexto de segunda oportunidad.


    Una perspectiva integral


    La lucha contra la pobreza debe ser un eje central de una visión de Estado orientada hacia el cumplimiento material de los derechos consagrados en la carta constitucional. Señalamos que las transferencias de ingresos o la tercerización de planes en las organizaciones sociales como instrumentos exclusivos de la política social han encontrado su límite hace tiempo. Se debe pensar una política social alternativa de manera integral, incorporando a todos los elementos contemporáneos que conforman un ambiente aceptable para la superación de la pobreza y exclusión.


    En ese sentido es preciso actuar simultánea y coordinadamente en campos tales como la formación profesional, la conectividad, el acceso a los servicios públicos esenciales, la regularización de dominio, los servicios de cuidado en los barrios o el acceso efectivo a una educación de calidad. Es preciso romper con la resignación en las situaciones de carencia heredadas a través de una vigorosa política en todos estos campos.


    La integración de las políticas tiene como condición necesaria la progresiva normalización de la macroeconomía del país. La pobreza estructural obedece centralmente a dinámicas excluyentes en las que la inversión está ausente o resulta insuficiente, y donde en forma recurrente se afectan los ciclos de capitalización de las pequeñas unidades económicas. Por eso es tan necesario consolidar una macroeconomía razonable para luchar contra la pobreza. Al mismo tiempo, luchar contra la pobreza de manera consistente e inteligente contribuye a consolidar una macroeconomía razonable.


    Esta política requiere que los gobiernos —en todos sus niveles— actúen con decisión, consistencia y capacidad técnica. Pero con eso no alcanza. No existen experiencias a escala internacional de superación de niveles de pobreza como los que padece nuestra nación sin una movilización cívica que valore la ruptura del statu quo social, promueva el esfuerzo y la organización, aliente la creatividad y favorezca la capitalización de las familias.


    Desde la salida de la crisis de 1929 hasta el Efecto Tequila, a fines de 1994, la Argentina no había conocido niveles de pobreza de dos dígitos. Con todas nuestras inestabilidades, el país había logrado que los padres consideraran (con razonable acierto) que sus hijos vivirían mejor que ellos. Ese imaginario está roto y son millones los argentinos que creen que el futuro solo deparará más sufrimiento.


    La ruptura con el relato populista no es solo retórica. Hay que señalar con responsabilidad y sensibilidad que en la economía del conocimiento emergente los modos de inclusión de las personas tienen una alta dependencia de su formación y de su capacidad para trabajar en entornos cambiantes, complejos, diversos e inestables. No vamos a superar la pobreza ignorando las transformaciones técnicas y productivas del contexto, prolongando respuestas ineficaces o pensando que se trata de un problema con soluciones simples. Por el contrario, la pobreza es tal vez uno de los problemas públicos más difíciles de resolver, más multifacéticos y complejos de gestionar.

  


  
    10. Los dolores que quedan


    Entre tantas cosas que han vuelto a tomar centralidad en el debate global se ha instalado la tensión entre las libertades individuales y el poder regulador del Estado. Si bien se trata de una dicotomía clásica de la teoría y práctica políticas, hay elementos contemporáneos que le dan una renovada actualidad.


    Parto de la base de que las justificaciones del poder público para incidir en la vida de las personas siempre deben tener un fundamento claro y concebirse como excepciones. No hay dudas de que necesitamos regulaciones, no se conoce ninguna sociedad que haya alcanzado un nivel de desarrollo destacable desde los principios de la autogestión, ningún caso. Que las regulaciones son inevitables lo demuestra el hecho de que una central atómica, una represa hidroeléctrica, un auto o un edificio no pueden construirse de cualquier modo, ni ser manejados por cualquiera. Necesitamos buenas regulaciones que nos permitan mayores posibilidades, que amplíen nuestra libertad, y justamente por eso mismo es útil mirarlas como excepción. La responsabilidad existencial es de las personas, el poder público en el mejor de los casos puede organizar la convivencia.


    Ahora bien, el prestigio de las burocracias aumenta su capacidad de incidencia. En sentido contrario, su desprestigio está en la base de las reacciones desregulatorias o antiintervencionistas.


    La ola de antiestatismo que recorre gran parte del mundo occidental tiene fundamento en los tres grandes fracasos de los reguladores de los últimos años: el de la regulación financiera (2008-2009), el de la regulación ambiental y sus consecuencias como crisis climática, y por supuesto la falta de capacidad anticipatoria frente a los riesgos biológicos que derivaron en la pandemia. Luego de esos tres fracasos, es difícil conceder a los reguladores permiso para seguir arbitrando en la vida de las personas.


    Las preguntas obvias son: ¿por qué transferir recursos a agentes que suman poder y no logran evitar tremendos males con los que debemos convivir? Refiriéndose a las consecuencias negativas del shock financiero (desempleo y caída de ingresos), del cambio climático (catástrofes recurrentes) y de la pandemia (encierro y shock emocional).


    Por un lado, la impotencia de los Estados o la incapacidad de adelantarse o gestionar de manera suficiente episodios con gran poder de daño social han erosionado la legitimidad de un sector público demasiado caro si no puede ofrecer la protección que promete. Por otro lado, esa circunstancia coexiste con la emergencia de un espacio digital que ha generado nuevos desafíos en materia de interacción humana, dominancia en las relaciones y poder. Así las cosas, las burocracias sufren un ataque doble, en función de sus yerros y cuestionadas desde una madeja indescifrable de opiniones que circulan a escala global juzgándolas con o sin criterios de referencia.


    Lo cierto es que no es solo la sociedad argentina, sino que como una ola de época ha emergido una pulsión refractaria a las burocracias públicas. Para este movimiento no importan los datos objetivos, ni las referencias temporales, ni las comparaciones ajustadas. Estamos frente a una situación de sospecha extendida (y muchas veces, muy legítima) que hace imposible una evaluación.


    El debate parece una nueva versión de las mismas versiones de la década de los noventa con la caída del muro de Berlín, aunque en ese momento se cuestionaba el Estado autoritario; o en la década de los sesenta cuando en Europa sobre todo (y también en África y América Latina) se cuestionaba la dominancia colonial sostenida por los Estados; o a fin de la década de los setenta y principios de la de los ochenta, en los que se cuestionaba el burocratismo del estado de bienestar.


    Ahora es la esencia misma de la organización pública la que está en discusión. Como en un viaje en el tiempo, aparece la pregunta sobre la legitimidad del Estado “en sí”.


    Ocurre en un momento de la civilización en que paradojalmente no es que estemos frente a pocos desafíos (necesariamente) colectivos, aunque es cierto que los cuestionamientos muchas veces están enfocados más en el modo de intervención pública que en el sentido de esa intervención. No me imagino un mundo futuro sin gestión pública de grandes temas de agenda: clima, demografía, uso de la información disponible en redes, etc. Sin embargo, se pone en discusión la posibilidad de intervención en esos temas, en nombre de la “libertad”.


    Se usa el término “libertad” por su fuerza convocante y su carga simbólica, pero en realidad lo que se ha puesto en discusión es la forma de distribución y ejercicio del poder público. Desde la obligatoriedad de las vacunas hasta el monopolio de la emisión monetaria, desde quien está facultado para decidir la interrupción de un embarazo hasta el permiso para el consumo de sustancias que se definen como peligrosas.


    La tensión se presenta como una lucha por la libertad, pero es más bien un cuestionamiento a las regulaciones, y parte del supuesto de que toda regulación es una coerción.


    Si concebimos la libertad individual no solo como las capacidades de decidir, sino como un límite al poder, no es difícil concluir que hoy el vínculo ciudadano-Estado es uno (entre tantos) de los ejes constitutivos de esas capacidades. Sencillamente porque hay poderes fuera del Estado tan condicionantes como el poder estatal.


    En efecto, tal vez (hoy) lo verdaderamente relevante sea reconocer la emergencia de nuevos poderes fuera del Estado con capacidad real de afectación a las libertades. Por ejemplo, pensar la relación entre usuarios y empresas que administran la información digital. Las organizaciones del conocimiento pueden convertirse en reductos inquisitoriales del siglo XXI, afectando la reputación de personas o comprometiendo la intimidad, por caso.


    No es un problema sencillo el hecho de que organizaciones con una capacidad tecnológica prácticamente incontrolable, que además son agentes privados, puedan identificar dónde estoy a cada momento e incluso qué estoy haciendo (con consentimiento, la mayoría de las veces). Desde ya que esas utilidades generan cientos de situaciones ventajosas que aprovechamos, y no dudo de que fueron concebidas por sus aspectos positivos. Lo cierto es que estamos frente a un desafío de gestión de información y conformación de poder inmenso.


    La construcción de la libertad no es ni ha sido nunca un “dejar hacer”. No lo ha sido en las luchas antiautoritarias a lo largo del mundo, no lo ha sido en la generación de normas de garantía cívica, no lo ha sido en la imposición de restricciones que impidan el abuso de poder (desde normas antimonopólicas hasta las garantías al pluralismo religioso).


    Al respecto puede repasarse la historia y advertir sobre las biografías de Martin Luther King, Nelson Mandela, Mahatma Gandhi, Aleksandr Solzhenitsyn, Sophie Scholl u otros mártires reales de la libertad, advertir en el testimonio de su vida la complejidad que constituye conquistar las libertades y elevar la condición de convivencia de una comunidad.


    En mi lectura, si bien se usa el término “libertad”, el ahogo que siente la sociedad argentina no está vinculado a un clima de opresión clásico, sino a una falta de horizonte que genera la sensación de ansiedad e irritación colectivas. El ahogo viene de la impotencia. La libertad es el nombre que le hemos dado a la necesidad de realización que tenemos frente a frustraciones sucesivas que han lesionado la autoestima colectiva y la capacidad de diálogo social.


    Sin duda necesitamos más libertad y mejores reglas, y limitaciones al poder y un horizonte que nos permita proyectarnos. No se trata de libertades (con todo el respeto que tengo por ellas), sino de proyecto. El “presente absoluto” en que se desenvuelve la política argentina es el dictador autoritario de todos nuestros sueños. Pero ese “presente absoluto” antiburocrático y antiproyecto es también una manifestación de incapacidad, de debilidad.


    El “presente absoluto” es una conjunción entre la impaciencia, la falta de confianza, las dificultades para ver y una conversación pública dominada por los gritos y los proyectos “base cero”. La Argentina ve crecer a actores cuyo supuesto para sus propuestas políticas no es “la realidad que se quiere transformar”, sino que arrancan suponiendo que la realidad no debe ser como es (ya sea que no haya BCRA, o que no haya piqueteros, o que no haya veinticuatro jurisdicciones, o que no haya peronismo, etc.). Ya no se trata de la libertad como proyecto político, sino de la libertad como fantasía, como hipótesis para concebir una realidad a gusto.


    Lo que yo denomino “proyectos base cero” son una especie de fantasía antihistórica, que presume de soluciones más allá de los actores involucrados. A izquierda, derecha y centro, la Argentina está llena de “proyectos base cero”, ninguno se hace cargo del país real.


    Recrear un clima de reformas al mismo tiempo profundas, consistentes y que desarmen esta sensación de ahogo es el desafío democrático de la Argentina de hoy. Implica por supuesto ampliar las posibilidades de los ciudadanos, pero también aumentar la confianza en una burocracia de servicio y tomar en serio la agenda de las garantías afectadas en el mundo del siglo XXI.


    No se trata de disfrazarnos de héroes, sino de crecer hasta ser constructores de una realidad no simplificable.


    En la Argentina, los dolores que quedan son los retazos de las políticas frustradas por la falta de rigor técnico, las visiones pendulares, los fracasos recurrentes de respuestas similares. No se trata centralmente de falta de libertades, sino de falta de responsabilidad política. 


    Es duro decirlo en estos tiempos turbulentos y tan sesgadamente antiestatistas, pero, así como la degradación del Estado precedió la erosión del país, su reconstrucción implica una cierta y consistente reconstrucción de un Estado austero, de servicio, enfocado, altamente calificado técnicamente. Mucho más chico que hoy, en una lógica multinivel, mucho más calificado que hoy y ciento por ciento blindado de una cultura política que lo ha bastardeado al infinito.


    Ahora bien, la discusión en torno de la libertad, el poder, el alcance de las regulaciones y las posibilidades de nuestro Estado debe ser una oportunidad para gestionar por el lado positivo un nuevo formato de contrato social. El agotamiento de las promesas redistributivas, que sistemáticamente se diluyen en una hoguera inflacionaria, debe ser sustituido por otro modelo de contrato social y no por un salto al vacío.


    Un contrato social, al fin y al cabo, es un juego de promesas fidedignas que nos mantienen en un rumbo. En su momento el impulso a “estudiar para progresar” circulaba por toda conversación social como un motivador colectivo, que al tiempo que nos ilustraba nos daba aliento para seguir adelante.


    Un país quebrado entre defensores del Estado que requieren de su protección y detractores que aspiran a no necesitarlo ni sostenerlo deambulará pendularmente si no encuentra una consigna o logra recuperar alguna que le “haga bien”, que sustente las mejores intenciones.


    La construcción de un tejido de vínculos reconocibles y la asunción de un costo por compartir la vida más allá de nuestras relaciones mercantiles son el punto de arranque de un nuevo modelo de contrato social, no asfixiante, basado en la acción responsable, sostenible y que aliente la proyección de las personas y organizaciones.


    No necesitamos un organigrama irreconocible y siglas de organismos que ni siquiera podemos identificar. Ni solapamientos entre jurisdicciones. Recuperar un contrato social no es un acto burocrático, sino un ejercicio de lucidez política. Encontrar la clave en la que nuestros destinos personales no se vean asfixiados, pero tampoco extraviados.


    Un nuevo federalismo responsable


    La base de un nuevo contrato social argentino contiene un imaginario de progreso compartido (que para mí no es otro que la refederalización material del país, sobre la base del desarrollo bioeconómico), un capítulo fiscal y otro prestacional. Acá lo importante es encontrar ese imaginario de progreso y rearmar un modelo prestacional que no convalide esta realidad de baja productividad económica y servicios precarios, y arbitrariedad política en la asignación de beneficios. En síntesis, salir de un Estado al servicio de la construcción política clientelar e ir a un Estado al servicio de la promoción humana, la búsqueda de externalidades positivas y la pacificación en las relaciones sociales.


    En esa línea de reflexión, hay tres pilares de un nuevo contrato social:


     


    1) Una visión: la Argentina equilibrada territorialmente, a partir de la gestión inteligente de sus activos territoriales, aprovechando con conocimiento e infraestructuras adecuadas todas las posibilidades para transformar en bienes y servicios útiles nuestra diversidad natural.


    2) Definir cuál sujeto político toma a cargo las prestaciones de los servicios que nos vinculan. En síntesis, reorganizar el Estado, con mayor dominancia local.


    3) Qué cosas queremos que nos vinculen, poner foco y evitar la dispersión de acciones, esfuerzos y sentido. Abandonar el estatismo omnicomprensivo por un Estado centrado en los ejes fundantes de una ciudadanía plena.


     


    La visión es clave, ya que nos guía la agenda del aprendizaje y de la organización. La refuncionalización del Estado (con mayor protagonismo local) es indispensable, porque cada lugar debe tomar su parte en el juego general. Nuestro modelo estatal, con sus superposiciones y abandonos, no solo es caro e ineficaz, sino que no termina de adecuarse a las necesidades de proximidad, cuidado y sensibilidad que muchos temas de la agenda pública (la agenda posmaterial) requieren. Una sociedad cada vez más avejentada y un medioambiente cada vez más frágil no son cuestiones menores. La visión y la refuncionalización van de la mano.


    Ahora bien, las gestiones locales gozan en general de mayor reconocimiento, y es verdad que la proximidad y el conocimiento de las especificidades locales son una ventaja a la hora de diseñar políticas públicas. No es menos cierto que en las localidades medianas y pequeñas suele faltar un soporte profesional adecuado para iniciativas complejas, que las diferencias de posibilidades entre territorios de una geografía muy heterogénea alientan tensiones territoriales, etc.


    El nuevo contrato social “más local” liberaría toda una creatividad hoy atenazada por el juego perverso de líderes locales buscando “que les bajen” programas, muchos de los cuales están pensados solo para condicionar dichos territorios y a sus actores políticos.


    La coordinación entre algunas (muy pocas) iniciativas federales universales y políticas de cohesión locales, específicas y más ajustadas a la escala, la realidad productiva y las posibilidades tecnológicas, etc., se ha evidenciado como un modelo mucho mejor de construcción de una red social de relaciones.


    Por supuesto que nos puede vincular el cuidado del ambiente, el respeto por la tercera edad, las relaciones respetuosas entre diversos países, etc., pero la épica de un nuevo contrato social debe volver a ser la refederalización de la nación.


    Hacer de la Argentina un país que salga de la cultura de la cancelación económica. Solemos pensar agobiados en nuestro fracaso económico, pero la construcción de un nuevo modelo económico implica justamente reconfigurar nuestro territorio, repensar nuestra formación y desplegar la visión al tiempo que se marcha hacia ella.


    Un país más equilibrado territorialmente y con actividades más diversas, basadas en los activos naturales y el mayor agregado de conocimiento posible, no solo nos desafía a ser más útiles, con mayor empleabilidad y competencias, sino también mejores en la convivencia y más institucionales y estratégicos.


    Así como repito hasta el hartazgo que no seremos más justos si no trabajamos para ser más prósperos, creo firmemente que no seremos eficientes y capaces si no logramos recuperar la vinculación, la curiosidad, la sensibilidad ante lo nuevo, la vocación de hacer, de transformar.


    El sueño de la refederalización debe movilizar a las familias, las personas, los comunicadores, las ONG, las organizaciones barriales, los credos, las empresas. Nuestra epopeya nacional debe ser aprovechar cada uno de los activos que tenemos, conocer cada día más, movernos a aprender, siempre aprender. Para descubrir el potencial, trabajar, ser mejor, cuidar mi salud, entender a mi hijo, relacionarme con mi vecino recién llegado de otro país, comprender un mercado, disfrutar de música que no conozco, etc.


    Fuimos un país que lo hizo, que movió recursos, creó imaginarios, llenó el espacio doméstico con revistas educativas, promovió certámenes televisivos con los que nos entreteníamos, alentando la formación (sobre todo de los niños). Hoy todos tenemos que aprender, asumiendo humildemente que no lo sabemos todo, que aprender nos puede ayudar a mejorar nuestra calidad de vida. En especial, tenemos que saber que podemos ser actores de una revolución social, territorial y económica sobre la base de la bioeconomía, que vuelva a colocar a la Argentina contribuyendo con soluciones globales, con más y mejores productos, que aquí serán más y mejor empleo, ciudadanía y cohesión social.


    No creo que se trate de una pócima mágica, pero sí que es una deuda pendiente. Considero que es un movimiento que pone en el centro el sueño argentino de ser un país integrado, equilibrado y diverso en toda su expresión. No se trata de “explotar” los recursos naturales, se trata de gestionar el conocimiento para aprovechar los activos territoriales. Configurar el contrato social en torno a una nueva territorialidad, el conocimiento y la integración global, y no en torno a la ayuda social (aunque no se prescinda de esta), el aislamiento o la repetición de las actividades del pasado, es desarmar la visión pobrista de control de los problemas y asumir una perspectiva centrada en la construcción esforzada de una nueva realidad superadora, desde el deseo de las personas.


    Creo en los argentinos y soy optimista, pero el programa en toda su dimensión (visión, instrumentos, desafíos, costos) tiene que poder ser exhibido y aceptado. Un pacto explícito no son solo cargos por cumplir, sino sueños para construir.

  


  
    11. Contra la cancelación económica


    Modificar nuestra estructura territorial como resultado de una visión no es una acción exenta de controversias. Implica promover actividades nuevas, desafiar el sentido común, asumir y gestionar riesgos, aprender disciplinas desconocidas, convocar a actores económicos atípicos, etc. La síntesis es sencilla: es imposible cambiar sin cambiar.


    Por supuesto que siempre habrá quienes propongan cambiar sin pagar costos. No se trata de defensores abiertos del statu quo, sino de actores políticos y sociales que efectivamente creen que hay que intentar vías alternativas, pero quieren hacerlo sin tocar ningún interés actual. Lo cierto es que si no afectamos intereses presentes no construimos futuro.


    No se trata de promover una beligerancia innecesaria, pero tampoco de mentirnos en solitario creyendo que en la actual Argentina corporativa y “tonguista” puede accederse al desarrollo.


    Los cambios siempre tienen un costo porque implican reorientar la energía. Eso no significa ni pagar costos innecesarios, ni añadir problemas; pero una sociedad que decide cambiar, en definitiva, decide tomar un nuevo camino, con todas las consecuencias que de ello se derivan. Una exploración cargada de estímulos, desafíos y complejidades. Una exploración que sin duda es una oportunidad enorme para quienes puedan comprender y asimilar el sentido del cambio.


    La reconfiguración territorial es un desafío y como tal tiene obstáculos, restricciones y una agenda abierta. Para llevarla adelante, múltiples espacios hoy carentes de un nivel de actividad económica importante deben readecuarse y facilitar la emergencia de nuevas actividades económicas.


    En ese sentido hay un primer debate saldado hasta la fecha de la peor manera. En línea con un fenómeno global, en las últimas décadas se han planteado en la Argentina distintas objeciones sobre la legitimidad, conveniencia o condiciones necesarias para el despliegue de muchas de esas actividades económicas, potencialmente transformadoras de nuestra geografía. La mayoría de tales objeciones han ocurrido en malos términos, con información poco clara, intereses ocultos y prejuicios de los más diversos. La pésima calidad de la conversación pública y la desconfianza en la burocracia y las instituciones han sido el caldo de cultivo que ha justificado una actitud reactiva frente a iniciativas que se presentan como riesgosas o planteos económicos rupturistas. Aun cuando, como ha sucedido muchas veces, se trate de propuestas adecuadas y superadoras de la realidad preexistente.


    En este punto es bueno tomar plena conciencia de que diversificar nuestra base económica, ampliar las cadenas de valor, generar alternativas para empresas de distinta dimensión, orientar la oferta productiva a los requerimientos globales, son condición ineludible de una mayor productividad económica, cohesión social y calidad de vida. Nuestras regiones postergadas no saldrán de su atraso haciendo lo mismo que hoy. Es por eso por lo que resulta imprescindible un liderazgo político local en torno a transformación, recursos, entornos institucionales, cuidados ambientales y cohesión social.


    Las conductas reactivas a la transformación económica (que en general no comparto) están justificadas frente a iniciativas improvisadas, procesos institucionales opacos o capturas de renta concentradas. La transformación es posible, si con todos los costos que implica, es planteada en clave calificadora e incluyente.


    Es así como, mientras que algunas sociedades incorporan la noción de riesgo como un elemento para tomar en cuenta a la hora de impulsar, promover o condicionar las actividades económicas, otras lo usan como elemento de bloqueo (tanto de las actividades como del debate socioeconómico). La diferencia es crucial, los riesgos siempre existen, el modo en que se los aborda y procesa hace la diferencia. Son los riesgos de llevar adelante una actividad tanto como de no hacerlo.


    La banalización de los riesgos o su negación son tan perjudiciales para el desempeño social como pretender fundar un orden económico exento de riesgos.


    En nuestro caso, el país ha sido atravesado por un ruido ensordecedor, y ya se trate de la cría de salmones en Tierra del Fuego, la actividad pastera en Entre Ríos o la minería metalífera en algunas provincias, el resultado que se repite es el asedio a los decisores públicos, el bloqueo del debate, la circulación de información distorsionada y la evidencia de un océano de desconfianza que construye una categórica imposibilidad de impulsar actividades cuyo retorno económico (entre otras cosas) depende de una razonable estabilidad normativa.


    Los miedos, los planteos anticapitalistas, la oscuridad de las respuestas y la desconfianza —aun en los espacios ajenos al Estado con capacidad de medir, ponderar, mediar y gestionar la complejidad— movilizan a la sociedad de manera refractaria.


    El problema es grave en un país estancado, con territorios que son verdaderos desiertos económicos, generadores sistemáticos de migraciones involuntarias. El rechazo a lo nuevo y a lo disruptivo se propone evitar catástrofes (en general ambientales), pero no logra resolver la acechanza del subdesarrollo como castigo permanente a la falta de sentido, visión y responsabilidad para gestionar los activos territoriales apelando a la tecnología adecuada, promoviendo cadenas de valor consistentes, leyendo las dinámicas globales; en definitiva, asumiendo el riesgo como desafío y no como impedimento.


    El bloqueo “salva” a los territorios de riesgos asociados a actividades económicas nuevas, pero nada los salva de una política predatoria que hasta la fecha ha hecho de cada oportunidad una pérdida.


    El subdesarrollo y el estancamiento son los precios que pagamos por no organizarnos, debatir adecuadamente y cambiar con responsabilidad y sentido.


    El argumento de la “peligrosidad” es perfectamente comprensible y desde ya construir certidumbres es una obligación moral. Pero no es menos cierto que en la Argentina se han bloqueado plantas semilleras ubicadas a pocos kilómetros de lugares con actividad nuclear, o se ha impedido el establecimiento de una planta celulósica cuando el país cuenta con otras de tecnología ambientalmente inferior.


    El bloqueo es una práctica que se desatiende de los resultados que produce. La “peligrosidad” puede ser argumento o excusa. Cuando es argumento abre una conversación, cuando es excusa la impide.


    Vivimos con cientos de riesgos en nuestra vida cotidiana (el tráfico automotor, las instalaciones eléctricas domiciliarias o el uso de químicos en el interior de nuestros hogares) y lo hacemos en función de aprendizajes que hemos incorporado de la mano de la divulgación industrial, la enseñanza en el hogar o la escuela. La gestión de los riesgos, la preparación para la manipulación adecuada de los elementos críticos, la formación de profesionales, etc., son parte del proceso de desnaturalización en el que nos encontramos desde hace miles de años. Es tan importante ser consciente de eso y entender que no se eliminan los riesgos renunciando al desafío del desarrollo. Nada hay más riesgoso que intentar evitar lo complejo en un contexto que lo es.


    En una sociedad en la que usamos cotidianamente metales y papel en nuestra vida diaria (por solo poner dos ejemplos), el debate que tiene sentido en torno a esas actividades es el siguiente: ¿cuál es el estándar de actuación que creemos que nos da garantías razonables de utilidad social para justificar la implantación de industria celulósica o metalífera? Del mismo modo que aceptamos la navegación aerocomercial, aunque nadie nos puede dar certidumbres del ciento por ciento de su seguridad, del mismo modo que usamos autos, aunque tenemos incorporada la posibilidad de un accidente. De esa manera, y apelando a la mejor tradición de la industria, que década tras década y año tras año perfeccionó sus productos y disminuyó los eventos indeseados. Todas las actividades económicas dialogan con sus propios desafíos, con la observancia de una sociedad atenta y con normas adecuadas que conjugan rentabilidad con seguridad y sostenibilidad.


    El ciento por ciento de las actividades bloqueadas en la Argentina se llevan adelante en países de la región y en potencias de primer orden en materia de protección social y ambiental (el ejemplo claro es la actividad forestal en los países nórdicos o la minería en Canadá y Australia). Esa es otra paradoja argentina, porque su bloqueo a las actividades económicas no nos ha transformado en un faro de cuidado ambiental y en una referencia universal en la materia. Nos quedamos sin las inversiones y los empleos, al tiempo que descuidamos el ambiente, de todos modos.


    Hay algo de testimonial en el rechazo argentino a las actividades novedosas. No nos gustan muchos aspectos de nuestra matriz económica, pero tampoco sus alternativas realmente disponibles (en las que hay ventanas de oportunidad, inversores y mercados).


    Una parte importante de la sociedad movilizada contra estas iniciativas no confía en que el Estado argentino o los gobiernos provinciales puedan llevar adelante los controles adecuados para el normal desenvolvimiento de la actividad. Motivos no les faltan, pero es justicia decir que en la Argentina se llevan adelante tareas de mucho riesgo (control de centrales térmicas o hidroeléctricas, navegación aerocomercial, intervenciones sanitarias de complejidad, desarrollos biotecnológicos, etc.) con resultados dentro de los estándares internacionales, y muchas de dichas actividades se despliegan sin conflicto, gracias a la calidad de nuestros técnicos y a los cuidados articulados del sector público y privado. O sea, la sospecha generalizada se basa en una perspectiva específica que puede resumirse en el planteo: “No estamos preparados para el control”, que bien puede ser cierta o refutarse, con argumentos para ambos lados.


    De todos modos, hay algo positivo en esas movilizaciones, nos obligarán en el futuro a ser más atentos, institucionales y transparentes. Unos atributos que son buenos para cualquier actividad de impacto público.


    Mi propuesta no es desconocer ni el peligro ni el miedo, ni ningunear las razonables desconfianzas construidas, pero esa alianza del peligro/miedo/desconfianza no resuelve los problemas, no elimina las acechanzas de las actividades complejas, no nos permite crecer, aprender y ser mejores.


    El planteamiento que a veces, de modo naif, se escucha y que podría sintetizarse en “primero seamos excelentes y después asumamos un desafío” es antinatural. Siempre la capacidad de desempeño, el aprendizaje, el control, los protocolos, los cuidados y la excelencia profesional se construyen haciendo. Además, las restricciones así presentadas son y serán conceptualmente insuperables, porque no podremos ser excelentes en ninguna actividad económica sin poner en acto la larga cadena de dificultades que ellas generan. Así las cosas, “la excelencia preventiva” constituye el bloqueo más categórico de todos. Por lo demás, en la sociedad del conocimiento este circula y es organizado en estructuras que lo alinean con objetivos útiles, rentables, significativos. Las empresas son las organizaciones que transforman el conocimiento en bienes y servicios económicos. Mejorar nuestro desempeño nos obliga a atraer empresas que nuestros ciudadanos integren, que se formen compañías argentinas, que en definitiva a la agenda de los problemas se la aborde desde el aprendizaje, el cuidado, el conocimiento y no desde el miedo refractario.


    Otra parte de la sociedad movilizada ha extendido al debate económico una perspectiva autoritaria y antipluralista, arrogándose el derecho del conjunto social de determinar qué actividades, qué tecnologías o qué escalas de actuación están habilitadas a funcionar en territorio argentino. Se trata de un poder que nadie les delegó. No proponen dialogar, analizar, controlar, cotejar costos y posibilidades. Simplemente “cancelan” con la palabra “no” actividades que ya se practican en otro lugar del país o a pocos kilómetros cruzando una frontera.


    De este modo se agudiza la dependencia de las actividades tradicionales (a veces tan riesgosas como las nuevas) y se producen dos consecuencias derivadas: imposibilidad de retener/incorporar nuevas profesiones en el territorio, y la idea de que existen “determinantes territoriales” donde empresas, familias y actividades se consideren legítimas por preexistentes, una especie de “dueños del territorio”. Lo contrario a lo que requiere una sociedad abierta.


    Ninguna actividad por tradicional que sea puede arrogarse una preferencia monopólica. Las actividades económicas aparecen y desaparecen de conformidad con preferencias sociales, evolución tecnológica, recursos disponibles, etc. Lo que siempre se ha hecho en un lugar puede (por lo general) realizarse más, mejor, dejar de hacerse o coexistir con otras producciones. El sesgo excluyente de los actores tradicionales es parte del problema y no de la solución en materia de desarrollo.


    Imposibilitar una actividad económica con argumentos conservadores o pretender un estándar de vida mejor sin el esfuerzo de producir más o mejor es por lo menos controvertido.


    El debate en torno a especialización/diversificación de actividades económicas en un territorio es complejo, pero en cualquier caso no debería resolverse por la vía del bloqueo.


    En este contexto, la pregunta por “sí” o “no” a una actividad constituye un avance en materia de construcción de permiso social, pero al mismo tiempo es el reflejo de una simplificación empobrecedora, que pretende resolver con un monosílabo una complejidad que arriesga el futuro de personas y territorios en cualquiera de las dos respuestas.


    La “cancelación económica” es el otro nombre del miedo y también de la irresponsabilidad. La reconfiguración territorial del país implica generar una cultura de convivencia económica, donde las pequeñas y grandes empresas coexisten, del mismo modo que las que se enfocan en el mercado doméstico y en el global, las más extractivas y las más creativas, las de vanguardia tecnológica y las tradicionales, etc.


    El país integrado, de amplias clases medias y macroeconomía ordenada, con empleo y posibilidades de realización, necesita de una base económica más amplia y diversa. No será bloqueando iniciativas como vamos a poder construirla.


    El país de los doscientos “Tandiles” no será replicando una experiencia por doscientos, sino generando condiciones de doscientas (o más experiencias) diversas, receptivas del desafío real que es conjugar el hábitat, el ambiente y la actividad económica. Sin actividad económica diversificada y extendida territorialmente, las migraciones involuntarias serán cada vez más recurrentes.


    Los cuidados ambientales, las necesidades infraestructurales, la convivencia entre actividades económicas, la captación de renta, la resolución del futuro para el caso de la extracción de bienes no renovables, etc., deben ser parte del menú de discusión y no el argumento para evitar toda actividad que venga a romper el statu quo.


    La defensa irrestricta de la cancelación implica el mantenimiento de la estructura económica actual, muy dependiente del agro para obtener divisas, muy dependiente del sector público en materia de empleos y absolutamente desequilibrada territorialmente.


    Con un debate de calidad perderemos el miedo y podremos encontrar soluciones. El futuro argentino necesita más cuidados, pero también mucha más economía. La reconfiguración territorial es el otro nombre del país con múltiples oportunidades y horizontes.

  


  
    12. La mesa de los argentinos


    La intensidad de los debates contemporáneos en torno a este tema, el rol del país como productor de alimentos, el efecto macroeconómico de las cadenas agroalimentarias, el potencial de esas cadenas aún no desplegado y el impacto territorial de una nueva visión en esta cuestión explican el motivo de incluir este capítulo en un libro de actualidad política.


    La Argentina ha sacralizado un patrón de consumo alimentario que bien vale poner en discusión y hacerlo con toda seriedad, buscando equilibrar intereses y atendiendo a los diversos aspectos (no solo productivos o comerciales) asociados a esta materia, con impacto sanitario, ambiental, cultural y económico.


    En el mundo, la existencia de un consistente y sostenible excedente agrario explica en gran parte la historia contemporánea y la evolución urbano-territorial.


    Si para conseguir sustento alimentario para una población creciente necesitáramos ocupar más y más mano de obra, nuestras ciudades hubieran crecido a un ritmo distinto (menor), la historia de nuestra civilización hubiese sido otra. Porque nos liberamos del yugo cotidiano de producir alimentos, pudimos desplegar otras capacidades. La generación eficaz de alimentos “delegada” a productores competentes, informados y tecnificados (junto con otros productos de origen rural) es condición de posibilidad de un uso alternativo del tiempo, lo que está en la base de la economía urbana de servicios. Podemos ser urbanos porque nuestros entornos rurales se han hecho crecientemente productivos, desde las primeras y más rudimentarias técnicas agrarias (arado, canalización y riego, etc.) hasta la actualidad en la que las innovaciones científicas han permitido multiplicar la producción de alimentos de un modo sorprendente, con aportes de la química, la genética, las tecnologías satelitales, entre otros.


    Menos visible que la revolución de las tecnologías de información, pero no menos gravitante, es que convivimos cotidianamente con la multiplicación de los panes y los peces que los textos sagrados reservaban a la condición de milagro.


    El triunfo del modo de vida urbano requirió de varias revoluciones tecnológicas que lo expliquen. La más importante de todas es la posibilidad de generar alimentos “conservables”. La dependencia diaria de la recolección o la caza son incompatibles con el asentamiento estable en el territorio.


    Producir y conservar alimentos de manera regular es la versión primigenia del excedente agrario. La lucha milenaria contra el hambre no está del todo concluida, pero ha entrado en un capítulo nuevo, respecto de la cual la Argentina de los 50M tiene mucho para decir y hacer.


    A su vez la constitución de dicho excedente agrario (siempre relativo a una población que atender) implica la gestión de un conjunto de recursos naturales (acceso regular al agua, suelo de cierta calidad, caminos para vincular la producción con los mercados, etc.); por lo tanto, es evidente hoy que la producción debe realizarse en el marco de límites ambientales cada vez más estrictos.


    Producir más (cantidad) y más seguros alimentos, con la misma cantidad de suelo, agua y luz, no es en absoluto una actividad rústica y constituye un desafío enorme.


    Ahora bien, la especialización económica implícita en una división del trabajo entre quienes producen alimentos y quienes lo consumen no ha sido un tránsito histórico corto ni carente de traumas. Entre ellos, hoy han tomado cierta notoriedad quienes cuestionan con alguna displicencia el hecho de haber adoptado una dieta cada vez más rutinaria y homogénea (y no necesariamente mejor), que en su momento fue la alternativa a la incertidumbre absoluta.


    Tenemos en Occidente una dieta más monótona que lo recomendable, como costo por tener una provisión segura. Se impusieron los alimentos más fáciles de conservar y distribuir. Pero para hacer justicia, digamos que a lo largo del tiempo técnicas cada vez más sofisticadas han permitido conservar y distribuir una variedad mayor de estos.


    Sepamos que la alimentación contemporánea es el escenario de una enorme disputa política en el que juegan intereses legítimos, saberes diversos, tradiciones culturales y modas. El capítulo argentino de esa disputa tiene el sello de nuestros propios enredos, en la supuesta defensa de la “mesa de los argentinos”, como si se tratara de un tótem milenario que no puede ser modificado, de una propuesta excelente o de una referencia ajena a todo cuestionamiento.


    Pero no somos originales, esta discusión tiene carácter global. A lo largo de diez mil años fuimos adaptándonos; la producción rural en general tuvo saltos de eficiencia muy importantes, sobre todo en el último siglo, que explican el notable crecimiento demográfico desde los 1500 millones de habitantes que había en 1900 hasta los casi 7500 millones actuales.


    La visión más extrema de la excedencia agraria como constructora de la historia la da Jared Diamond cuando plantea la imposibilidad de sostener la vida sin procesos de agregación colectiva, y explica que ha sido la mayor densidad poblacional de Europa, y el consumo de legumbres, lo que ha posibilitado la supervivencia humana (medida como “sobrevida”). En esa lectura, de algún modo se deja entrever que sin ciudades hubiéramos tenido menos posibilidades de resistir como especie las amenazas que hemos sufrido.


    Cómo nos alimentamos determina cómo manejamos los recursos naturales. En ese “cómo nos alimentamos” se incluye cuánto tiempo estamos dispuestos a dedicarle a nuestra alimentación (¿preparar nosotros o comprar preparado?), cuánto de nuestro ingreso queremos invertir en alimentarnos (por ejemplo, ¿sostener una logística que garantice durabilidad o preferir la frescura a un costo mayor?, ¿aumentar la diversidad de fuentes o garantizar la provisión de los elementos que podemos producir más eficientemente?), si nos planteamos limitaciones éticas en el manejo de nuestros recursos alimentarios (por ejemplo, en el modo de manejo de los animales), si estamos dispuestos a volver a una alimentación “de entorno” y revertir el proceso de globalización alimentaria, con las consecuencias ineludibles sobre la ocupación del espacio, etc.


    Existe mucha información disponible para sostener que, sin la integración de conocimientos de diversos campos disciplinares que fundamentaron la expansión que ha tenido a escala global el agro, el actual modo de vida metropolitano no sería posible. O, dicho de otro modo, la actual fase de urbanización acelerada es también una consecuencia del aumento de productividad en cuatro factores asociados para completar la cadena de eficiencia agraria:


     


    a) Las mejoras asociadas al proceso productivo en sí (fundamentalmente la introducción de nuevos “paquetes tecnológicos” basados en el uso de semillas genéticamente modificadas, además de las modificaciones organizacionales de las empresas agroinformacionales o empresas agrarias de punta).


    b) Las mejoras en la logística, basadas en un uso intensivo de las TIC.


    c) El perfeccionamiento del modo de conservación de los alimentos.


    d) La mejor gestión energética, porque si el traslado de grandes volúmenes de alimentos de un sitio a otro del planeta se dispara en costos, la producción de alimentos tendería a “relocalizarse” nuevamente (al contrario del actual proceso de especialización).


     


    No hace falta ser un pensador de vanguardia para advertir que, según cómo comemos, es cómo impactaremos ambientalmente y cómo ocuparemos el espacio. La Argentina puede cuidar su orden territorial, incluir a muchas personas a procesos productivos creativos y ser parte de la solución alimentaria global, si pone este tema en agenda mirando los datos de hoy y no las referencias chauvinistas del folclore gastronómico.


    Lo digo sin eufemismos: no tenemos una buena dieta, ni para la salud de la población, ni para el cuidado del ambiente, ni para el desarrollo económico. Pero no estamos solos en ese problema.


    La actual “dieta occidental” (incluyendo las ciudades chinas, en esa categoría), crecientemente uniforme y globalizada, constituye una ruptura cultural de enorme significación, que parece ausente de muchos análisis políticos en América Latina, aunque necesariamente está en el centro del debate mundial.


    Hasta la pandemia del covid-19, la crítica central a la “hipermodernidad alimentaria” se centraba en el sobreuso de conservantes, la prevalencia de elementos adictivos en la alimentación industrial y sobre todo en las consecuencias en materia de obesidad (y sus derivaciones) a partir de la sustitución de alimentos frescos por procesados y el abuso de hidratos de carbono refinados.


    Sin embargo, el hecho concreto de que el covid-19 resulte una pandemia de origen zoonótico (con incidencia en el manejo de recursos alimentarios), y que la invasión rusa a Ucrania muestre la fragilidad existente en materia de garantías de suministro, vuelve a poner en valor la relevancia de disponer de alimentos trazables y seguros a escala global.


    Hasta ahora nos quedaba bastante claro que la revolución informacional estaba vinculada a la transformación urbano-territorial global, hoy sabemos que también la revolución biotecnológica y su impacto en el modelo de producción escalar de alimentos controlables impacta en el modelo territorial.


    La Argentina de los doscientos Tandiles no es una regresión a la vida aldeana, sino una propuesta de futuro, agregación de valor, sociabilidad calificada y compromiso argentino con las necesidades contemporáneas.


    Esta hipótesis reafirma el rol de “soporte urbano” del agro y se evidencia que el territorio funciona como una epidermis que pone de manifiesto cuestiones sociopolíticas y tecnológicas profundas.


    La transformación agraria como fundamento de la ultraurbanización muestra el carácter global de los cambios urbano-territoriales. Y el debate político en torno a la alimentación pone sobre la mesa (nunca mejor dicho) la politización de la “vida cotidiana”, la que necesariamente requerirá de mejores fundamentos que una aproximación superficial.


    Defender el planeta tiene sus particularidades y debe incluir un capítulo sobre modos de alimentación y de producción de alimentos. Ninguno de estos tópicos resulta neutro al orden territorial.


    Sin embargo, el horizonte de un mundo agrario crecientemente eficiente y diversificado en sus funciones (añadiendo a su rol de proveedor alimentario el de proveedor de energía e insumos industriales), hasta la invasión rusa, era cuestionado. En especial en Europa hay una creciente tendencia a identificar la sofisticación agraria con prácticas riesgosas y una cierta vuelta a los modos tradicionales de gestión y manipulación de alimentos, tanto como una romántica identificación de estos con la salud.


    Si bien no es objeto de este texto enfrentar las visiones alarmistas, precautorias o refractarias a este tipo de avances científico-técnicos, sí corresponde señalar que existe una tendencia creciente en las urbes de Occidente que sostiene la necesidad de recrear lo local desde el rechazo a la “globalidad alimentaria”. En esa posición se enmarcan las iniciativas del tipo “slow food” y “alimentación km 0”, y en versiones menos principistas y más masivas la promoción de los alimentos orgánicos, la agricultura urbana y el consumo circunscripto a la estacionalidad.


    La Argentina tiene todo el potencial para ser una referencia global en la producción de las más diversas alternativas, para un público creciente, diverso e informado. Podemos producir a escala, con modelos de agronegocios calificados (y certificados), y también de modo eficiente para nichos de especialidades o públicos. Podemos producir genéricamente y también construir referencias territoriales, especialidades o modos de manejo específicos demandados por públicos particulares. Debemos asumir el desafío de la diversidad, generando múltiples economías de diversa escala, intensidad tecnológica y públicos de destino. La condición ineludible es poner fin al espolio sistemático que el Estado hace de nuestras economías rurales y valorar el enorme esfuerzo y empeño que una larga cadena de valor compromete para tener en nuestra mesa una variedad de productos seguros y accesibles.


    Estamos inmersos en una ola temporal que debemos saber decodificar. Los doscientos Tandiles pueden ser la expresión de un nuevo tiempo. Indudablemente la industria de la alimentación en los últimos doscientos años resolvió innumerable cantidad de problemas y posibilitó (al menos parcialmente) procesos migratorios del campo a la ciudad, como derivación de los mejores modos de producción, conservación y distribución de alimentos. En general, disponemos de modo más regular y seguro de alimentos de más fácil manipulación final, adaptados a un modo de vida donde el tiempo dedicado a la gestión doméstico-alimentaria se redujo drásticamente y los roles frente a la comida en la organización familiar lo mismo. Sin embargo (y no por responsabilidad de los productores), hemos pagado un costo en materia de sabor, saberes, diversidad e incluso en materia de algunos aspectos de la salubridad.


    Si los consumidores más sofisticados persisten e incrementan una visión de su entorno alineada con la idea de que los productos de proximidad son esencialmente mejores en términos de salud o cuidado de la naturaleza, en comparación con los alimentos provenientes de un modelo agrario-empresarial de especialización territorial, las consecuencias se irán haciendo notar, no solo en precios diferenciales y segmentación de mercado —lo que es esperable—, sino en términos de intento de deslegitimación público del “agrobusiness” y por lo tanto eventualmente en legislación restrictiva y otras derivaciones con decisivo impacto territorial y urbano. Esa tendencia parece haber quedado en suspenso a partir de la guerra en el centro de Europa.


    Ahora bien, le he dedicado un capítulo de un libro de actualidad política a la comida porque tal vez muchas veces no somos suficientemente conscientes de que para casi el 90% de la humanidad el gasto en comida representa el 80% de sus erogaciones (en este aspecto, comida y economía son casi sinónimos), y que el comercio internacional de alimentos (o productos que integran la cadena alimentaria) constituye el segundo rubro en volumen comerciado a nivel global (solo por detrás del comercio internacional de energía).


    El debate territorial no supone la postergación de un ineludible debate ético, político y demográfico, ya que nuestra forma de comer será responsable en parte de la modelación del mundo, no resultando la única variable para tener en cuenta la proveniencia “más cerca/más lejos”, sino “más industrializado/más fresco”, “más estacional/menos estacional”, y muchas otras consideraciones.


    Nadie puede presagiar cómo se inclinará la balanza, ni cuáles serán los motivos definitorios de las decisiones para adoptar; lo que sí podemos repetir es que nuestro modelo alimentario a escala global incide (además de los obvios resultados sanitarios) en el modo de ocupación del suelo y también en los términos de intercambio comercial.


    La decisión de China, seguida por otros países en el Sudeste Asiático, a partir de la pandemia de covid-19, de combatir los denominados “mercados húmedos”, abre un nuevo capítulo en esta materia, impulsando la globalidad alimentaria. Serán nuevos millones de consumidores que en muy poco tiempo cambiarán su dieta hacia una forma de alimentación que, con todas las objeciones que pueden hacérsele, es más controlada y trazable.


    La tensión existente entre la dieta derivada de la globalidad alimentaria (representada por la industria de escala) y las vanguardias que cuestionan por motivos éticos (animalistas), políticos (distribución de la renta), ambientales (preservación de biomas) o sanitarios (cuestionamiento del rol de la dieta industrial en muchos déficits sanitarios) ha adquirido una potencia impredecible.


    La politización de la dieta es uno de los rostros de la politización de la vida cotidiana. Por eso mismo la apología de la “actual mesa de los argentinos” es una zoncera. Una mesa que cualquier cardiólogo pondría en cuestión, por tener pocas frutas y verduras, demasiadas harinas, azúcares y grasas poco saludables. Deberíamos intentar modificar nuestra dieta con la próxima generación, para hacerla más diversa, saludable, económica y sostenible.


    Lo paradójico es que han levantado esa bandera “retro” los consumidores de novedades (fundadas e infundadas) de clases medias educadas, que ya hace décadas han dejado atrás el modelo de doña Petrona. No es para caer en chicanas, pero los adoradores palermitanos de novedades de ocasión se han puesto a defender una “dieta argentina” más existente en “sucesos argentinos” que en la realidad de nuestros días dominados por aceites, harinas, grasas trans y ultraprocesados.


    La campaña por una mejor dieta en la Argentina cuánto debería decir en favor de las legumbres del noroeste argentino, de los frutos secos del oeste del país, de los pescados de nuestro litoral marítimo, de las frutas y verduras de nuestros cordones verdes. La nueva dieta de los argentinos debería ser la oportunidad del relanzamiento bioeconómico del país.


    Mi visión de “la mesa de los argentinos” está en las antípodas del folclore autocelebratorio, y me pregunto si con la diversidad biológica que disfrutamos debemos seguir siendo aún tan homogéneos, repetitivos y chauvinistas en estas cosas. Como si no pudiéramos ver que todo este cotilleo anecdótico ocurre mientras pasan cosas que de verdad deberían interesarnos.


    Concretamente, cada vez que decimos que seremos más habitantes en el globo y crecientemente urbanos, entre otras cosas estamos diciendo que debemos producir más alimentos y que para ello debemos ampliar la superficie de siembra (y en consecuencia poner en juego biomas hoy no afectados por la agricultura), o aceptar los cambios que posibiliten el aumento de productividad, o ambas cosas. Este modelo sociodemográfico es impensable sin una nueva revolución agraria en paralelo. Por lo tanto, la tensión sobre el modelo agrario y la evolución territorial deberá buscar cauces y acuerdos.


    Una nueva revolución agraria es una revolución en el consumo, la logística, el cuidado, la gestión de los residuos, el envase, etc. No es una tontera.


    Hasta hoy concebimos ciudades donde más del 95% de los alimentos provienen del entorno periurbano, del área rural o de otros lugares del globo. Incipientemente, en algunas ciudades se está dando un movimiento hacia la posibilidad de integrar (mínimamente) la producción de alimentos a la ciudad. Se trata (estadísticamente) de una gestualidad testimonial, pero que pone al descubierto la tasa de dependencia que la urbanización tiene de una contraparte agraria, suficiente, eficiente y sostenible.


    La Argentina debe ubicarse del lado de las soluciones. Adecuar su mesa a tendencias más saludables, respaldar a sus productores, cuidar su ambiente y por supuesto agregar conocimiento en cada paso hacia ese nuevo modelo.

  


  
    13. Entre la consensualidad vacía y la denuncia ruidosa


    Los permanentes y corrosivos desacuerdos nacionales han ubicado en un lugar de privilegio el discurso de los consensos. Así las cosas, en la Argentina hay una fuerza política poderosa, que atraviesa casi todos los partidos y grupos organizados, a la que podríamos denominar el “consensualismo”. Está basado en la idea de que los problemas nacionales son atribuibles, casi con exclusividad, al mal hábito de no sostener el diálogo público en un tono aceptable, y carecer de creatividad para encontrar “puntos medios” en el sinnúmero de problemas de nuestra cargada agenda de cuestiones irresueltas.


    Aunque habría que hacer un distingo entre (al menos) dos modalidades de “consensualismo”. Están aquellos que con esa referencia quieren destacar la necesidad de una cierta estabilidad institucional, y están quienes creen que se pueden obviar las diferencias de intereses y querer atribuir el estancamiento argentino a un conjunto de caprichos.


    Los consensualistas no son personas que ofrecen a la sociedad una defensa del statu quo, sino que consideran que este se puede superar “con acuerdos”. De alguna manera sostienen que la profundidad de nuestro estancamiento es estímulo suficiente para cambiar. Soslayan que en esta situación no todos perdemos y muchos de los actores políticos actuales son representantes de quienes en este contexto ganan.


    Ahora bien, por un lado, los “consensualistas-institucionales” arrastran un legítimo tic ochentista, creen que las instituciones no pueden soportar situaciones estresantes. Esa actitud los lleva a procrastinar decisiones e intentar evitar conflictos. Por supuesto, evitar conflictos sin resolverlos constituye una carga de deudas sociales enormes.


    El otro grupo, que cree que los actores de la vida política argentina son particularmente beligerantes o caprichosos, simplemente no lee prensa extranjera, o cuando viaja no se mantiene atento a la vida política.


    Se puede leer la falta de capacidad de acuerdo explícito como un rasgo bastante arraigado en la cultura política argentina, como la causa de muchas de las dificultades que padecemos o, a la inversa, como la consecuencia de las frustraciones reiteradas.


    ¿Tenemos crisis recurrentes porque no acordamos, o no acordamos porque tenemos crisis recurrentes?


    Nos merecemos una reflexión más profunda sobre los consensos que necesitamos y cómo los podemos construir. Sobre su profundidad, durabilidad y cómo distribuir sus costos y beneficios.


    La experiencia argentina es pobre en consensos explícitos y transparentes. No se superó el orden caudillista por consenso, no se ampliaron los derechos políticos por consenso, no fue consensual la creación del Estado social, no se salió del militarismo por consenso, no se reformó el Estado en los noventa con consenso. Dicho esto, el único consenso político explícito, con resultados trascendentes, fue el Pacto de Olivos, mal recibido por la ciudadanía.


    La falta de tradición acuerdista parece asociarse a una cierta preferencia social por el “denuncismo”, la diferenciación y la búsqueda de competitividad electoral. En un país bajo sospecha, las denuncias siempre tienen asidero. El problema del denuncismo no son las denuncias ni su vocación ética, sino considerar a la denuncia un programa político. Un programa no está completo si no exhibe una visión, si no sienta las bases no únicamente de cuáles iniciativas alternativas hay que emprender, sino también de cómo se pueden instrumentar, con qué costos y dificultades cuentan y qué respaldos sociales las van a sostener. Un programa político no es un artículo literario.


    Tanto la denuncia valiente como el consenso reparador son instrumentos necesarios. El problema no son uno u otro, sino sobre qué y para qué nos ponemos de acuerdo, y qué alternativas políticas ofrecemos para construir modos de actuación transparentes y justos.


    Se suele pasar de largo que acordar implica conceder; y que las concesiones son el nombre real de los plazos de tregua, en un sistema político que al ser (por definición) competitivo, como es la democracia, se desenvuelve en tensiones, naturalmente.


    Dos problemas adicionales del consensualismo que se ha instalado en la Argentina son: a) su superficialidad. Cargado de añoranzas a realidades que nos son extrañas (como el Pacto de la Moncloa), vacían de contenido real a los consensos concretos que nosotros podríamos explorar; b) su juego de “suma cero” con el denuncismo. Como siempre se acuerda con los “actores realmente existentes”, el consensualismo junta probos con sospechosos y por lo tanto legitima la política basada excluyentemente en la denuncia.


    Respecto del primer tema, con solo ver una foto de la España de mediados de la década de los setenta se explica lo que quiero decir. Hoy parece imposible que un consenso de Estado no incluya una agenda ambiental, no prevea las cuestiones de incorporación tecnológica y luego de la pandemia no revise la agenda sanitaria, etc. Aquellas fotos en blanco y negro mostrando mesas homogéneamente masculinas, con ejes excluyentemente económicos, con una perspectiva extremadamente burocrática, son el reflejo de una iniciativa exitosa, propia de su época. No extrapolable.


    Respecto de lo segundo, las mesas de consenso también son mesas de reconocimiento y legitimación recíproca. En un país tan golpeado por las “malas políticas públicas”, ¿es necesaria la legitimación recíproca o en cambio es momento de modificar el eje de la conversación pública hacia una movilización cívica de quienes padecen esta cultura política?


    El consenso realmente interesante, creativo y necesario no es la rosca antitensional, antiinflamatoria y analgésica orientada a resolver una conversación “de reparto”, sino la generación de una novedad, de un supuesto que mueva a los actores del lugar defensivo en el que se encuentran. Nadie lo hará sin una cuota de sacrificio, que por lo general no es voluntario.


    Corresponde salir del escenario superficial del consenso como resultado de una transacción y no como un ejercicio creativo y superador, como la posibilidad de darles solidez a respuestas que (generalmente) requieren de tiempo para expresar todo su potencial. En ese sentido los consensos pueden ser banales e intrascendentes, o constituir una señal social relevante. Depende de la naturaleza del acuerdo, pero sobre todo de la credibilidad (hacia delante) de sus suscriptores.


    Sin un cambio responsable en la cultura política, todos los acuerdos serán frágiles. Con un cambio en la cultura política, se abre un espacio de acuerdos cotidianos, más sencillos y útiles.


    Estoy convencido de que más que un “gran acuerdo”, difícilmente creíble por parte de la población, la Argentina necesita empoderar a quienes sienten las bases de una transformación profunda, responsable, que no dude en enfrentar los nudos corporativos, las microprebendas públicas y la inercia de hacer política excluyentemente desde el gasto público orientado al control social; para luego dar lugar a cientos de pequeños acuerdos que operen en un registro más cotidiano, instalando la idea de que competir y colaborar son más categorías complementarias que opuestas.


    Suelo llamar “consenso negativo” a la transacción de compromiso, carente de toda vocación trascendente y vacía de creatividad. El ejemplo que suelo usar, en broma, es el del encuentro en una cena entre un cultor de la buena bebida alcohólica y un abstemio, ambos para satisfacer al otro están dispuestos a ceder en nombre de un acuerdo y deciden tomar buen vino rebajado con agua, perdiendo ambos. Un caso evidente de consenso negativo.


    Si el “consensualismo” tiene como eje la superación de las disputas, pero no la superación de los problemas, es una respuesta con pies de barro.


    Del mismo modo, si las denuncias solo se orientan a la visibilidad y la impugnación y no dan lugar a la conformación de una trama política más orientada al bien común, más austera y desprendida de la lógica del tongo, se transforma también en “política espectáculo”.


    He sostenido públicamente que este tiempo no se corresponde con “evitar los problemas”, sino con enfrentarlos, y muchas veces ese planteo es leído como el de alguien que desea tener problemas. Nada más alejado de la realidad. Pero si bien no deseo añadir problemas, entiendo que ya no se puede seguir ignorando los existentes.


    Mis prevenciones sobre el consenso no deben leerse como una apología del conflicto. Nada más alejado de mis intenciones. El problema es que el conflicto está presente, entre los sectores corporativos beneficiarios de un modelo agotado, que en muchos casos han amañado sus ventajas por ley, y los sectores competitivos contribuyentes netos, que ven condicionado su despliegue, generalmente de manera inequitativa e injusta.


    La ruptura de la trampa del statu quo puede originarse de dos maneras, o bien en una crisis profunda, que exceda la insolvencia estatal y evidencie la necesidad de terminar con la lógica prebendaria que se deriva de la captura corporativa del Estado; o de otro modo, a raíz de una movilización cívica responsable, constructiva, y que aliente una conversación pública amable y al mismo tiempo exigente en busca de soluciones reales y no de declamaciones. Esa movilización cívica, amplia y plural, sí necesita de consensos. Unos consensos creativos por fuera de los criterios cancelatorios, antiproductivistas, defensivos y protegidos del régimen corporativo y clientelar.


    El consenso positivo es el centrado en los problemas, que no anula diferencias, ni bloquea la deliberación democrática, pero establece compromisos.


    A modo de ejemplo, a esta altura de las cosas, parece contra natura que no sea el sindicalismo argentino el que aliente una reforma laboral. Los datos son elocuentes, tenemos al 40% de los trabajadores en la informalidad, y una dirigencia anestesiada (o cómoda en sus privilegios) ha decidido con el dedo en alto señalar todo intento de reforma como “pérdida de derechos”. Parece que hay poco espacio para avanzar consensualmente. Ahora bien, a sabiendas de que una reforma del régimen laboral es necesaria, el debate en torno a ella merece ser debidamente nutrido. No se trata de pendular entre la actual rigidez y cualquier cosa. Cuidar la calidad de las reformas es lo único que le puede dar calado a un proceso de cambio de régimen de beneficios amplios y masivos, que impulse y sostenga una dinámica de producción, inclusión y calidad de vida.


    Hasta la fecha, los pocos acuerdos institucionales que se construyeron en el país fueron socialmente resistidos bajo la acusación de “negociado”, “politiquería”, etc. Probablemente se trate de un reflejo de la falta de una larga tradición democrática; o tuvieron la misma matriz que los acuerdos corporativos, no orientados a la búsqueda de soluciones, sino a una paz transitoria para seguir sosteniendo el modelo corporativo.


    Unas buenas preguntas para este momento son: ¿cuál debería ser el objeto de un acuerdo?, ¿qué es lo que deseamos y necesitamos acordar? ¿Son los acuerdos los que producen paz o en cambio son las transformaciones las que la producen? ¿Es justo seguir tolerando la capacidad de veto y chantaje de los grupos corporativos? ¿Es razonable que el orden legal amañe beneficios a expensas de un Estado fundido y de contribuyentes exhaustos?


    Entre el consenso vacío y la denuncia ruidosa, debe instalarse la movilización cívica exigente, orientada a crear las reglas de juego de un nuevo modelo de convivencia.

  


  
    14. La fiscalidad argentina: el proyecto “manotazo”


    La expresión más acabada del modelo de gobernabilidad “a la baja” que construyó la dinámica política argentina es el sistema fiscal. Es insuficiente, injusto, coloca malos incentivos, es volátil y espasmódico. Reúne esos atributos porque es el reflejo de la política corporativa, el apriete y el acuerdo oscuro. Los presupuestos generosos para “hacer política” (y también para “hacer caja”, digamos todo) requieren de un sistema fiscal siempre listo para encontrar recursos a los que apelar.


    La desquiciada fiscalidad argentina no es autónoma. En el centro de los problemas nacionales tenemos el modelo de conformación del Estado argentino. A lo largo de décadas hemos ido ampliando la capacidad de intervención estatal “por agregación”, como lo han hecho muchos países; con la particularidad en nuestro caso de llevarlo adelante con muy bajos o nulos niveles de evaluación, cimentando las estructuras bajo marcos de una muy baja flexibilidad organizacional. Ese sector público se ha ido deformando a la luz del intento de construir legitimidad política (casi exclusivamente) desde las erogaciones públicas.


    Un Estado expansivo que quiere hacer todo o casi todo, y que por lo tanto no hace de modo excelente lo que indelegablemente debería hacer. La ensalada de la estructura estatal argentina se condimenta con un federalismo fallido y con ministerios y secretarías que disputan las zonas de intersección, en vez de definir claramente roles e incumbencias, zonas de colaboración y criterios de acción pública.


    Así las cosas, la Argentina combina rigidez en las estructuras e inestabilidad en las políticas. Por eso mismo, la fiscalidad nacional siempre parece correr por detrás de unos presupuestos no financiables. El destino manifiesto de los ciclos económicos argentinos parece una condena: deuda, inflación, aumento de la presión fiscal o un poco de cada cosa. La insuficiencia fiscal, que hasta no hace mucho se atribuía a una cierta morosidad estatal, en los últimos veinte años se ha hecho palpable, como impotencia frente al desborde del gasto, a la incapacidad de generar confianza en el manejo de la deuda pública y en el uso excesivo e irresponsable del financiamiento al tesoro por parte del BCRA.


    Para quienes creemos en la necesidad de un sector público profesional y en la generación de bienes públicos constructores de ciudadanía, el Estado argentino es el ejemplo negativo: caro en materia de recursos que absorbe, pobre en materia de resultados, arbitrario y sobre todo generador de tensiones sociales con sus prácticas permanentes de burocratismo y falta de sentido de servicio.


    No quiero decir que no haya servidores públicos abnegados; me estoy refiriendo al resultado agregado de un aparato público que no es garantía de calidad ni puede serlo, debido al descuido y la frivolización con los que la política lo ha gestionado los últimos años.


    La contracara de ese Estado es una fiscalidad voraz, infinita, asfixiante, carente de lógica, cambiante. Lo que suelo llamar, un poco en broma, el “proyecto manotazo”, que no es otra cosa que apelar en cada precrisis a un stock de capital constituido en algún sitio, para sostener lo que no es sostenible y por lo tanto debería ser reformado. No importa que se traten de depósitos a plazo fijo que se canjean por un bono a largo plazo, títulos de deuda que no se pagan, ahorros previsionales que se licuan o lo que fuera.


    El “proyecto manotazo” tiene un supuesto moral insostenible. Considera a cualquier manifestación de capital acumulado en disponibilidad para atender una emergencia del sector público, que por lo general era previsible y resoluble adecuadamente si en su momento la gestión pública hubiese sido más profesional y enfocada.


    Un Estado sin prioridades es el fundamento de una fiscalidad sin criterio. Además, el sistema institucional argentino ha apelado siempre a un recurso de última instancia, que si bien es parte del “proyecto manotazo” constituye su versión sutil, a modo de martingala de magia: el “impuesto inflacionario”. Cuando la presión fiscal por vía tradicional resulta insuficiente, y sostener el debate sobre alícuotas e impuestos se torna vergonzante, el sistema institucional argentino entre revisar las prioridades públicas o degradar la moneda (y con ello someternos a todos a un estrés tremendo y romper el crédito futuro) opta por esto último. Un impuesto que no pasa por el Congreso y es imposible de evadir para las personas sin capacidad de ahorro. Lo de “evadir” no está puesto como un mérito, pero lo cierto es que el desquicio en la relación Estado-tejido productivo ha ubicado a la evasión defensiva (informalidad) muchas veces como el último refugio de quienes siguen intentando trabajar en un marco legal que los presiona por tres vías: el peso de las obligaciones fiscales, la inestabilidad de las normas fiscales y el burocratismo para atender al Estado. La reversión del proyecto manotazo no implica solo una reconfiguración del tamaño del Estado, sino del modo de vincularse.


    Los objetivos de un modelo fiscal alternativo deberían ser múltiples y no solo bajar la presión, sino garantizar un marco más estable, una distribución del peso de la presión más razonable, una mayor transparencia en la carga tributaria y sobre todo la construcción de un sistema fiscal que coloque incentivos de modo adecuado. El ejemplo concreto de las retenciones, como símbolo de la irracionalidad fiscal, es justamente lo que debe revertirse. Lo señalo porque quizás muchos lectores urbanos no lo sepan o tengan una visión nublosa del tema. Las retenciones sobre la producción que se exporta (que impacta en la formación de precios de toda la producción) se paga, aunque los productores por inclemencias climáticas hayan tenido pérdidas cuantiosas ese año.


    El “proyecto manotazo”, generalmente artero y jugado en tiempos de crisis con señalamiento de las víctimas (estigmatizaciones que corroen la convivencia), tiene no solo el demérito de buscar recursos existentes para tapar déficits de gestión, sino que desprecia el rol en la productividad, el empleo y la calidad de vida que significa una adecuada formación de capital en una sociedad. Van sobre los stocks de recursos o bien porque ignoran el mal que producen o bien porque son incapaces de valorar el pesar que significa vivir en una sociedad descapitalizada, con menos tecnología, menos infraestructura, menos empresas y capacidad organizacional.


    Cada manotazo presente, a la ligera e inconsistente es un paso más en la construcción de una sociedad de pobreza extendida, de esfuerzos de baja productividad y de trabajo de peor calidad.


    La Argentina debería tener a nivel federal bastante menos que una decena de impuestos generales (y algunos, muy pocos, específicos), bien diseñados, con alícuotas claras y fechas de vencimiento recurrentes. La tecnología puede y debe facilitar las cosas.


    No quiero caer en tecnicismos, pero con un impuesto al consumo, un impuesto a la herencia como único impuesto patrimonial (a partir de un mínimo no imponible lógico) y un impuesto a las ganancias, más una forma clara de financiamiento mixto del sistema previsional y un impuesto ambiental estimulando la buena conducta y gravando el riesgo ambiental, el país debería explicar el 95% de su recaudación. El otro 5% puede explicarse en consideraciones muy puntuales. Los actuales fondos presupuestarios financiados con imposiciones específicas (otro rostro de la Argentina corporativa) deberían financiarse desde el presupuesto a partir de los impuestos generales.


    La limitante es claramente política, cuando el Estado alcanza (ahora incluso supera) el 40% del producto y en esos niveles, ni su burocracia es poseedora de prestigio social, ni sus bienes públicos garantizan las prestaciones a las que está obligado. La alternativa al “proyecto manotazo” es una reingeniería inteligente de todo el sector público, a fondo, con criterio y visión.


    No se trata de la tensión entre estatismo y privatismo, sino de recuperar el pacto ciudadano fundante de una democracia. La legitimidad de la imposición está dada por un Estado que contribuye a la convivencia, al orden, a la generación de capacidades sociales. La imposición se vuelve decididamente agresiva cuando, además de excesiva, irracional y arbitraria, no cumple las finalidades que se supone que tiene que cumplir.


    Manotazo y piñata


    Las crisis recurrentes argentinas tienen un capítulo fiscal de modo constante; no es casual. La fiscalidad exhibe el modo de construir legitimidad política, la visión acrítica del Estado, el tipo de vínculo entre este y la sociedad civil e incluso la perspectiva moralmente peyorativa de la actividad empresarial.


    A las consideraciones propias de la cultura política y de un vínculo de mala calidad entre un tejido productivo en busca de modos de evadir y un sector público en permanente estado de “manotazo urgente”, hay que añadir la configuración que tiene la relación entre provincias-nación y gobiernos locales.


    Las provincias han adoptado una posición crecientemente mendicante frente al gobierno federal, entre otras cosas por su debilidad económica. Sin embargo, las últimas elecciones han reflejado un mapa electoral (con respaldo antipopulista en las áreas de economía más dinámica) que bien puede ser la antesala de un cambio en esta materia. La posibilidad de romper la lógica dependiente de los gobiernos subnacionales requiere, además de una visión (como señalamos en capítulos anteriores), de instrumentos. Una reingeniería fiscal seria debería devolver muchas atribuciones a las provincias y limitar el peso y la importancia de la coparticipación federal. La buena gestión de nuestras provincias debería ser una oportunidad para los actores locales, no como hoy donde el peso de la fiscalidad nacional es tal que hace casi irrelevante las ventajas que pueden construirse a nivel de gobierno subnacional.


    La construcción de una nueva conciencia fiscal debe ser demostrativa de una nueva visión del Estado, sobre todo en un mundo inestable donde la previsión obligará a una institucionalidad económica de mejor calidad para atender el ambiente, las personas mayores, los nuevos requerimientos de infraestructuras; en fin, a una agenda que requerirá de cuidados extremos sobre los recursos públicos, las capacidades y el modo de generarlos e invertirlos.


    La construcción de un nuevo federalismo social de base local necesita la combinación de mayores atribuciones con mayores controles, recreando la centralidad de lo próximo como elemento de organización política. Cada vez que el Estado federal pretende diseñar una política de instrumentación homogénea en las áreas metropolitanas y en las pequeñas localidades aisladas puede constituir un piso de referencia salvando desigualdades (y eso justifica las acciones federales) o generar una distorsión insalvable, producto de una perspectiva territorial y un diseño estatal inadecuados. Esa consideración es brutal en políticas fiscales.


    Para salir del manotazo de modo permanente no se trata solo de bajar el gasto público, sino de construir una nueva cultura fiscal que, además de responsable y sostenible, sea adecuada para un país tan heterogéneo y necesitado de puntos de referencia claros y justos.

  


  
    15. Los actores del futuro


    Más allá de las ideas y las prácticas, corresponde preguntarse: ¿quién construirá el futuro argentino? Es una ligereza decir “todos” y ceder a la tentación de la pereza intelectual. Sin duda, todos somos parte de la nación, y en ese ser parte tenemos un rol que cumplir. No me refiero a eso, sino a qué actor colectivo puede aprovechar el agotamiento existente y hacer de la crisis de representación y legitimidad un escenario constructivo. ¿Qué actor tendrá la fuerza y la vocación?


    La pregunta no es ociosa, porque estoy pensando en una transformación que la política no podrá sostener por sí sola, sino que necesita recrear una alianza social que la exceda, impulse y sostenga. No pueden hacerlo los sindicatos carentes de legitimidad, que representan un número relativo de trabajadores formales, cada vez menor. No pueden hacerlo los movimientos sociales, porque carecen de una propuesta que exceda a sus propias bases, ni está en su ADN ni les interesa enviar un mensaje de superación de la crisis, nacieron en una crisis y administran con suerte diversa las estrategias paliativas. No pueden hacerlo los sectores profesionales medios, no solo por estar en el centro de la crisis perdiendo su lugar social relativo, sino por su baja capacidad de organización e incidencia. Tampoco las gremiales empresariales tradicionales, en competencia entre sí, desestructuradas entre las cadenas de valor integradas a procesos globales y las cadenas de valor mercadointernistas. Al mismo tiempo, los movimientos de vanguardia que han instalado temas relevantes en la agenda pública (el feminismo y el ambientalismo) están absorbidos mayoritariamente en estructuras políticas más amplias.


    Parece que hay un espacio de oportunidad política expresado en el agotamiento del modelo corporativo/predatorio, pero no es tan sencillo imaginar quiénes están dispuestos a construir una alternativa de impacto político, basada en vínculos más virtuosos con el Estado y mejorar los resultados económicos, cuya visión exceda lo sectorial.


    Esos tres ítems son claves: vínculos de calidad con el Estado (ni predatorios ni prescindentes), excelencia en el desenvolvimiento económico y con una visión integradora que vaya más allá del metro cuadrado.


    Podría hacerlo un núcleo de emprendedores con visión global, que en la Argentina tienen la particularidad (por lo general) de haberse formado en la educación pública, tener una agenda que excede los resultados empresariales, compartir circuitos de consumo con los sectores medios tradicionales y estar altamente afectados por el contraste entre su propio desenvolvimiento económico y la realidad de un país doliente y estancado. En ellos, el vínculo intenso con la realidad global opera como un mecanismo de comparación cotidiana, entre lo que la Argentina es y lo que podría ser.


    La opción de hierro es desarrollar sus actividades con base fuera del país (al ser globales, siempre realizarán actividades en espacios económicos amplios), o en cambio aprovechar a la Argentina como plataforma idónea para crecer, ensayar, construir un horizonte vital, cerca de sus referencias culturales, bien tratados y con el mundo como objetivo de negocios.


    Emprendedores de sectores intensivos en tecnología, o bien de sectores tradicionales en proceso de transición tecnológica. El rasgo diferencial con el empresariado tradicional es que se trata de agentes que “nacen globales”, no conquistan el mundo a medida que crecen, sino que se desenvuelven (casi) desde el momento cero en clave global, o en algún momento de su maduración empresarial su visión de la actividad se hace necesariamente global.


    La fallida experiencia de la “burguesía nacional” en la Argentina debe ser superada. El paradigma de la economía protegida, el Estado cooptado, las relaciones económicas amañadas, la tecnificación postergada o dependiente de procesos de acumulación muy frágiles, es un capítulo central del fracaso.


    Sin embargo, nuestros emprendedores globales no son menos nacionales, en un sentido que excede lo sentimental. El lugar de desempeño natural para un innovador que arranca es su espacio, sus relaciones, sus vínculos institucionales, su cultura.


    La Argentina “nac & tech” es el espacio cultural de una generación argentina, para entender, cuidar y estimular. De su expansión y densidad depende en el fondo que prosperen muchas de las transformaciones que se proponen en este libro. Es un círculo virtuoso; si una fuerza política no logra instalar cambios, el crecimiento de la Argentina “nac & tech” será modesto y la Argentina corporativa (tan resiliente) se preparará para volver. Pero si los cambios son exitosos y la Argentina global avanza decididamente, la posibilidad de reversión de los procesos será muy pequeña o nula.


    La verdadera garantía de un cambio profundo no es el consensualismo vacuo, sino reformas que alimenten un emergente social tecnológico y cultural novedoso en su posicionamiento, con compromiso social y sentido político.


    La política que ha fracasado es también la política que se ha sostenido en un tejido económico, más afín a administrar los conflictos que a superarlos, a aprovechar las protecciones más que a conquistar el futuro, un tejido económico a imagen y semejanza de la cultura política a la que tuvo que adaptarse.


    La Argentina “nac & tech”


    Una nueva cultura política requiere un nuevo actor económico, y ese nuevo actor económico y social debe portar valores de una nueva cultura: más sostenible, responsable, incluyente e institucional.


    Ahora bien, ni todos los “burgueses nacionales” son perniciosos, ni todos los “emprendedores globales” son virtuosos. Se trata de que la emergencia de los segundos es una condición ineludible para generar el quiebre de agendas que nos saque del laberinto.


    El triunfo de emprendimientos no conservadores, que aprovechen los activos territoriales, generen valor y empleo, reconozcan la complejidad, se alineen con las transformaciones tecnológicas, es el rostro del cambio verdadero. El que le da lugar realmente a todos los talentos.


    El éxito no es tener más unicornios. El éxito es que, por tener más unicornios, más pymes proveedoras prosperan, más jóvenes consiguen trabajo, conservamos mejor el ambiente, etc.; y también que para favorecerlos o tenerlos nos animamos a cambiar la educación para dotarla de atracción y sentido contemporáneo.


    Los emprendedores globales son la punta del iceberg, de docentes más activos, economía más estimulada, inversión pública más enfocada; en definitiva, hombres y mujeres aportando a un proyecto abierto, plural y desafiante y no deambulando en una rutina desgastante o en una incertidumbre cotidiana o frente a la angustia de tener o no que emigrar porque el país no colma su deseo.


    Si los emprendimientos vinculados al mundo (desde el campo o la ciudad, desde la industria o los servicios, etc.) crecen, con su crecimiento se estructura un nuevo tejido social, menos temeroso de los controles corporativos y más vinculado a la creatividad y las relaciones horizontales. Ese es el centro de los procesos colaborativos y esa lógica, cuando se impregna, corroe anteriores formas de relación.


    Esa lógica colaborativa, integrada, de aprendizaje permanente, de competencia reglada y de estimulación al talento, no solo debe ir ocupando un lugar cada vez más central en términos sociales, sino que debe impregnar el diseño de las políticas públicas.


    La Argentina no se tiene que vincular al mundo solo sobre la base de los clichés de un país otrora rico, empobrecido, impredecible y de producciones recurrentes, sino a partir de su talento y con la convicción de ser un país (ahora) frágil, pero que debe pararse en el lugar de ser un actor predecible, que toma sus desafíos en línea con el tiempo que le toca vivir, aporta soluciones y produce una diversidad enorme de cosas sobre la base de la creatividad y el esfuerzo de su población.


    Necesitamos resetear nuestra economía hacia una economía más abierta al mundo, más competitiva por capitalización humana y tecnológica, más amigable con este tiempo (agenda ambiental, de género y de sensibilidad a las diferencias). Ese reseteo no lo puede hacer quien está más preocupado por las influencias en los ministerios que por las tendencias sociales globales.


    El cambio necesita mucho más que una estrategia de poder político. La estrategia política debe ser una revolución de la austeridad pública para recrear la confianza y una revolución del talento social, para transformar esa confianza en prosperidad. La austeridad pública construye legitimidad, pero la prosperidad social extendida es la que debe sostener el largo proceso de reformas.


    La Argentina, como país de expectativas generosas, requiere de horizontes estimulantes para sostener el esfuerzo. Así como la reforma territorial (los doscientos Tandiles) vincula este imaginario con lo que puede ocurrir a la vuelta de la esquina de mi casa, el cambio en la estructura económica debe convocar a emprendedores a cultivar una nueva sociedad desde su lugar, en un país donde los servicios basados en el conocimiento dupliquen su participación en el PBI, lo empresario se amplíe, los niveles de importación y exportación crezcan, los estándares de funcionamiento que asumamos sean crecientemente asimilables a los globales, los servicios públicos sean una referencia de calidad y el trabajo sea una referencia para cuidar.


    Con esta consigna en la cabeza, no alcanzan doce unicornios ni cien startups bio o quinientas startups en el mundo de la tecnología. Necesitamos decenas de miles de empresas de todas las escalas abiertas al desafío de ser globales. Ir más allá de comprar y vender en el mundo, pensar en ser parte de la cultura global, del uso de instrumentos globales, etc.


    Ser realmente un país para todos es tomar el compromiso de trabajar por una visión al mismo tiempo integradora, realista y desafiante. No se trata de convalidar nuestra realidad existente. No se puede cambiar sin cambiar. Toda nuestra actividad económica actual, nuestro tejido social presente y nuestra vitalidad cultural de hoy tienen lugar en la Argentina que se transforma. Asumiendo rupturas necesarias y creativas, con criterio, pero con el horizonte claro: no tenemos futuro medrando de los recursos públicos, ignorando al mundo, identificando inclusión con asistencia o no estimulando a nuestros ciudadanos.

  


  
    16. Los cuatro pilares de la modernidad y cómo mejorar la democracia


    Lo que llamamos “modernidad” no es solo un tiempo histórico, sino un modelo social. De hecho, hay enormes espacios geográficos que no han ingresado a la modernidad.


    La modernidad lleva implícita una serie de promesas, muchas de ellas cumplidas y otras no. El ideario moderno está fundamentado en la idea del hombre y la mujer “libres”, en la emancipación de las distintas formas de coerción social, en la lucha contra el miedo, en el abandono a la subordinación a la naturaleza.


    En esa lógica el principal pilar de la modernidad es la centralidad del conocimiento científico, una enunciación que podría parecer sencilla, banal y alejada de la vida cotidiana, pero que, a la luz de los debates que hemos sostenido en la pandemia, no se trata de algo trivial.


    Fue el agregado de conocimiento científico lo que nos permitió reconocer causalidades, superar temores atávicos, padecimientos, condicionantes. La ciencia más que ninguna revolución política amplió nuestro horizonte vital, multiplicó nuestras capacidades existenciales y (como está de moda decir ahora) “nos empoderó”. La tenacidad de los científicos, la constitución de una verdadera comunidad científica internacional, sumado al talento de los empresarios y el esfuerzo de los trabajadores que permitieron que ese conocimiento ingrese en nuestras vidas como soluciones, en forma de productos y servicios que multiplicaron el confort, acortaron las distancias, acercaron el arte, resolvieron discapacidades, etc. La modernidad, al tiempo que al consagrar la libertad reflexiva y experimental impulsó a la ciencia, y a la vez el salto de productividad que la ciencia y la tecnología produjeron, consolidaron el modo moderno de vida.


    No hay ninguna duda de que un “modo de vida” nunca es la única opción, como tampoco que la herencia moderna sea inequívocamente positiva. Paradójicamente, sería muy antimoderno respaldar ese postulado. Lo cierto es que la legitimidad de la modernidad se sostiene en su comparación con los modos premodernos de organización social.


    Lamentablemente, en las últimas décadas, la legitimidad que la ciencia había adquirido desplazando prejuicios, reubicando a la fe en un lugar diferente de la consideración social, se ha ido erosionando. Es posible que grandes catástrofes asociadas a fenómenos tecnológicos complejos (el ejemplo clásico es Chernóbil) hayan contribuido al cuestionamiento del conocimiento científico. Lo cierto es que por primera vez en más de un siglo hay muchos indicadores que muestran que los jóvenes tienen menos confianza en la ciencia que sus mayores. Sin ciencia no hay modernidad, no hay un lugar de referencia en el debate público y lamentablemente existen menos posibilidades de abordar con suficiencia los enormes desafíos contemporáneos.


    El crecimiento de los prejuicios, las seudociencias, la reivindicación de saberes ancestrales no siempre trasladados a la actualidad de manera adecuada, el conocimiento atractivo y validado por su aceptabilidad y no por las reglas de validación adecuada, son parte de un paisaje anticientífico preocupante.


    Por supuesto que en nombre de la ciencia se hacen también negocios oscuros y se asumen riesgos indebidos, pero una cosa es querer mejorar la ciencia y otra desconocer su rol emancipador.


    La ciencia produce cada día conocimiento y respuestas a nuestros retos que ameritan un reconocimiento, una valoración mayor que la que hacemos, pero esa apuesta depende de nosotros. Ni el cambio climático, ni el desafío demográfico, ni la capacidad de resiliencia social, ni la suficiencia alimentaria podrán resolverse con menos ciencia, sino con más ciencia.


    El segundo pilar de la modernidad, también desgastado, es la organización social basada en el trabajo asalariado. Está crecientemente en duda que, tal como un poco voluntaristamente se intentó instalar, las empresas como organizaciones capaces de procesar información y ordenar recursos para satisfacer necesidades y deseos puedan generar trabajo abundante y transferir de ese modo a la sociedad una cadencia de uso del tiempo, de consumo y un modelo de estructuración jerárquica, como lo hicieron en el último siglo.


    Es claro que el trabajo para transformar insumos en productos y servicios será necesario, lo que está en discusión es si el volumen será suficiente para (como ha ocurrido a lo largo de casi toda la historia) organizar la vida social alrededor de él. Dicho de otro modo, no está en discusión “el trabajo”, sino su rol de organizador central de la vida social.


    Ya advertimos que poco a poco el trabajo ocupa un lugar menos relevante como distribuidor de recursos y organizador del tiempo, lo que más allá de una discusión ética y económica lleva una enorme consideración sobre la gestión social del tiempo “libre”, de la convivencia, etc.


    La liberación del trabajo obligatorio se está constituyendo en un modo de reorganización social en el cual el trabajo empieza a ser cada vez más un privilegio, lamentablemente. Aun las sociedades que pueden resolver las necesidades materiales de quienes no trabajan advierten que las consecuencias de una sociedad dual fracturada entre incluidos/excluidos del trabajo son negativas. La conversación sobre la jornada, sobre las capacidades que requieren los trabajos futuros, sobre la adaptación psíquica a un mundo de trabajos cambiantes y el aprendizaje permanente son escenarios por fuera del ideario moderno y aún irresueltos.


    Una sociedad organizada en torno al uso del tiempo libre o una sociedad que nos exija un entrenamiento permanente de saberes y habilidades para reingresar al mercado de trabajo son novedades que nos exponen a nuevas dinámicas sociales, nuevos focos de conflicto y una resignificación de los lugares sociales.


    La sociedad trabajocéntrica no solo ordenó horarios, constituyó modos de socialización y organizó el espacio, sino que también produjo la cuasiuniversalización de la agremiación y la conformación de identidades en torno al trabajo.


    Si en el futuro el trabajo no explica nuestro lugar social, deberemos crear redes alternativas que reemplazan un contexto tan intenso y cargado de sentido como es el trabajo asociado al sustento, la creatividad y el reconocimiento.


    El tercer pilar de la modernidad es la coexistencia social en el espacio público, la ruptura de los guetos y la consolidación de un modelo de interacción no limitado por clases o castas. En todo ello los servicios públicos universales jugando un rol central como espacios de referencia compartidos.


    La tendencia a la integración social basada en normas y la ciudadanía responsable están en horas bajas en el mundo y en especial en América Latina, donde se consolidan modelos de urbanización segregados, fuga de población de servicios públicos degradados, y otras formas de consolidación de un proceso de tribalización, que comenzó antes de la existencia de redes sociales, se ha consolidado en los últimos años y se hace manifiesto en las diferentes grietas que atraviesan la conversación de nuestras sociedades.


    La coexistencia de las personas diversas en el espacio público reglado es una forma de materialización (limitada) de los ideales de libertad e igualdad. La igualdad basada en la ley democrática que nos permite a todos coexistir.


    Sin espacios públicos adecuados y atractivos, o con el abandono de estos por parte de ciertos grupos sociales, lo que está en juego es otro aspecto central de la vida moderna.


    La renuncia a la convivencia o la reconfiguración del modo de relacionarnos en el espacio público tiene orígenes múltiples y por supuesto es relevante el rol de la tecnología; pero indudablemente se trata de un fenómeno de mucha profundidad, cuya referencia ineludible son las sociedades de castas o las experiencias de segregación racial.


    En este punto es esencial el rol referencial de los servicios públicos. Cumplen dos funciones, la asignativa, orientando recursos a aquellos fines esenciales, y la integradora, al hacernos parte de una oferta común. Cuando los servicios públicos son de muy alta calidad concentran un alto porcentaje de la demanda, quedando las opciones privadas como alternativas minoritarias que enriquecen el sistema en términos de pluralismo y que atienden especificidades (así sucedió mucho tiempo con la educación en la Argentina). Cuando los servicios públicos se conciben como asistenciales, al solo efecto de atender a quien no puede financiarse su versión privada, se contribuye desde la política a la “segregación soft”. Identificar inclusión social excluyentemente con la lucha contra la pobreza da como resultado una sociedad quebrada. Incluir es alentar la existencia de espacios comunes, favorecer la convivencialidad y romper las restricciones prejuiciosas y condicionantes.


    Por último, y desde mi perspectiva, lo más importante es que, sin centralidad científica, deteriorada la organización incluyente que el trabajo proveía, sin dinámica del compartir y responsabilizarnos colaborativamente por la suerte de los espacios compartidos, la democracia política tiene muchas más dificultades de desenvolvimiento.


    Democracia antiage


    La democracia política es la consagración de la responsabilidad política colectiva, justamente lo inverso de las tendencias contemporáneas orientadas a la segregación por grupos, a la instalación de prejuicios y a la “contención social” en roles pasivos de los colectivos no incluidos en los circuitos de agregación de valor.


    No es ocioso señalar que los trillados cuestionamientos a la democracia política no siempre obedecen a buenas razones. Por supuesto que las democracias tienen mucho por mejorar, pero es totalmente injusto atribuirles todos los males contemporáneos y no asignarles ninguna responsabilidad en los avances y las conquistas que hemos tenido.


    Siempre habrá nostálgicos de un “orden perdido” e incluso legítimos planteos antiburocráticos frente a aparatos administrativos enormes e incomprensibles, pero una cosa es proponerse mejorar la democracia y otra muy distinta repudiarla.


    La democracia política tiene seis atributos que no han sido hasta ahora mejorados por un orden político alternativo:


     


    1) El gobierno, en algún momento, queda expuesto por distintas vías a la evaluación de la ciudadanía.


    2) Los gobiernos en una democracia se pueden sustituir pacíficamente.


    3) Los poderes públicos son múltiples, su conformación es diversa y sus facultades facilitan el control recíproco.


    4) En las democracias, los ciudadanos tienen derechos y obligaciones frente al Estado, su vínculo está mediado por el orden jurídico.


    5) En las democracias, la protesta regularmente ejercida es un derecho y la opinión no puede ser cercenada.


    6) Hay un espacio (la intimidad) donde el poder público no puede ingresar y es de dominio excluyente de la persona, salvo que se altere algún principio de orden público.


     


    No se trata de defender un eslogan cuando defendemos la democracia. Se trata de alinear el sistema político con objetivos éticos vinculados a la dignidad humana.


    La experiencia democrática argentina merece ser mejorada, sin embargo, hay que decir que para mejorarla primero hay que defenderla. No podremos mejorar la democracia si la vaciamos, la desnaturalizamos, la atacamos.


    La Argentina de los 50M debería proponerse un programa de innovación política que incluya iniciativas disruptivas orientadas a resolver nuestros más arraigados problemas. Propongo tres a los fines de mejorar la conversación sobre este punto:


     


    a) El plebiscito rutinario: proponer que todos los años en una fecha determinada se realice una consulta a la población sobre un tema relevante y “no urgente”. Durante los seis meses previos, y una vez consolidados el tema y la pregunta, se organizan dos campañas con idénticos recursos (a la que pueden sumarse partidos, ONG, etc.). El resultado de la consulta es vinculante por una década. Al mismo tiempo que ayudaría a reconstruir legitimidad, la práctica rutinaria sacaría la cuestión de un lugar crítico. En las elecciones presidenciales, los candidatos deben adelantar cuáles son las cuatro preguntas que formularían de ser electos presidentes.


    b) Crear las “sesiones parlamentarias de derogación”. Durante un largo tiempo, hacer coexistir sesiones de sanción de leyes (las actuales) con sesiones especiales donde se trate las propuestas de los legisladores de “derogación y armonización legislativa”. La finalidad es clara: evitar las contradicciones, simplificar el marco normativo y volver a ubicar al Congreso en el lugar de representación y debate calificado y terminar con la idea de que debe ser “una fábrica de leyes”. Un Congreso moderno abre temas, controla al Ejecutivo, genera información calificada, etc., además de sancionar leyes.


    c) La propuesta más osada: el doble voto. Hoy todos los ciudadanos tenemos un voto positivo, seleccionamos candidatos y los votamos. Propongo que cada ciudadano tenga dos votos: uno positivo y uno negativo. Con el primero elige a quien quiere que resulte electo y con el segundo selecciona a quien categóricamente no quiere que resulte electo. La diferencia está en el escrutinio, en el que los candidatos obtendrán el resultado de sus votos positivos menos sus votos negativos (por supuesto que hay candidatos que podrían obtener un resultado negativo, por debajo de cero).


     


    ¿Cuál es el sentido de esta innovación (democrática e igualitaria)? Hoy muchos candidatos no dudan en agredir innecesariamente a un adversario político, con la convicción de que ese modo de competencia no les resta nada y les puede consolidar su representación. Esa lógica consolida candidaturas, pero ensucia la convivencia. Si los votantes (todos) disponen de votos positivos y negativos, se crea un incentivo a favor de los candidatos que quieren ampliar su base sin agredir (en la lógica de querer evitar los “votos negativos”).


    El doble voto obliga al sistema a proponer y no a descalificar, insultar o impugnar.


    Estas son apenas tres iniciativas sencillas y refutables. La democracia necesita nuevos instrumentos. Los cambios son necesarios, es mejor que los pensemos quienes valoramos la democracia.

  


  
    17. Ciudadanía o chantaje


    ¿Por qué la Argentina no puede superar las restricciones al desarrollo? ¿Qué mecanismos están rotos e impiden transformar el deseo social de cambio en cambio efectivo?


    Hay quienes hacen hincapié en las contradicciones de nuestra sociedad, poniendo los ejemplos clásicos de querer consolidar las cuentas fiscales sin subir impuestos ni bajar el gasto, o de querer mejorar los estándares educativos sin alterar el modo de organización escolar, etc.


    Es un rasgo de cierta inmadurez social, no exclusivo de la Argentina, pretender sostener objetivos sin una valoración precisa de los requisitos y el esfuerzo añadido que cada objetivo encierra.


    Personalmente, creo que esas contradicciones más o menos marcadas son una constante en sociedades donde la base del liderazgo político está en la condescendencia con los problemas, en la consolidación de prejuicios y lugares comunes, y en un mensaje acríticamente reivindicativo de lo popular. Se trata de un círculo vicioso, se ofrecen supuestas soluciones cautivantes y se desprecia el análisis político riguroso centrado en la complejidad, en los datos y en la defensa de una conversación política clara, explícita, transparente. La sociedad, hasta ahora, ha estado dispuesta a convalidar esas simplificaciones, agobiada por el estancamiento. En esas simplificaciones no solo se cimientan las frustraciones futuras, sino que también se consolida una cultura política basada en la promesa vacía, en la palabra devaluada, en la falta de auditoría pública.


    El populismo no es solo un modelo de construcción de poder, es también una cultura. La Argentina no es populista desde 2003. Solo para poder expresarlo más claramente podemos decir que, aunque parezca tirado de los pelos, un tipo de cambio fijo atado al dólar aprovechando un ciclo de tasas de interés bajas y los ingresos ocasionales por la venta de activos públicos también es populista, en tanto genera una sensación de bienestar que seguramente es insostenible sin las reformas que lo sostengan. Como dijimos al principio: objetivos sí, esfuerzos no.


    Hay una paradoja en eso, porque no es que la sociedad argentina no haga esfuerzos (los hace y mucho), sino que la institucionalidad política no convoca al esfuerzo organizado y orientado a resolver problemas. Por lo tanto, los esfuerzos argentinos son en realidad el pago de la mala praxis política procrastinadora.


    El súmmum de la simplificación procrastinadora (y populista) es creer que todos los problemas se resuelven reasignando recursos que la sociedad dispone en algún lugar. Se trata de identificar un “stock”, decirle a la población “allí está la solución”, buscar un mecanismo de exacción y con esos recursos atender el problema en cuestión (proyecto manotazo).


    No solo cada vez hay menos stocks disponibles, sino que esos stocks muchas veces tenían como finalidad inversiones a mediano plazo y mejorar los resultados económicos de las empresas o las condiciones de vida de las familias. La práctica rústicamente distribucionista nos ha transformado en un país descapitalizado y poco productivo.


    Detrás de cada exacción hay una simplificación. Una conversación pública más enriquecedora no solo genera mejores soluciones, sino que configura un escenario favorable a la recapitalización material y a la conformación de un capital social de mejor valor.


    La idea que reduce el gobierno a la capacidad de reasignar recursos y mediar en la puja distributiva, que está en la base del populismo latinoamericano contemporáneo, paradójicamente desprecia el liderazgo público como constructor de escenarios superadores y generador de estímulos.


    En el país, las tres funciones organizacionales básicas que un sector público responsable se propone están alteradas. En primer lugar, en la Argentina el Estado cumple mal su rol de garante del orden (función de primacía de la ley o paternal); por diversos motivos es amplia la sensación —muy justificada— de anomia. Por un lado, hay una discusión sostenida sobre la calidad y el tipo de orden en que queremos vivir, por el otro, la calidad de los organismos públicos para sostener rutinas y procesos no goza de permiso social amplio.


    La Argentina necesita una explícita reivindicación del orden, orientado a generar marcos de seguridad y patrones de conducta previsibles. La diferencia entre lo prohibido y lo permitido debe ser clara, y el sostenimiento de reglas, aunque tengan un costo adaptativo, se hace imprescindible.


    Todos los espacios organizacionales que demandan una adecuada perspectiva jerárquica (desde una escuela hasta un hospital) requieren de una mirada clara sobre sus objetivos, sus necesidades, y un fortalecimiento de la lógica de funcionamiento, a tono con criterios explícitos y sentido de servicio.


    Corresponde de manera urgente romper con la inercia común por la cual todo es “más o menos igual”, y valorar el cumplimiento de protocolos, en defensa de la calidad del servicio público y de las relaciones humanas.


    En segundo lugar, otra función organizacional esencial que la Argentina ha deteriorado es la de cuidado, de protección (o función maternal). Es difícil sentirse convocado por algo o alguien si creo que no le intereso, que no me cuida, que mi suerte le resulta ajena.


    La Argentina, en teoría y aun en el contexto de sus dificultades, atiende a las necesidades de sus ciudadanos. Sin embargo, la combinación de discrecionalidad, ineficacia y discurso claudicante en términos de perspectiva de futuro hace que una enorme cantidad de argentinos no se sientan “cuidados” ya no por el Estado y sus políticas, sino (yendo más allá del debate clásico) por la sociedad.


    La perspectiva de que el cuidado es un atributo asignable solo a los pobres o a las personas en situaciones desventajosas es también un error. El cuidado debe ser una regla esencial de la vida compartida y vale para las normas de seguridad, para el respeto por los agentes públicos, para la adecuación de espacios, normas y procesos a fin de que puedan resultar accesibles a todos, etc.


    Los indicadores de confianza/desconfianza en instituciones muestran que, con excepción de la familia, en la Argentina las personas no confían en casi nadie, ni siquiera en colectivos que gozan de prestigio profesional (como los médicos). Respecto de la familia incluso hay una fuerte tendencia a la baja.


    El país es hoy una sociedad de desconfianza y también de poco cuidado, y sin cuidado no hay reciprocidad. El cuidado y el orden al construir una sociedad son objetivos complementarios. Así como reubicar el concepto de orden en el centro del debate público y sensibilizar sobre su importancia y necesidad, del mismo modo debemos construir una semántica del cuidado como resultado de la responsabilidad compartida.


    En tercer lugar, en la Argentina también está cuestionada la idea de proyección, horizonte, futuro (función filial). Todo parece jugarse en el “presente absoluto”, sin posibilidad de articular el hoy con el mañana, de potenciar la función de aprendizaje o de materializar un programa sociopolítico como un camino.


    Incluso los “optimistas” tampoco adoptan posiciones proyectuales, generalmente apuestan al famoso (y efímero) “cambio de clima”.


    Por supuesto que nos vendría bien un cambio de clima, pero la Argentina necesita un proyecto. Luego de cambiar el clima, luego de modificar el rumbo, el camino será largo y habrá euforia que deberíamos ignorar y desasosiegos que tampoco deberíamos atender.


    Reconstruir un ideario proyectual es sobre todo entender que cada cosa que hacemos hoy impacta en el mañana, en la semana próxima y en el lustro que viene. Cuando podemos ir tejiendo presente con futuro, algunas cosas se acelerarán y otras exhibirán dificultades imprevistas, pero un plan es una referencia que ayuda a crear referencia, consolidar las líneas de decisión, ajustar los debates y sobre todo a decidir hacia dónde se va.


    Un plan es imposible si antes no se definieron los objetivos (el plan se hace cargo de ellos, no los determina). Esos objetivos son el horizonte que justifica el esfuerzo, sostiene la travesía, nos obliga a superar escollos, nos motiva.


    Ninguna organización puede ir bien si no sabe cuáles son sus límites de actuación (orden), si no protege y valora a sus miembros (cuidado) y no puede sostener la energía hacia un horizonte deseado (proyección).


    ¿Cuál debe ser el pacto fundante de un cambio real a partir de esta descripción?


    La agenda del deber ser es absolutamente insuficiente para sacar a la sociedad de este statu quo. Hay que incorporar nuevas consideraciones, temas por fuera del día a día que puedan constituirse en puntos de referencia de un nuevo tipo de conversación. No es una evasiva, es una necesidad.


    La conversación entre los actores y los temas del hoy será circular, deambulará por los bloqueos recíprocos, nos enfrentará a la mezquindad y el chantaje. Cada prebenda corporativa tiene una explicación lógica a primera vista.


    El arte de la política en este caso consiste en promover una movilización social suficiente que presione sobre el modo de decidir, anudando un gran realismo presente, un enorme foco en la tarea cotidiana, un esfuerzo de gestión concentrado y una estrictez presupuestaria, fiscal y monetaria absoluta, con un proyecto de país que supere el prototipo burocrático, que realmente sea “de país” y no solo una gestualidad administrativa, una ventaja sectorial o un reflejo de época. Por supuesto que un proyecto de país dialoga con el presente y el futuro, reivindica actividades, promueve conductas y requiere de un gran soporte de funcionamiento. Pero es algo mayor.


    No se trata de ser competitivo, innovador, sostenible o incluyente por sí mismo, con todo el valor que esos adjetivos portan. Se trata de construir un lugar donde la vida es agradable, donde siento la pertenencia, donde comparto referencias, donde crezco y veo crecer a mis hijos, donde los proyectos fluyen con complicaciones, limitaciones y esfuerzos… pero fluyen.


    La Argentina, como todos los lugares del mundo, no es un commodity, es un lugar único e irrepetible, con una historia propia, llena de claroscuros. Fuimos todo, fuimos abiertos y cerrados, pacíficos y beligerantes, ricos y pobres, rutinarios y creativos.


    Ahora somos 50M, llegamos a nuestra madurez, y por eso debemos ser al mismo tiempo estrictos y soñadores, rigurosos en el hoy y desafiantes con el futuro. El rasgo de la madurez es la responsabilidad en el más amplio sentido de la palabra. Es tan irresponsable no hacerse cargo del presente como no enfrentar el futuro.


    No es estimulante gestionar los restos de un fracaso, ni maquillarlo. Tenemos que salir con paso firme hacia una nueva construcción social, territorial e institucional.


    No se trata de conseguir una gloria vana, batir un récord o correr una carrera a la nada. Se trata de recuperar para nosotros el sueño libertario del país plural.


    La decadencia nos puso en una disyuntiva: administrar un fracaso o superarlo.


    Lo que ya está probado es que debemos abandonar la tentación simplista, esa idea de que el bien y la verdad se conquistan a pura voluntad. Necesitamos voluntad política, movilización cívica, nuevos actores económicos, acuerdos no chantajistas y una gran dosis de tenacidad en el rumbo.


    La solución no es mágica. Como dijo Churchill de manera sencilla y elocuente: “El precio de la grandeza es la responsabilidad”.
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  La sociedad argentina está obsesionada con el diálogo, aunque las conversaciones sinceras son exiguas y las restricciones para lograr un acuerdo político son enormes. Ante la posibilidad de bajar los brazos, este libro se propone rescatar la ética que nos construyó como país y rebatir el ideario populista, funcional a las crisis recurrentes.


  Sin contenidos en debate y viviendo en una inestabilidad crónica, todo parece jugarse en un presente absoluto, privados de la riqueza que significa poder articular el hoy con el mañana. Es que el populismo no es solo un modelo de construcción de poder: es también una cultura.


  El autor desarticula las simplificaciones que hicieron de una nación creativa una sociedad de escapismo, recorre con lucidez nuestros retos más urgentes y ofrece claves para fomentar una práctica sociopolítica orientada a devolver la esperanza en el futuro.


  La Argentina es un país con problemas, pero también un lugar de sueños colectivos. Deconstruir el populismo es un llamado a desafiar el statu quo, a la vez que una invitación a reconciliar la política y romper el ciclo perpetuo de expectativas seguidas de frustraciones.
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